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Fueron muchas las personas que me ayudaron a hacer posible este libro. Pero sin la asistencia eficaz, oportuna y 
desinteresada de Alfonso Amaya Parra y de Paola Caro, así como la revisión del texto inicial por parte de Jerónimo Duarte 
Riascos, jóvenes profesionales de la Escuela de Gobierno Alberto Lleras Camargo de la Universidad de los Andes, hubiera 
sido imposible que este documento se hiciera realidad. Por eso este libro está dedicado a los académicos jóvenes de las 
diferentes disciplinas. Ellos, con sus conocimientos, su compromiso y su trabajo, cambiarán la forma en la cual se estudian 
y dirigen los asuntos públicos en Colombia, 


Creo saber la razón por la cual Carlos Caballero me pidió escribir este prólogo. Después de graduarse de ingeniero en la 
Universidad y obtener un M.Sc. en Berkeley y un M.P.A. en Princeton, y haber sido director de Fedesarrollo, asesor de la 
Junta Monetaria, presidente de la Asociación Bancaria, presidente de Bancoldex, presidente de la Bolsa de Bogotá, 
ministro de Minas y miembro de la Junta del Banco de la República, resolvió que quería hacer el Máster en Historia de la 
Universidad de los Andes. Entonces tomó mi curso de Historia Económica de Colombia. Ese semestre el curso resultó 
interesantísimo. Con los cerca de veinticinco jóvenes, se inscribieron Carlos Villamil, quien había sido director del Incora y 
presidente de la Caja Agraria, Daniel Mazuera, exministro y senador, y Carlos Caballero. 


El curso resultó apasionante, con discusiones intensas sobre reforma agraria, política cambiaria y desarrollo económico de 
Colombia, y en el curso Carlos comenzó a desarrollar las ideas que al cabo darían forma a este libro. 


Lo primero que se puede decir del libro es que, gracias a la experiencia de Carlos como periodista y editorialista, la historia. 
está muy bien escrita y es amena, e incluye comentarios y anécdotas que ilustran muy bien la realidad de la política 
económica del siglo XX; por ejemplo, el choque entre Alfonso López Pumarejo y Alejandro López, y cómo esto afectó la. 
política cafetera de Colombia. Como buen libro de historia, vale la pena leer las notas al pie de página, que frecuentemente 
revelan sus opiniones. Pero también hay que decir que el relato se apoya en un conocimiento profundo de lo que se ha 
escrito sobre la época en Colombia y en el exterior. 


La parte del libro sobre el siglo XIX es muy interesante, y confieso que me encuentro muy de acuerdo con su versión acerca 
del escaso desarrollo económico durante este periodo. Lo que pasa después de 1905 es muy diferente. Son los años del 
despegue económico liderado por el café y la industrialización, y el autor describe cómo a partir de ese momento la política 
económica se diseñó para apoyar esos dos sectores. Analiza cómo surgieron las instituciones que hicieron esto posible, y lo 
difícil que resultaba apoyar ambos sectores dada la fuerte inestabilidad de los precios internacionales del café. 


Entre 1930 y la caída del Muro de Berlín, en 1989, la economía se vuelve muy dependiente de la política cafetera, cuyo 
manejo le corresponde a la Federación Nacional de Cafeteros, y la política cambiaria, en que interviene el gobierno a través 
del Ministerio de Hacienda y la autoridad monetaria. En este arreglo institucional, los que toman las decisiones formales e 
informales juegan un papel importante, y el autor se interesa por las historias, las ideas y las fuentes de apoyo a estas 
personas. 


Al estudiar la tendencia de la política económica en las diferentes coyunturas, y los cambios en el ritmo de la economía, 
Caballero descubre cierta tendencia hacia el corporativismo en el manejo económico en la mitad del siglo veinte, aunque 
políticamente nunca tuvo apoyo un cambio institucional como el contemplado por Laureano Gómez. 


Sin embargo, en los años cuarenta y cincuenta surgen los gremios conformados por “hombres de trabajo” fuera del mundo 
de la política profesional. La intervención del Estado en la economía institucionalizada como reacción a la crisis de los años 
treinta hizo necesaria la agrupación. Era la consecuencia de la modernización. Había que crear organizaciones formales, 
estables y con relaciones sistemáticas con el Estado, la clase política y la opinión pública. Los gremios negocian con 
distintas instancias gubernamentales las políticas y la intervención del Estado relativas a sus sectores. 


En 1989 se rompe el pacto del café y se profundiza la internalización de la economía mundial. En Colombia se hace 
necesario un cambio en el modelo de desarrollo. En 1991 todo cambia. La Constitución reduce el poder del presidente y 
fortalece la descentralización, y la participación del café en la economía también disminuye. La internalización de la 
economía mundial limita el multiplicador de la antigua sustitución de importaciones como generadora de crecimiento 
industrial, El papel del Banco de la República cambia, y su objeto se vuelve garantizar la moneda sana y se eliminan sus 
funciones de banco de desarrollo. El otro gran cambio fue la eliminación o debilitamiento de algunas de las instituciones 
encargadas del cumplimiento de la ley por el narcotráfico. 


El libro concluye haciendo referencia a la caída de los precios de las exportaciones del petróleo y las exportaciones mineras 
en 2014, lo cual termina con las altas tasas de crecimiento que generó la bonanza de los precios de productos primarios, 
resultado del gran salto de desarrollo de la economía china. En 2016 no se vislumbra todavía en Colombia un consenso 
sobre un nuevo modelo de desarrollo. Pero Carlos Caballero concluye su libro con un reto: 


“Los problemas de la Colombia del siglo XXI son de naturaleza enteramente diferente a los que se enfrentaron tanto en el 
siglo XIX como en el XX. Por un lado, el mundo cambió desde los años ochenta del siglo XX y, en particular, con 
posterioridad a la caída del Muro de Berlín; los avances tecnológicos y la globalización colocan a un país como Colombia en 
una circunstancia en la cual no puede aislarse del exterior y, a su vez, se ve afectado por lo que sucede más allá de las 
fronteras. Por otro, a nivel doméstico los cambios de los últimos veinticinco años fueron muy profundos y con el fin del 
conflicto lo van a ser más. 


La pregunta pertinente a estas alturas del siglo es si la sociedad colombiana y sus líderes están preparados para modificar 
los equilibrios actuales de toda índole —los económicos, los políticos, los sociales, los territoriales y los institucionales 


para cambiar el statu quo de una manera ordenada y así garantizar en el siglo XXI el progreso social de todos y cada uno 
de los colombianos”. 


Miguel Urrutia. 


INTRODUCCION 


Enel siglo XX la economía colombiana estuvo marcada por tres hitos cruciales. Su inicio, que siguió al fin de la guerra de 
los Mil Días y a la pérdida de Panamá en 1903. La gran crisis económica de 1929-1932. Y el viraje de 1990-1991, cuando 
no solamente la economía se abrió al exterior como consecuencia de la era de globalización que sobrevino a raíz de la caída 
del Muro de Berlín y el colapso de la Unión Soviética, sino que fue impactada por los cambios originados en la expedición de 
la Constitución de 1991. 


Entre 1905 y 1930, el café registró una fuerte expansión. La producción del grano se multiplicó por seis: pasó de 500.000 
a. 3.000.000 de sacos por año en esos veinticinco años. En la década de los treinta, la industria manufacturera creció 
aceleradamente, como respuesta a las medidas adoptadas por el gobierno nacional para superar la crisis. 


La crisis económica de 1929 creó las condiciones para la consolidación de estos dos grupos sociales: los cafeteros y los 
industriales. Su conformación determinó el modelo de conducción de la política económica en Colombia entre 1930 y 1990. 
Quienes formularon y manejaron la política económica en el país durante los sesenta años se vieron obligados a considerar 
y a equilibrar, en todo momento, los intereses de los cafeteros y de los industriales para lograr los objetivos que se 
persiguieron: generar divisas y modernizar el país. 


En 1927 se fundó en Medellín la Federación Nacional de Cafeteros, entidad de carácter privado. En 1940 se creó, a su vez, 
el Fondo Nacional del Café como una cuenta pública estatal administrada por la Federación. Como consecuencia de este 
arreglo institucional, el Estado delegó la orientación de la política cafetera y la administración del Fondo —financiado con 
recursos públicos— a un organismo con representación privada y pública, el Comité Nacional de Cafeteros, y en el gerente 
general de la Federación, individuo que se convirtió desde 1937 en el rector del manejo cafetero en el país y, por 
consiguiente, en actor principalísimo de la política económica y del proceso de desarrollo colombiano. 


La estabilidad en el cargo de los gerentes de la Federación Nacional de Cafeteros de Colombia fue su característica 
destacada. Entre 1937 y 1989, es decir, durante cincuenta y dos años, tres individuos estuvieron al frente de la 
Federación: Manuel Mejía Jaramillo, Arturo Gómez Jaramillo y Jorge Cárdenas Gutiérrez. El primero vino de Manizales, la 
capital del café en el siglo XX, y los otros dos de Medellín, la capital industrial de Colombia desde finales del siglo XIX hasta 
nuestros días. El gerente general de la Federación Nacional de Cafeteros cumplió funciones más prominentes que las de un 
ministro de Estado y, por su permanencia prolongada en el cargo, ejerció una influencia más profunda y duradera que la 
del presidente de la República. Tuvo puesto en la junta directiva del Banco de la República durante sesenta años y en el 
Consejo Nacional de Política Económica y Social (Conpes) por más de cuarenta años.1 


El crecimiento de la industria manufacturera fue especialmente dinámico en los cuarenta años comprendidos entre 1934 y 
1974. Este fenómeno llevó a la organización en 1944 —también en Medellín de la Asociación Nacional de Industriales 
(ANDI). Su creación fue la respuesta de los industriales antioqueños a la sugerencia formulada por el presidente Alfonso 
López Pumarejo a un grupo de empresarios de esa región. El presidente quería que un solo interlocutor representara a la 
industria frente al gobierno. Así, desde la segunda mitad de los años cuarenta, los industriales comenzaron a ejercer una 
notable influencia en el gobierno (la habían tenido informalmente desde mucho antes) y su poder se acrecentó en la década 
siguiente por el alto ritmo de expansión de la producción industrial que se registró en Colombia entre 1945 y 1955 (“la fase 
de la modernización industrial” de Colombia)2. Los presidentes de la ANDI fueron en su mayoría antioqueños; los que no lo 
fueron provinieron del Viejo Caldas: de Manizales y de Pereira. 


El poder de los cafeteros y de la Federación se consolidó en 1940 cuando se firmó el primer pacto internacional de cuotas 
de la historia cafetera: el Acuerdo Interamericano del Café. Para garantizar su cumplimiento, en noviembre de 1940 se 
organizó en Colombia el Fondo Nacional del Café. Ya para esa época, el Ejecutivo había delegado el manejo de la política 
cafetera en la Federación. Con interrupciones, los pactos internacionales de cuotas se prolongaron hasta 1989 y 
contribuyeron a sostener los precios internacionales del grano y a estabilizar el precio interno del café en el país. Su 
terminación causó el desplome de los precios externos en los años noventa y la pérdida del peso relativo del café en la 
estructura de la economía colombiana. 


El poder de los industriales alcanzó su nivel máximo en los años cincuenta, cuando la sustitución de importaciones se 
convirtió en el eje de la estrategia de desarrollo del país y, para aplicarla, se introdujeron una reforma arancelaria de 
naturaleza proteccionista y una reforma financiera para dirigir el crédito hacia los sectores productivos —la agricultura, la 
industria y el comercio— con recursos provistos a la banca comercial por el Banco de la República mediante el mecanismo 
del redescuento. En lo esencial, estas reformas definieron el marco institucional para promover la producción industrial, 
que se mantuvo hasta 1991, cuando la nueva Constitución otorgó independencia y autonomía al banco central y le impuso 
como mandato controlar la inflación. 


Los intereses defendidos por cafeteros e industriales en la conducción de la política económica no eran similares. El 
objetivo de los primeros era incrementar sus ingresos en moneda nacional, por lo cual estaban a favor de la devaluación del 
peso colombiano; el de los segundos, abastecer con un mayor número de productos nacionales el mercado interno de 
bienes, para lo cual requerían importar equipos e insumos y les era conveniente una tasa de cambio sobrevaluada. El 
impacto del café en la economía colombiana en términos de empleo e ingreso de las familias fue determinante en la positiva 
evolución macroeconómica y social del país, factor que comprendieron bien los formuladores de la política económica. 


Por otra parte, la dinámica de la actividad industrial dependía de la disponibilidad de divisas y, por tanto, de las 
exportaciones cafeteras, que llegaron a constituir el 80 % de las totales en la primera mitad de los años cincuenta. Los 
precios externos del café determinaron los ciclos internos de la economía colombiana por sesenta años, tanto en su 
desarrollo de largo plazo como en el manejo de corto plazo, en razón de su volatilidad. El café constituyó el motor de la 
demanda agregada y de la generación de sus divisas. Por esta razón la estrategia de desarrollo colombiana durante la 
mayor parte del siglo XX tuvo como sustento la evolución cafetera y, como propósito, la búsqueda de la industrialización. 
La imposibilidad de acceder a recursos del crédito externo, en particular durante los años cincuenta y la primera mitad de 
los sesenta, reforzó la dependencia del mercado internacional del café. 


En los gobiernos que se sucedieron desde 1930 correspondió al Estado mediar entre los intereses de cafeteros e 
industriales y tratar de acomodar sus políticas a ellos. Esto explica el tipo de manejo cambiario, monetario, financiero y 
fiscal diseñado y ejecutado por las autoridades: los ministros de Hacienda, los gerentes del Banco de la República y el 
gerente de la Federación Nacional de Cafeteros. Por lo mismo, era necesario “saber de café”, conocer el detalle de los 
procesos de producción, beneficio, compra, almacenamiento, transporte y exportación del grano y, simultáneamente, 
entenderse con los industriales para incentivar y promover la actividad manufacturera. Responder a los intereses de los 
industriales explica, también, el diseño de los instrumentos de intervención de la política económica; por ejemplo, la. 
estructura de los aranceles, los controles administrativos a las importaciones y las tasas de cambio múltiples. 


No debe sorprender que los gerentes del Banco de la República y la mayoría de los ministros de Hacienda entre 1930 y 
1990 provinieran de las principales regiones cafeteras del país: el Viejo Caldas y Antioquia. Este departamento, además, 
tenía en Medellín a las principales empresas industriales de Colombia3. 


A través del Estado hubo una especie de alianza implícita entre cafeteros e industriales, sellada por los diferentes 
gobiernos y facilitada por el juego de los partidos políticos, que buscaba conciliar los intereses de los dos grupos 
económicos. A la permanencia y la solidez de esta alianza tripartita contribuyó la política internacional del café; el hecho 
de que, desde 1940 hasta 1989, se hubieran negociado convenios cafeteros internacionales que regulaban las cantidades 
exportadas, formaban los precios externos y, por contera, los internos, a través de las intervenciones del Fondo Nacional 
del Café. El mercado interno se expandía para beneficio del sector industrial que, protegido por todo un arsenal de 
controles, no percibía la necesidad de ser competitivo internacionalmente y de exportar. 


Los principales costos del arreglo institucional predominante durante la mayor parte del siglo XX fueron el bajo grado de 
diversificación de la economía, la dificultad de su inserción internacional por la ausencia de un sector exportador de 


productos industriales y agrícolas fuerte, el descuido de la construcción de una infraestructura de transportes orientada 
“hacia afuera”, y la carencia de un sector educativo de calidad, apropiado para las necesidades del siglo XXI. 


Si bien el crecimiento económico de Colombia durante el siglo XX fue sostenido y estable, fue “tan decepcionante como el de 
los demás países de América Latina”, como consecuencia de que la matriz de instituciones económicas y políticas 
conformada en Colombia desde los años treinta no creó los incentivos necesarios para la diversificación productiva y la 
competitividad internacional y más bien excluyó actividades económicas y grupos sociales4. 


El desarrollo de la actividad cafetera y de la industria manufacturera se constituyó en el pilar de la modernización 
colombiana: empujó la construcción de infraestructura física, creó el mercado interno, aceleró la urbanización y modificó 
las estructuras de poder en el país. Café e industria dieron lugar al surgimiento de nuevos grupos sociales, a la unificación 
de las élites regionales y a la emergencia de una nueva clase dirigente que giraba alrededor de estas dos actividades. Tuvo, 
de otra parte, como ya se ha mencionado, costos importantes en cuanto a la diversificación de la estructura productiva de 
la economía y a la concentración de la actividad económica en el centro del país, en desmedro de otras regiones, 
especialmente de la Costa Caribe, de la Pacífica y del oriente colombiano. 


Los estudios de historia económica (y de historia en general) han tratado la relación de grupos particulares de interés con 
el Estado, como en el caso de los cafeteros, pero no han analizado la articulación entre los diferentes grupos y el Estado. En 
su libro sobre café, Marco Palacios afirma que la crisis de 1929-1931 sirvió para que los intereses de clase de la burguesía 
cafetera se articularan “al Estado de modo tan indisoluble como pudo serlo un viejo matrimonio católico”5. Pero no fue 
únicamente un matrimonio del Estado con los cafeteros. También lo fue con los industriales y con otros grupos, como los 
agricultores comerciales. 


Desde los años cincuenta del siglo XX cuando los industriales se convirtieron en un grupo formal importante de poder en 
Colombia, los diferentes gobiernos trataron de intermediar en el conflicto de intereses entre cafeteros e industriales; esa 
intermediación estuvo en el centro del modelo de manejo de la política económica hasta 1990. Sin embargo, investigadores 
como Pécaut consideran que en el país se impuso la “ideología liberal” desde los años treinta y que no hubo, como en otros 
países de la región (Brasil y Argentina, por ejemplo), “corporatismo”6. A pesar de lo anterior, el mismo Pécaut matizó su 
posición afirmando que, en algunos aspectos, se dejaba percibir “corporatismo”, tanto en el Estado como en la expresión de 
los intereses privados: “El Estado colombiano pretende garantizar la compatibilidad de los intereses privados y al mismo 
tiempo dejar espacio a sus estrategias puntuales. Los intereses privados se formulan en su inmediatez al paso que se dicen 
portadores del interés público. La burguesía del café no es la única en acudir al sostén de los pequeños productores y en 
invocar una legitimidad pública. Las cámaras de comercio proceden de la misma manera al hacer alusión al pueblo 


consumidor”. Los grandes propietarios al referirse a los trabajadores rurales. Los industriales arguyendo la necesidad de 
favorecer a sus obreros, todavía inexpertos. Frente al Estado que interviene en nombre del conjunto de consumidores, cada 
uno tiende a presentarse a sí mismo como si tuviera a cargo una parte del interés nacional”7. 


El repaso histórico señala que desde mediados de los años treinta los mismos dirigentes políticos estimularon la formación 
de gremios de la producción, lo mismo que la incorporación de la nueva clase trabajadora —como un grupo de interés que 
era necesario tener en cuenta—, para lo cual promovieron la formación de sindicatos y de centrales obreras. En los 
primeros años de la década de los cincuenta, siendo presidente Laureano Gómez, se trató de avanzar más firmemente 
hacia la construcción de un Estado corporativo y para ello se quiso modificar la Constitución Nacional, a través de la 
convocatoria de la Asamblea Nacional Constituyente (ANAC). 


Lo sucedido en Colombia a lo largo del siglo XX no puede explicarse, sin embargo, sin analizar el legado del siglo anterior y, 
sobre todo, la evolución económica, política y social de las primeras tres décadas del siglo XX; es decir, los años que 
siguieron al final de la guerra de los Mil Días y la desmembración de Panamá, ocurrida en noviembre de 1903. Al finalizar 
el siglo XIX era perceptible el surgimiento del espíritu capitalista y de una clase empresarial, a pesar del conflicto político 
que condujo a la guerra de los Mil Días. La articulación que tuvo lugar desde los tiempos coloniales entre la minería del oro 
y el comercio, especialmente en Antioquia, fue fundamental para el proceso de acumulación de capital y para que surgieran 
empresarios dispuestos a aprovechar la oportunidad que se abrió cuando la expansión de la producción cafetera generó 
demanda de productos de consumo. 


Entre 1905 y 1930 hubo un periodo de paz política con crecimiento económico, cambio social y reformas institucionales. 
La expansión cafetera —con el consecuente desarrollo del transporte y la actividad portuaria— y los inicios de la 
industrialización trajeron consigo la formación de nuevos grupos sociales. La sociedad se hizo más compleja y diversa; los 
valores empezaron a cambiar y la vida a secularizarse8. Ello implicó el incremento en las tensiones sociales, de las 
demandas de intervención del Estado y de las exigencias de reformas institucionales. 


Los años veinte fueron testigos de la primera gran bonanza externa y de un auge económico sin precedente. El valor de las 
exportaciones colombianas se duplicó en solo cuatro años; entraron al país los fondos de la indemnización de Panamá y se 
abrió el crédito externo para la nación, los departamentos y los municipios. Por primera vez en la historia de Colombia 
hubo un período de holgura financiera, lo que dio lugar a nuevos fenómenos económicos y sociales, como el encarecimiento 
de los alimentos, el alza de los salarios y la intensificación de los conflictos laborales. Hubo desplazamiento de trabajadores 
del campo hacia el empleo en las obras públicas y exigencias de las clases sociales emergentes. El Estado respondió con 
reformas para manejar una economía de características diferentes a las del pasado y se organizaron el Banco de la 


República, la Superintendencia Bancaria, la Contraloría General de la República y las direcciones de Presupuesto y de 
Crédito Público del Ministerio de Hacienda. Pero la década terminó en medio de enormes dificultades económicas por el 
estallido de la crisis económica mundial de 1929, la caída de los precios del café en los mercados internacionales y el cierre 
abrupto del crédito externo. 


La expansión del cultivo y la exportación del café en las primeras tres décadas del siglo XX, los cambios en la estructura de 
la producción cafetera en el país y el desarrollo de la infraestructura de transporte desembocaron en la creación de la 
Federación Nacional de Cafeteros en 1927. El poder político de los cafeteros se consolidó en los años treinta cuando se 
enfrentaron con el gobierno nacional, en particular durante la administración de Alfonso López Pumarejo (1934-1938), 
por el manejo internacional del país en materia cafetera y la relación con Brasil. 


La crisis entre el gobierno y los cafeteros generó, en 1937, el reconocimiento del poder de este grupo en la economía y en la 
política colombiana, La Federación se entronizó dentro del aparato estatal colombiano como un centro de decisión 
fundamental; al mismo tiempo se desempeñaba como agente comercializador del café, grupo de presión y organismo 
esencial en la formulación de la política cafetera, ingrediente básico de la política económica colombiana hasta 1990. En 
1940 se firmó el primer pacto de cuotas cafeteras entre los países productores de América y Estados Unidos, lo que dio 
lugar a la creación del Fondo Nacional del Café, una cuenta pública administrada por el Comité Nacional de Cafeteros y la 
Federación, un ente privado. Estos acontecimientos, de la mano con los problemas que se presentaron al desatarse la 
Segunda Guerra Mundial por el cierre del mercado europeo y la abrupta caída del precio externo, reforzaron, aun más, el 
papel protagónico que jugaría en la política económica colombiana durante medio siglo la Federación Nacional de Cafeteros. 


Muy pronto después de la creación de la Asociación Nacional de Industriales (ANDI), el gremio de los industriales adquirió 
un gran poder frente al gobierno y al Congreso Nacional y hubo de ser tenido en cuenta por quienes formulaban la política 
económica. Los acontecimientos políticos de los últimos años de la década de los cuarenta, en especial el asesinato del líder 
liberal Jorge Eliecer Gaitán y el desbordamiento de la violencia partidista entre liberales y conservadores, crearon 
circunstancias propicias para el acercamiento de los industriales al gobierno. Y para que este último legislara a favor de los 
primeros, como se hizo en 1950 y 1951 cuando, por medio de decretos legislativos (el presidente Ospina Pérez había 
cerrado el Congreso en 1949), se introdujeron una reforma arancelaria y una reforma financiera con el propósito de 
promover el desarrollo de la industria manufacturera y de la agricultura comercial en el país. 


Si bien en forma tardía y sin ser impuesto deliberadamente “desde arriba” como en Brasil y en Argentina, en Colombia se 
implantó de facto un modelo corporativista no formal, ni extremo, dentro del cual los gremios de productores jugaron un 
papel preponderante y al Estado, a través de los diferentes gobiernos, le correspondió servir de fiel de la balanza para 


mediar entre los intereses de los distintos grupos de productores. La tesis que se esgrime en este libro es que cafeteros e 
industriales tuvieron una enorme incidencia en el diseño de la política económica entre 1930 y 1990 y que la intervención 
del Estado, mediante un muy complejo andamiaje de mecanismos para el manejo macroeconómico —tasas de cambio 
múltiples, controles administrativos a las importaciones y al pago de estas, y controles de cambios, entre otros—, favoreció 
no solamente a los cafeteros, sino a los industriales y propició el rezago de otros sectores económicos, como el de las 
exportaciones no tradicionales, el agrícola, el financiero y el de comercio interno. 


Una pregunta que interesa responder es: ¿quiénes manejaron la economía colombiana entre 1930 y 1990? 


La revisión de las listas de los funcionarios que ocuparon el Ministerio de Hacienda, la gerencia general del Banco de la 
República, la gerencia de la Federación Nacional de Cafeteros y la presidencia de la Asociación Nacional de Industriales 
sugiere con claridad que los antioqueños, los caldenses (oriundos de Caldas, Risaralda y Quindío, los tres departamentos de 
Colombia en los cuales se desmembró el Viejo Caldas) y los bogotanos fueron los responsables del manejo de la economía. 
Ello explicaría el mayor desarrollo relativo de la zona central del país —en particular el área del llamado Eje Cafetero— 
frente al resto de las provincias que conforman la geografía del país, en especial la Costa Caribe, la Pacífica y las regiones 
del sur y del oriente colombiano. Es muy significativo, además, el pequeño número de individuos que, en los sesenta años, 
ocuparon posiciones directivas en aquellas entidades del Estado y del sector privado directamente encargadas de la 
orientación de la economía colombiana. 


El desarrollo de una economía cualquiera no es independiente de la manera en la cual interactúan con el Estado los 
diferentes grupos de interés, sean ellos productores, consumidores, trabajadores, comerciantes, banqueros, etc. Como 
tampoco lo es el origen regional de los funcionarios que tienen bajo su responsabilidad la dirección del gobierno y, 
precisamente, la interacción con los agentes privados. Naturalmente el modelo que se construye tiene implicaciones 
positivas y negativas, beneficios y costos de diferente índole. De ahí la importancia de mostrar qué ocurrió en el caso 
colombiano durante la mayor parte del siglo XX, cómo se formaron los grupos de interés preponderantes, cómo 
interactuaron con el Estado, cuáles fueron las consecuencias de dicha interacción en la ejecución de la política económica y 
quiénes fueron los protagonistas de la historia económica nacional en esos años. 


En 1990 y 1991 cambió la estrategia económica colombiana y el modelo utilizado para implantarla. De cierta manera se 
consolidó el tránsito de la élite ilustrada, que tuvo la responsabilidad del manejo de la economía hasta los años setenta — 
tránsito que comenzó en los gobiernos de Carlos Lleras Restrepo (1966-1970) y de Alfonso López Michelsen (1974-1978) 
— hacia la tecnocracia moderna, con estudios de doctorado en las principales universidades de los Estados Unidos y 
conocedora de los secretos de la macroeconomía. El perfil de quienes manejaron la economía a finales del siglo XX y en las 


primeras décadas del siglo XXI fue muy diferente al de sus antecesores, como lo ha sido también el entorno político e 
institucional a nivel nacional e internacional dentro del cual se han desenvuelto. 


El juicio de responsabilidades sobre los individuos que tuvieron a su cargo la conducción de la economía colombiana desde 
1930 y sobre las políticas ejecutadas y sus consecuencias escapa al alcance de este libro. Pero al menos aquí se consignan 
una historia y unos elementos que deberán considerarse cuando los investigadores del futuro pretendan evaluar las 
distintas fases del comportamiento de la economía en los últimos cien años. 


El último capítulo del libro, a manera de epílogo, se dedica al tránsito cronológico del siglo XX al XXI. Si bien los cien años 
llegaron a su fin el 31 de diciembre de 1999, se puede interpretar que el siglo XX terminó en noviembre de 1989, cuando 
cayó el Muro de Berlín y colapsó el comunismo. En Colombia, en 1990, se inició una nueva etapa de la vida nacional muy 
diferente, en muchos aspectos, a la que había vivido el país a partir de 1930. 


A finales de los años ochenta del siglo XX América Latina dejó atrás la “década perdida”, causada por la crisis de la deuda 
externa, y entró en la senda de las reformas económicas. Así, en la primera mitad de los noventa, la mayoría de los países 
de la región pusieron en marcha reformas, con distinto grado de profundidad. Todas ellas, sin embargo, apuntaron a 
objetivos similares: restaurar el crecimiento, reducir la inflación, desregular la economía, promover la competencia y 
hacer más eficiente la acción del Estado. 


Un evento internacional muy importante para Colombia —que muchas veces se pasa por encima en el análisis— fue la 
terminación, en 1989, de los acuerdos internacionales del café. Diversas circunstancias de la política mundial y del 
comercio internacional del café minaron las bases conceptuales y políticas para la existencia de un pacto de consumidores 
y productores de esta naturaleza. Obviamente el fin del Acuerdo Internacional del Café habría de tener consecuencias 
notables sobre Colombia, entre ellas, la pérdida de poder e influencia de la Federación Nacional de Cafeteros y del Comité 
Nacional de Cafeteros, lo mismo que el deterioro en la participación del café de Colombia en el mercado mundial. 


La década de los años ochenta estuvo marcada en Colombia por los fenómenos del narcotráfico y del narcoterrorismo. Los 
carteles de la droga desafiaron al Estado por medio del terror y de la violencia, buscando imponer su propia ley, lo cual dio 
lugar al asesinato de un ministro en ejercicio, altos funcionarios del Estado, dirigentes políticos, jueces, abogados, 
periodistas y miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional. En la campaña presidencial de 1990 fueron 
asesinados tres candidatos. En ese contexto de inseguridad y violencia, al que se sumaba la desconfianza de los 
colombianos con respecto a la actividad política y a los políticos profesionales, en mayo de 1990, fue elegido presidente de 
la República el economista César Gaviria Trujillo. 


Las reformas económicas en Colombia comenzaron a ejecutarse a finales de la administración Barco (1986-1990). En la 
administración Gaviria se aceleraron y profundizaron; cubrieron el comercio exterior, los cambios internacionales, la 
atracción de la inversión extranjera, la tributación, los asuntos laborales y la administración de los puertos, entre las más 
sobresalientes. La opinión pública denominó a este programa “la apertura económica”. Durante los cuatro años del período 
presidencial se llevaron a cabo, como lo muestran la expedición de la reforma de la salud y de los servicios públicos en sus 
últimos doce meses, aunque la primera legislatura, en el segundo semestre de 1990 fue especialmente fructífera en la 
aprobación de leyes importantes de reforma. 


La crisis institucional y política que experimentaba Colombia a fines de los años ochenta y principios de los noventa tuvo 
como respuesta la convocatoria a una asamblea constituyente, cuyos miembros fueron elegidos popularmente en 
diciembre de 1990 y que dio lugar a la expedición de la nueva Constitución colombiana en julio de 1991. 


La Asamblea Constituyente, con un propósito eminentemente político, fue aprovechada por el presidente Gaviria para 
introducir cambios económicos de gran trascendencia. Uno de ellos fue la independencia del Banco de la República, que en 
veinticinco años ha mostrado su conveniencia. Otros fueron la descentralización fiscal, la posibilidad de privatizar 
empresas estatales, el reforzamiento de la regulación económica y el establecimiento de nuevos mecanismos para defender 
la libre competencia en los mercados. 


Los cambios constitucionales tuvieron un impacto, muchas veces no esperado, sobre la conducción de la economía 
colombiana. El equilibrio vigente entre las tres ramas del poder público se modificó; el Congreso y las Cortes adquirieron 
mayor relevancia frente al Ejecutivo, lo mismo que las regiones, lo cual hizo más difícil y complejo los procesos de 
formulación de las políticas públicas y la coordinación en la toma de las decisiones económicas. 


Vistos en retrospectiva, los cambios económicos de los últimos veinticinco años fueron numerosos y profundos. Pero las 
expectativas de que Colombia contara en el nuevo siglo con una estructura productiva diversificada y dinámica no se 
materializaron. Como ya se ha mencionado, el café perdió su preponderancia en la economía colombiana y, de su extrema. 
dependencia, se pasó a la del petróleo y el carbón. De hecho, los altos precios de los productos básicos que el mundo 
experimentó entre 2004 y 2014 condujeron a una bonanza petrolera en Colombia, que se tradujo en el elevado ritmo de 
crecimiento económico de estos años, en el incremento del empleo, en la reducción de la pobreza extrema y en la expansión 
de la clase media. Sin embargo, al modificarse las condiciones externas y caer abruptamente los precios internacionales del 
petróleo y del carbón en 2014 y 2015, el país ha visto no solo disminuir el crecimiento de su economía, sino, también, la 
falta de reacción de las exportaciones no tradicionales ante las nuevas circunstancias. 


Una paradoja colombiana es que la apertura al comercio exterior no tuvo lugar, así la opinión pública culpe a las reformas 
de la administración Gaviria de los males de la economía que sobrevinieron en los años posteriores. La evidencia señala, 
sin embargo, con base en diferentes indicadores, que la economía colombiana continúa cerrada. Esto a pesar de que el 
arancel medio simple se redujo sustancialmente entre 1990 y 1993; la dispersión arancelaria fue aumentando con el paso 
del tiempo y el sistema sufrió el desorden que lo caracteriza en la actualidad. Existe una variación muy grande en los 
aranceles de los diferentes productos y la estructura del arancel está sujeta a los vaivenes de la coyuntura y a la capacidad 
de lobby de los sectores productivos frente a las autoridades que tienen que ver con el comercio exterior como el Ministerio 
de Comercio Exterior, el de Agricultura, la DIAN y el Invima. Además, más que el arancel, las restricciones cuantitativas o 
medidas no arancelarias, que fueron el instrumento más importante de protección en el siglo XX, lo continúan siendo en el 
siglo XXI. 


La transición de la “élite ilustrada” a los “técnicos-políticos”, los “tecnopols”, en el manejo de la economía colombiana 
terminó a principios del siglo XXI, particularmente en las administraciones de Juan Manuel Santos, durante las cuales los 
ministros de Hacienda han sido dos connotados economistas, con grado de doctores y una carrera pública que los llevó a. 
ocupar la jefatura del Departamento Nacional de Planeación y, en el caso de Mauricio Cárdenas, otros ministerios. Es claro 
que la preponderancia de los ministros de Hacienda antioqueños y del Viejo Caldas se perdió a partir de 1990 y que el 
origen de los ministros se diversificó regionalmente. De otro lado, tal vez con la excepción de Juan Manuel Santos y de 
Óscar Iván Zuluaga, que entraron en la actividad política, los otros ministros de estos veinticinco años fueron 
fundamentalmente técnicos, quienes, al finalizar su paso por el Ministerio de Hacienda, regresaron a sus actividades 
profesionales, a la academia, a los gremios, a las instituciones multilaterales, u ocuparon otros ministerios o cargos altos en 
el Estado, como Juan Camilo Restrepo, quien fue ministro de Agricultura en la primera administración Santos, o Juan 
Carlos Echeverry, quien se desempeña en 2016 como presidente de Ecopetrol . 


Al finalizar el primer trimestre de 2016, el país, su gobierno, sus dirigentes políticos, sus empresarios, sus trabajadores, en 
fin, toda la población colombiana, enfrentan unos nuevos y muy complejos desafios. De la forma en la cual los enfrenten va. 
a depender el futuro del país y su evolución a lo largo del siglo XXI. 


La perspectiva económica no es favorable para la segunda mitad de la presente década debido a la necesidad de un ajuste a 
las circunstancias impuestas por la baja del precio internacional del petróleo experimentada desde fines de 2014. El 
cambio en la estructura productiva del país que se buscaba en 1990 no tuvo lugar; la economía continúa concentrada en la 
producción de productos básicos como el café, el petróleo, el carbón y, en general, aquellos de la agricultura y de la minería. 
Es bien sabido, además, que los problemas del siglo XXI serán de diferente índole a los del siglo XX, incluyendo, desde 
luego, los efectos del cambio climático y el impacto fiscal de la longevidad de la población. 


Por último —y más importante— el fin del conflicto armado en el país y la posibilidad de que Colombia construya una paz 
sostenible hacia el futuro generan nuevas oportunidades y exigencias. Aprovecharlas y enfrentarlas va a implicar integrar 
la geografía, la economía, la política y la sociedad colombianas; es decir, acciones que no se realizaron en el pasado pero, 
esta vez, en condiciones novedosas. La mayoría de la población colombiana habita en la actualidad en ciudades y 
poblaciones relativamente grandes, en donde ya se localiza la actividad productiva nacional. En los extensos territorios 
que se dedican a la agricultura tendrá que propenderse tanto por el incremento sustancial de la productividad como por 
elevar el bienestar y la calidad de vida de sus habitantes. El gran reto, en definitiva, será el cambio del statu quo de una 
manera ordenada y eficaz. 


1 Decretos 2148 (8 de junio de 2009) y 4487 (18 de noviembre de 2009) del presidente de la República. 
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Capítulo I 
EL SIGLO XIX Y SU LEGADO 


El siglo XIX en Colombia fue un período de construcción de un Estado nación. “No había una nación previamente existente 
que se independizaba de un imperio sino una nación que se construía a partir de esa ruptura”, escribió Fernán González9. 
Una tarea compleja: “El desafío era cómo construir una nación a partir de la unidad administrativa del imperio español, 
que cubría dinámicas regionales y sociales de muy diversa índole, articulaba élites regionales y locales con intereses muy 
diversos y se basaba en una sociedad de castas”10. 


Fueron décadas de “ensayo y error”, en medio de la inestabilidad política y económica. Los orígenes del modelo de 
desarrollo económico que se implantó durante la mayor parte del siglo XX, sin embargo, se ubican en fenómenos que 
tendrían impacto de largo plazo y emergieron en el siglo XIX: fundamentalmente, la primera ola de expansión del cultivo 
del café por el occidente —como resultado del proceso silencioso de colonización antioqueña del Viejo Caldas, el Tolima y el 
norte del Valle del Cauca— y el surgimiento del espíritu capitalista en Antioquia, por la articulación que tuvo lugar entre la 
minería del oro y el comercio de bienes y servicios. 


La conformación del Estado nación a lo largo del siglo XIX no tuvo lugar en un “vacío”. Existían un territorio y una 
diversidad de culturas que era necesario amalgamar en una nación. Había una estructura social, una regional, una 
económica y una institucionall 1. Desde los finales del período colonial, sin embargo, se había advertido la debilidad del 
Estado español. Entre las élites criollas se mencionaba la “necesidad de un cambio en la estructura económica y social de 
Colombia, cambio que implicaba una ruptura completa con la tradición española”12. Y se consideraba que la nueva nación 
no entraría por la vía del progreso económico mientras no modificara “sus costumbres ancestrales bajo la dirección de una 
vigorosa clase media industrial y comercial, mientras no cambiara la concepción del mundo legada por España, y su 
particular concepción del trabajo y de la economía”13. Pero no se sabía cómo hacerlo. 


La ruptura definitiva tomaría un tiempo. Si bien inmediatamente después del grito de la independencia se inició un proceso 
de reformas liberales con la adopción de constituciones escritas, de un sufragio amplio y de la abolición de la Inquisición y 
del tributo indígena, el ímpetu reformista perdió fuerza después de 1820. Y aunque en los gobiernos de Francisco de Paula 
Santander en los veinte y en los treinta tuvo lugar una cierta “apertura intelectual” en aspectos relacionados con los 
principios de libertad de prensa, con la vigencia del imperio de la ley, con la separación de los poderes públicos y con los 
cambios en el sistema educativo, posteriormente el ritmo de innovaciones fue debilitándose, no solo en la Nueva Granada, 
sino en otras partes de América Latina. “La tarea de mantener (más o menos) el orden y un nivel mínimo de servicios 


públicos era tan difícil, y la carencia de recursos fiscales tan extrema, que los líderes latinoamericanos casi abandonaron la 
experimentación con nuevos programas y políticas” 14. 


No se heredó de España un Estado liberal. La Iglesia fue la más fuerte de las instituciones coloniales que hizo tránsito a la 
República. Durante la Colonia, su poder se había refundido con el de la Corona15. De ahí, “el enorme peso social, moral y 
económico, del cual derivaba su poder político”16. Como institución, la Iglesia permaneció intacta hasta mediados del siglo 
XIX, período durante el cual estuvo vigente el “patronato republicano” que le asignó al gobierno civil, en 1824, “las 
funciones que anteriormente tenían las autoridades españolas”17. 


De acuerdo con Jaime Jaramillo Uribe, “la generación prócer y la primera promoción republicana conservaron todavía un 
cierto apego a las formas de vida coloniales e hispánica, [...] La legislación colonial en materias civiles se conservó, a pesar 
de la abolición de ciertas instituciones que afectaban el derecho de propiedad, como los mayorazgos, eliminación aceptada 
en todas las constituciones regionales de la primera época federalista de la Nueva Granada, y en la dictada en la Villa del 
Rosario de Cúcuta”18. 


Hasta 1845 las estructuras económicas, administrativas y fiscales no tuvieron variaciones de importancia. La 
organización tributaria se mantuvo intacta, como también “la tendencia del Estado a intervenir en la dirección del 
comercio internacional, y las relaciones de la Iglesia y el Estado se movieron sobre la base del patronato estatal, siguiendo 
las huellas de la monarquía”19. 


Con el paso de los años y el surgimiento de una nueva generación, nacida ya en un país independiente y expuesto a las 
ideas extranjeras, se intensificó el afán de romper con el pasado colonial español, lo que implicó regresar al espíritu 
reformista de los primeros tiempos de la independencia y “enfrentar los problemas centrales de la herencia española: la 
sociedad de castas, la esclavitud, la existencia de un sistema político restrictivo, que daba ciudadanía únicamente a los 
miembros de los grupos de letrados y propietarios, la supervivencia del poder del clero”20. Una parte de los integrantes de 
la nueva generación, identificados con los ideales de cambio, se identificó con el Partido del Progreso y sus propuestas 
fueron acogidas de forma sorpresiva y rápida21. Se trataba de promover el “progreso”, establecer el sufragio universal, 
abolir la esclavitud, separar la Iglesia del Estado, impulsar la educación popular —sobre todo la educación “industrial”— y 
romper el centralismo, para otorgar capacidad administrativa propia a los municipios22. 


Las circunstancias internas se complementaron por factores externos: el ascenso del liberalismo en Europa, el auge de la 
burguesía y la expansión de los mercados de bienes en Europa y en los Estados Unidos. Simultáneamente, en el país tuvo 
lugar un desarrollo crucial: la introducción de la navegación a vapor por el río Magdalena, que redujo los costos de 


transporte de las mercancías que se comerciaban con el exterior. En ese entorno era posible orientar la economía hacia 
afuera, en vez de continuar haciéndolo hacia un mercado local pobre y fragmentado. La economía podía salir de su 
estancamiento secular23. 


Las reformas se iniciaron antes de la mitad del siglo XIX, bajo la presidencia de Tomás Cipriano de Mosquera y del ministro 
de Hacienda Florentino González. En lo económico, hubo una rebaja de los derechos de importación y comenzó la. 
eliminación del estanco del tabaco. El gobierno siguiente, presidido por José Hilario López, completó la liberación del 
monopolio del tabaco. Esta medida coincidió con el rápido crecimiento de la demanda mundial del producto; la 
participación del tabaco dentro de las exportaciones colombianas aumentó rápidamente y desplazó a principios de los años 
sesenta el predominio del oro como producto de exportación. La nueva nación experimentó su primera bonanza económica 
externa. 


LAS REFORMAS LIBERALES DEL MEDIO SIGLO Y LA ECONOMÍA 


Las reformas económicas en Colombia se llevaron a cabo en un momento en el cual el mundo experimentaba un período de 
integración económica y de expansión de la producción industrial y del comercio. Desde mediados del siglo, las economías 
empezaron a interconectarse; no solamente se incrementaron los flujos de productos, sino, también, los de capital y los de 
personas. Y en la segunda mitad del siglo XIX despegó un proceso acelerado de modernización en Occidente, no exento de 
tropiezos y conflictos ideológicos, políticos, geopolíticos y sociales. 


“Todos los países de América Latina introdujeron “reformas con características similares, que eliminaron o redujeron 
sustancialmente las restricciones institucionales de la era colonial”24. Para el historiador John Coatsworth, “en la mayoría 
de los casos el proceso comenzó con la supresión de los monopolios estatales, de los 'fueros' eclesiásticos o militares, con la 
imposición de un conjunto de tributos y contribuciones domésticas, y con la eliminación de derechos de propiedad arcaicos 
(bienes de manos muertas, resguardos indígenas, y la esclavitud). Y continuó, después, con la privatización de los terrenos 
del Estado, con la entrada en vigencia de nuevos códigos comerciales y civiles, y con los esfuerzos para atraer capital y 
mano de obra extranjera para el desarrollo de los ferrocarriles y para otros proyectos de obras públicas, lo mismo que para. 
un amplio rango de actividades productivas. La oportunidad y la secuencia de estas reformas fueron diferentes, 
dependiendo de las fuerzas políticas dominantes en cada país. En aquellos en que las reformas se demoraron, el 
crecimiento económico se retrasó”25. 


Las reformas de mediados del siglo, que intentaron soltar las amarras del crecimiento económico, no perduraron en 
Colombia. No fue posible remover los obstáculos al desarrollo. Kalmanovitz y López estiman que el crecimiento del PIB 
entre 1800 y 1905 fue de 1,7 % anual en promedio; un ritmo similar al estimado para el incremento de la población. Por 


ello (y también en promedio) no se habría registrado crecimiento en el PIB por habitante a lo largo del siglo. Los cálculos 
muestran, igualmente, que el período de mayor crecimiento del PIB se registró entre 1850 y 188626. Para los autores, “la 
sociedad republicana fue cambiando lentamente y obtuvo cierta prosperidad en la segunda parte del siglo”27. 


A pesar de los cambios, Colombia no se articuló con el exterior en el siglo XIX; tampoco integró su mercado interno. 
Persistieron los reducidos mercados locales, separados por la geografía. La excepción fue la ganadería, que se expandió en 
el último cuarto del siglo XIX en el interior de la Costa Caribe, especialmente en los que son en la actualidad los 
departamentos de Bolívar, Sucre, Córdoba y Cesar. El ganado se criaba y levantaba para llevarlo, a pie, a Medellín y a 
Santander, en donde la demanda de carne se elevó en la última parte del siglo, lo que condujo a un aumento de los precios 
del ganado en el Sinú28. 


En general era, sin embargo, necesario buscar mercados externos para aquellos productos con posibilidades de 
exportación. Se trató de orientar el sistema de transporte para atender el comercio exterior, pero, infortunadamente, aun 
con el surgimiento del café en el último cuarto del siglo XIX, el nivel de las exportaciones no se mantuvo. Al terminar el 
siglo el país era tan pobre como lo había sido en 1800. 


En sus primeros años de vida independiente las exportaciones por habitante de Colombia fueron muy bajas y continuarían 
siéndolo a lo largo de todo el siglo XIX. Entre 1850 y 1882 las exportaciones reales por habitante se incrementaron en 120 
% y, desde la década de los setenta, superaron los niveles de fines de la Colonia29. A pesar de ello, y de que surgió el café 
como producto de exportación, en los Santanderes, primero, y en las haciendas cafeteras de Cundinamarca y Antioquia, 
después, el auge exportador no se prolongó30. La característica esencial de las exportaciones en el siglo XIX fue su 
volatilidad: en 1855 su participación en el PIB era cercana al 15 %; a principios de la década de los ochenta aumentó al 25 
%; y a finales del siglo cayó otra vez a menos del 15 %; es decir, a un porcentaje similar al que se habría registrado en 
183531. 


Los productos de exportación (el tabaco, la quina, el añil, el caucho, el algodón) se caracterizaban por sus ciclos cortos de 
expansión, por lo cual se requería diversificar la oferta exportable32. Además, estos productos no generaban 
eslabonamientos, enlaces significativos “hacia atrás” o “hacia adelante”, que dieran lugar al desarrollo de la 
infraestructura de transportes —aunque la localización de la producción de tabaco estimuló la navegación a vapor por el río 
Magdalena—, o a otras actividades productivas, o a la urbanización. Pero las exportaciones aumentaban los ingresos de 
divisas y la capacidad de importar, lo que tenía un impacto positivo, si bien temporal, sobre la situación fiscal33. 


De las exportaciones dependió la capacidad de importación y, de esta, a su vez, el recaudo de ingresos tributarios. En estas 
circunstancias, las finanzas del gobierno central fueron inestables y débiles; no era así posible invertir en infraestructura 
de transportes y conformar un mercado interno. Dentro de este círculo vicioso se movió la economía colombiana a lo largo 
del siglo XIX, lo que obstaculizó el crecimiento económico. 


Los cambios liberales fueron más allá de lo meramente económico. Se quiso introducir el máximo grado posible de libertad 
en todos los ámbitos. Un decreto del presidente López en 1850 ordenó la expulsión de los jesuitas y la expropiación de sus 
bienes; diez años después —tras el breve interregno de un gobierno conservador durante el cual regresaron a Colombia—, se 
volvieron a expulsar del país, al igual que los miembros de otras órdenes religiosas. Por esos años, además, se separó la 
Iglesia del Estado, se introdujeron tanto el matrimonio como el divorcio civiles y se legisló para privatizar la educación 
superior. En 1851 se abolió la esclavitud definitivamente —en 1821 ya se había adoptado el principio del vientre libre—. 
'También se inició una campaña de liquidación de los resguardos indígenas con el propósito de abrir la propiedad de la 
tierra al resto de la población. Finalmente, en la Constitución de 1853, se promulgaron dos reformas liberales 
fundamentales: la concesión del sufragio a todos los varones adultos y el sistema federal de organización político- 
administrativa. 


La reforma electoral fue radical y “precoz” frente a lo que ocurría en el resto del mundo34. Todos los hombres casados, 
previamente casados, o solteros mayores de 21 años de edad, tendrían el “derecho a votar, por voto secreto” para 
presidentes, vicepresidentes, magistrados de la Corte Suprema de Justicia, procuradores, gobernadores, senadores y 
representantes a la Cámara. Las instituciones electorales se replicaron en las provincias, “que tuvieron la potestad para 
redactar sus propias constituciones y para organizar sus gobiernos”35. 


En 1858, una nueva Constitución creó la Confederación Granadina en la administración de Mariano Ospina Rodríguez, uno 
de los fundadores del Partido Conservador. Esta Constitución, federalista también, retuvo el sufragio universal para los 
varones. Lo que señala, como lo recoge Bushnell, que existió un consenso entre los dos partidos “alrededor de un 
liberalismo genérico, siendo la única excepción la política eclesiástica”36. La definición del sufragio se dejó en manos de los 
estados y más de la mitad de ellos volvieron a establecer requisitos de alfabetismo u otras restricciones al voto. La. 
Constitución de 1863 mantuvo la regulación de los procesos electorales en cabeza de los estados. 


En 1860 los liberales se alzaron contra el gobierno de Ospina Rodríguez y triunfaron en la guerra de 1861. La Iglesia sufrió 
las consecuencias de la derrota. Los liberales no solamente aplicaron con todo rigor sus ideas de separación de la Iglesia y 
el Estado, sino que desamortizaron los bienes de “manos muertas”, expulsaron nuevamente del país a los jesuitas y 
prohibieron a las comunidades religiosas poseer bienes. 


La Constitución de Rionegro, expedida en 1863, es la única en la historia de Colombia que comienza sin invocar el nombre 
de Dios. Constitución, además, marcadamente federalista, que debilitó el ya de por sí frágil poder ejecutivo central. Al país 
se le rebautizó con el nombre de Estados Unidos de Colombia y los estados “eran aún más autónomos que en el modelo 
norteamericano”37. Se estableció un periodo presidencial de dos años, lo que dio lugar a elecciones frecuentes y reñidas, en 
las cuales muchas veces se presentaron fraudes, pero que, de todas maneras, se destacaron en América Latina como un 
fenómeno atípico38. 


La reacción conservadora fue inmediata y fuerte; en los años sesenta, setenta y ochenta del siglo XIX el conflicto entre los 
grupos políticos condujo al desorden público y a guerras civiles frecuentes. Según Bushnell, la “política a nivel de los 
Estados era tumultuosa: las fracciones políticas regionales conspiraban y montaron golpes unas contra otras y a veces se 
lanzaron a la guerra civil, en cuyo caso a veces intervenía el gobierno nacional y a veces no. Aunque sí interviniera, la. 
eficacia de su reacción era limitada por sus anémicas facultades constitucionales y por la falta de recursos fiscales o de otro 
género a su disposición. La debilidad del Estado central en Colombia no era nada nuevo, pero se agravaba por un 
federalismo tan extremo”39. Fernán González considera que el esfuerzo de construcción del Estado nación “no es 
necesariamente pacífico por la resistencia de los grupos locales y regionales de poder contra la penetración de las 
instituciones administrativas del Estado central en sus espacios. Y la distinta correlación de fuerzas de estos 
enfrentamientos hace que no se pueda hablar de un proceso homogéneo de construcción del Estado sino de diversos 
desarrollos, según sea la situación resultante de la interacción de poderes centrales, regionales y locales: en algunas 
ocasiones, las instituciones del Estado central logran conquistar los territorios, en otras consiguen cooptar a los poderes 
regionales o locales, pero a veces deben negociar constantemente con ellos”40. 


Las guerras civiles, el anticlericalismo y las fluctuaciones de la economía mundial desgastaron el régimen liberal. La 
polarización se exacerbó y la gran mayoría de los cambios políticos e institucionales no se asentaron. El enfrentamiento de 
los conservadores y de la Iglesia con los partidarios de las ideas liberales se agudizó aún más a partir de 1870, a raíz de la 
promulgación de una reforma educativa que buscaba la implantación en el país de una educación laica, neutral y 
obligatoria. Así, después de la revuelta de 1876-1877, el régimen liberal se resquebrajó. Los disidentes liberales, 
encabezados por Rafael Núñez, formaron una coalición con los conservadores, sacaron a los liberales radicales del gobierno 
en 1880 y se impusieron definitivamente después de 1885, cuando Núñez, en la Presidencia, aplastó una revolución de los 
liberales radicales que intentaba recuperar el poder. 


LAS IDEAS LIBERALES Y LA IGLESIA CATÓLICA 


A mediados del siglo XIX la acogida de las ideas liberales por parte de diferentes grupos sociales en Europa y en América 
Latina fue vista por la Iglesia católica como una amenaza para su supremacía4 1; recuérdense la agitación política y social 
de los años cuarenta del siglo XIX en Europa, la aparición de los primeros textos de Engels y de Marx, y la protesta social y 
política de la segunda mitad del siglo XIX en Europa. 


El efecto de las ideas liberales y socialistas en el mundo fue profundo. La ideología liberal reposaba sobre “el racionalismo, 
la democracia y el individualismo, así como en la secularización del Estado, de las ciencias y del pensamiento”. Para la 
Iglesia católica estos conceptos colocaban en tela de juicio el orden social católico sustentado en la fe, en la jerarquización, 
en el corporativismo, en la relación entre el poder temporal y el espiritual42. La revolución industrial trajo consigo, 
además, el surgimiento de la clase trabajadora urbana y de los empresarios burgueses, la lucha de clases y el socialismo, 
fenómenos que el catolicismo romano observó con desconfianza y con profundo recelo43. 


Alo largo de los primeros años de vida independiente de la República de Colombia, y con especial intensidad a partir de 
1840, el liberalismo, como filosofía y como doctrina partidista, se excluyó de la “legitimación de la Iglesia” considerándose 
como “el partido disidente, masón e incrédulo, defensor de las ideas de la revolución francesa, del protestantismo [...], de la 
corrupción de las costumbres; el partido de Satán”44. Más que una función unificadora, la Iglesia católica polarizó el 
proceso de construcción del Estado en el siglo XIX. A su vez, los liberales se caracterizaron por su intransigencia frente a. 
las posiciones y actuaciones de la Iglesia. 


La reacción de la Iglesia católica ante los cambios ideológicos y los procesos de reforma fue la de adoptar actitudes 
antiliberales a nivel universal. Condenó el mundo “moderno” y exaltó el “tradicional”. No se acomodó a los cambios 
sociales, ideológicos, políticos y económicos del siglo XIX. Intentó diseñar una respuesta católica frente a estos, que le 
permitiera inculcar los valores cristianos en todos los estamentos sociales. La idea era re-cristianizar a toda costa; 
restaurar el orden establecido a como diera lugar45. 


LA “REGENERACIÓN” 


Bajo el liderazgo de Rafael Núñez, y la figura de Miguel Antonio Caro, se emprendió en 1886 una reorientación profunda en 
el proceso de construcción del Estado nación, que se plasmó en la Constitución de ese año y se enmarcó en un modelo 
centralista de organización territorial y política. Se inició el período llamado “la Regeneración”. 


Núñez era un convencido de la necesidad de cambiar la Constitución de 1863; consideraba que era extraña a la realidad 
colombiana, que había fortalecido exageradamente a los estados y debilitado el poder ejecutivo central, por lo cual era 
imposible administrar la nación. Su propósito fue buscar, simultáneamente, las metas de “orden y progreso” para lo cual, 


de nuevo, era indispensable aceptar la presencia de la Iglesia y otorgarle una posición especial. No porque Núñez fuera un 
católico convencido —como sí lo era Caro—, sino porque la Iglesia servía como aglutinadora de la nación46. 


La Iglesia católica volvió a jugar, entonces, un papel preponderante, como lo había hecho durante la Colonia y los inicios de 
la República. Según Luis Javier Ortiz, con la Regeneración vino la “recristianización” de la República: “La Iglesia católica se 
constituyó en el elemento esencial del orden social, se produjo la intromisión concordataria en el estado civil de las 
personas y se estableció un férreo control clerical a la educación”47. Se llegó al extremo de considerar que catolicismo y 
liberalismo eran incompatibles y que, postulados como la soberanía popular, la autonomía de la razón, las libertades 
limitadas y la separación Iglesia-Estado eran contrarios al orden cristiano48. 


Más que un pensador, Núñez era un pragmático, un positivista que rechazaba ideologías abstractas y se inclinaba por las 
fórmulas prácticas para asegurar el progreso económico y social. De ahí su visión de que el Estado tenía que jugar un papel 
importante en la orientación de la economía y que, por ejemplo, el gobierno nacional “debería promover la industria 
nacional a través de formas de protección como los aranceles”49. 


La nueva Constitución fue centralista, pero con matices descentralistas de gran significado que suelen pasar inadvertidos: 
el poder electoral, por ejemplo, era administrado por las asambleas departamentales, las cuales, a su vez, elegían a los 
senadores, mecanismo que se mantuvo hasta la reforma constitucional de 194550. 


Los estados pasaron a denominarse departamentos, y los gobernadores de estos, quienes a su vez nombrarían a los 
alcaldes de los municipios, a ser designados directamente por el presidente de la República. El poder de este último se 
amplió a todo el país; por consiguiente, el “partido que obtuviera el control de la Presidencia podría así extender el 
monopolio absoluto del poder ejecutivo a todo nivel [...] las divisiones estaban claramente marcadas; la total exclusión de 
uno de los partidos nacionales evidentemente exacerbaría el sectarismo político y, de manera indirecta, aumentaría las 
probabilidades de violencia entre los partidos”1. El período de gobierno del presidente se aumentó, además, de dos a seis 
años, con la posibilidad de la reelección inmediata. El sufragio universal volvió a limitarse; se impuso el requisito del 
alfabetismo en las elecciones nacionales y se restringieron las garantías de las libertades civiles, en relación con las 
contempladas en la Constitución de 1863. 


El giro político de la nueva Constitución fue completo. También el económico en los gobiernos de Rafael Núñez (1880-1882, 
1884-1886, 1887-1888, 1892). El período de banca libre iniciado en Colombia a finales de los años sesenta, cuando se 
fundaron en Bogotá tanto el Banco de Bogotá como el Banco de Colombia, se distorsionó con la creación en 1880 del Banco 
Nacional, que sirvió por unos años como agente financiero del gobierno central. A pesar de que este nunca fue un banco 


central propiamente dicho, emitió billetes sin respaldo en oro, lo que implicó alejarse de la ortodoxia del momento, el 
surgimiento de presiones inflacionarias y el descenso en el valor del peso, que afectó a los importadores y benefició a los 
artesanos. 


Con la centralización establecida por la Constitución fue necesario emprender una redistribución de las cargas fiscales 
entre el gobierno central y los departamentos. El primero asumió gastos; bajo su responsabilidad quedó garantizar el orden 
público, sostener un ejército nacional, el funcionamiento de la justicia, el fomento de la navegación y de los ferrocarriles, 
los costos de la educación secundaria y universitaria, el pago de las compensaciones a la Iglesia católica —que se Armaron 
en el acuerdo concordatario entre el Estado colombiano y la Iglesia— y el cubrimiento de la deuda externa pública. A los 
segundos se les reconocieron rentas similares a las que recibían los estados federales, las de licores, minas, degúello, entre 
otrasB2. La reorganización fiscal y tributaria agudizó el déficit fiscal y los desequilibrios financieros del gobierno central. 


En los últimos años del siglo XIX comenzaron a detectarse signos de progreso material en el país. Se concluyó la. 
construcción de tramos de ferrocarril, como el que unió a Facatativá con Bogotá en la sabana de Bogotá y el de Cúcuta con 
el Zulia en Santander. A Bogotá llegaron los primeros teléfonos, se construyó un acueducto y una empresa de energía 
eléctrica privada empezó a suministrar el fluido eléctrico. En 1891 un empresario alemán fundó, también en Bogotá, la 
cervecería Bavaria, la primera “en escala apreciable y con equipo y técnicas modernos [...] la más prospera e importante 
de las que funcionaron en ese período”53. Simultáneamente, “los capitalistas de Medellín tomaron muy resueltamente el 
camino de las empresas fabriles [...] En los últimos años del siglo XIX, y en plena guerra civil, se volvió a agitar en Medellín 
la idea de establecer una fábrica de tejidos de algodón en grande escala”54. 


El siglo terminó en medio del conflicto agudo entre los partidos políticos al excluirse por completo al partido liberal de la 
posibilidad de ocupar cargos públicos. No se permitió a los liberales acceso al Congreso Nacional, a las asambleas 
departamentales y a los concejos municipales; “entre 1896 y 1904, los liberales solamente pudieron elegir a dos miembros 
de la Cámara de Representantes [...] Varios liberales fueron enviados al exilio y silenciados algunos periódicos de la 
oposición, según un patrón que consistía más en medidas enérgicas intermitentes que en acoso sistemático”55. 


La guerra de los Mil Días marcaría el fin del siglo en medio de una aguda polarización entre los colombianos y un ambiente 
signado por el antiliberalismo. Fue evidente, además, la incapacidad del gobierno para seguir las negociaciones de Colombia 
con los Estados Unidos alrededor del otorgamiento de la concesión para la construcción de un canal que atravesara el 
istmo de Panamá. 


El desorden fue de vastísimas proporciones a lo largo y ancho del país. Como lo describió Jesús Antonio Bejarano, “al 
término de la guerra el país quedó en ruinas, con una economía cafetera agobiada tanto por la crisis externa como por el 
propio conflicto, con un sistema de transporte, de por sí precario, desvertebrado casi por completo, deshechas las finanzas 
públicas, el cambio exterior y la circulación monetaria, y desbordados por entero los precios”56. 


La crisis de la economía, en particular la del sector exportador, originada no solamente en la guerra, sino en el desplome de 
los precios internacionales del café en 1899, puso término al modelo exportador de la segunda mitad del siglo XIX. Sin 
embargo, la producción de café se expandía silenciosamente por el occidente del país como resultado del proceso de 
colonización antioqueña del Viejo Caldas, el Tolima y el norte del Valle del Cauca y gracias a que “a la destrucción escapó la 
mayor parte de la región occidental del país y, en particular, Antioquia, Caldas y el Valle del Cauca”57. 


'Tras la derrota del Partido Liberal en la guerra, la radicalización se moderó parcialmente. Dentro de los mismos sectores 
conservadores surgieron facciones conciliadoras. La Regeneración concluyó su ciclo vital y dio paso a casi treinta años de 
hegemonía del Partido Conservador. 


EL ESPÍRITU DEL CAPITALISMO 


El siglo XIX vio nacer en Colombia el espiritu capitalista. Las reformas liberales y la expansión de la economía mundial 
estimularon el surgimiento de empresarios. El enlace que tuvo lugar entre la minería del oro y el comercio, especialmente 
en Antioquia, abonó el terreno para que surgiera este fenómeno. Con razón afirma Ocampo, el avance “más importante en 
la segunda mitad del siglo XIX fue, sin duda, la consolidación del desarrollo capitalista en Colombia”, que se manifestó no 
solamente en un crecimiento económico “hacia afuera”, ciertamente inestable, sino en “el ascenso al poder de una clase 
social que se identificaba claramente con el desarrollo capitalista colombiano”58. 


La minería del oro jugó un papel fundamental en el desarrollo de ese espíritu empresarial. Los antioqueños, que habían 
explotado artesanalmente el oro en la Colonia, establecieron, en los primeros años de vida independiente nacional, 
sociedades de minería e introdujeron nuevos sistemas de operación de las minas con base en “el uso de molinos de pisones, 
energía hidroeléctrica y fundición [...] al tiempo que se buscaba la cooperación técnica de personal europeo inmigrante”59. 
Esto hizo posible ensanchar la oferta del metal e impulsar la demanda del mismo oro, “para desarrollar en más amplia 
escala las actividades en que se había obtenido una ventaja comparativa, basada quizá en la experiencia, en la lucha por la 
supervivencia y en el consiguiente proceso selectivo”60. Para López Toro, esa experiencia antioqueña fue clave porque 
“después de varias generaciones de brega al lado de los mazamorreros, se convirtieron en los financistas del Estado 
colombiano y de los empresarios capitalinos. Así mismo, de rescatantes pasaron a ser los monopolistas del comercio de 
importación en el occidente colombiano y los grandes intermediarios de la economía tabacalera”61. 


El acceso al oro otorgaba a los antioqueños una posición de privilegio en la actividad comercial. En 1869 y 1870 un 
visitante francés relata que Medellín era “una ciudad en donde no se hacía comercio de exportación porque solo poseía oro 
para enviar al exterior con el fin de traer grandes cantidades de mercancías como hierros y algodones blancos o crudos de 
Inglaterra; quincallas, juguetes y fósforos de Alemania; pañuelos, chales y cortes de muselina de Suiza; vinos de España; y 
lanas, sedas, artículos de mercería, sombreros, calzado, drogas y medicinas de Francia”62. 


La actividad comercial en Medellín no era novedosa. López Toro reseña que ya en 1830 se consideraba que los antioqueños 
eran los principales comerciantes de importación del país: “las mercancías inglesas se distribuían con amplias ganancias 
en mercados tan remotos como Popayán y Quito. En buena parte se aprovechaban algunas facilidades del comercio de 
depósito de Jamaica, tales como la financiación otorgada por los comerciantes de la isla, la aceptación del pago de oro en 
polvo y las mayores posibilidades del contrabando, tanto para la salida del oro como para la introducción de las mercancías 
[...] Algunas casas comerciales antioqueñas establecieron sus oficinas en Jamaica y en Inglaterra y durante algún tiempo 
actuaron como los únicos comisionistas de otros importadores colombianos en Europa. El comercio exterior se 
complementó mediante un considerable intercambio con otras regiones del país. Fue así como los textiles de algodón del 
Socorro, las ropas de lana de Boyacá y las barras de hierro de Cundinamarca procesadas en el Socorro para la fabricación 
de herramientas agrícolas y mineras encontraron en Antioquia un mercado significativo, al lado de productos 
agropecuarios como ganado vacuno, cerdos, mulas y cacao, llevadas desde el Valle del Cauca, la Costa Atlántica y en 
ocasiones de los Llanos Orientales”63. 


La conexión entre la minería y el comercio permitió la acumulación de capitales por parte de los empresarios antioqueños 
de tal manera que, en la última parte del siglo XIX, cuando la expansión del cultivo del café por el occidente colombiano 
generó una demanda sostenida de alimentos y mercancías manufacturadas, se organizó el mercado interno de bienes. 
Demanda que no habría solamente de satisfacerse con base en importaciones, sino con productos de la naciente industria 
manufacturera colombiana. Mineros y comerciantes fueron “los principales productores de riqueza en la segunda mitad 
del siglo XIX en Antioquia”, aunque, “en las últimas dos décadas del siglo se destacaron los agricultores, gracias al control, 
nada pacífico, que llevaron a cabo de nuevas tierras con el fin de impulsar el erecimiento de la caficultura y ampliar así la 
frontera agraria”64. Lo mismo ocurrió, como ya se mencionó, con la expansión de la ganadería en la Costa Caribe, en la 
cual invirtieron importantes empresarios de Medellín y de Bolívar. 


Al fenómeno económico y empresarial se sumó en Antioquia la conformación de una élite regional que buscó “mantener el 
poder sobre los mercados y sobre la riqueza” y que se vio “favorecida por los matrimonios y la endogamia predominante en 
la región, que sirvieron como mecanismos para perpetuar la acción de grupos económicamente poderosos”65. 


La riqueza no solamente se tradujo en el avance económico de la región, sino que irrigó sus efectos en la cultura y en la 
política. Dio lugar al mayor contacto de los antioqueños con el resto del mundo y a iniciativas de tipo cultural, como la 
publicación de libros y la edición de revistas y periódicos. E influyó en la organización de una sociedad trabajadora, 
conservadora y religiosa, que tuvo como núcleo la fuerza de la familia. 


Tanto fue así que el estado de Antioquia fue, en algunos aspectos, en contravía de los mandatos del gobierno central 
durante la época federal de la segunda mitad del siglo XIX y “puso en cuestión parte de lo que las mismas reformas 
liberales pretendían”66. Fue el caso de las relaciones entre la Iglesia y el Estado; mientras a nivel central se estableció la 
separación entre los dos poderes, a nivel regional se consideró que la Iglesia debía regular la vida de los ciudadanos. Para 
los antioqueños, “el matrimonio civil, el divorcio, la educación laica, el control del Estado a la práctica de los clérigos y la 
libertad de imprenta eran un perjuicio para el desarrollo y el progreso de la “civilización””67. La autonomía federalista 
constituyó, como la afirma Escobar Villegas, “el medio adecuado para impulsar sus ideas de organización social [...] Los 
revolucionarios liberales [...] no lograron oponerse a que en Antioquia fueron los conservadores los que terminaran 
dirigiendo y controlando los órganos del poder político”68. 


EL LEGADO DEL SIGLO XIX 


En Colombia el siglo XIX fue un período de construcción del Estado nación en medio de cambios políticos frecuentes, 
guerras civiles, polarización alrededor de la intervención de la Iglesia católica en la vida colombiana e inestabilidad de la 
economía. Su final fue dramático, por el estallido de la guerra de los Mil Días. El experimento de las reformas liberales de 
mediados de siglo no perduró. 


En 1886 se expidió una nueva Constitución, centralista y presidencialista, que involucró al Estado en la solución de los 
problemas económicos y sociales y otorgó a la Iglesia católica una función primordial en la búsqueda de la cohesión social. 
La nueva Constitución impuso un modelo administrativo del Estado que sobrevivió, con reformas de mayor y menor 
calado, hasta 1991. Un marco que se caracterizó por su flexibilidad y que respondió a los intereses económicos que fueron 
surgiendo en el país, en la medida en que se desarrollaron los sectores productivos y la sociedad se modernizó. 


El mundo occidental fue testigo de grandes cambios tecnológicos, educativos, políticos y económicos durante el siglo XIX, 
que estimularon el crecimiento de la producción y del comercio mundial. Estos fenómenos aceleraron la expansión del PIB 
per cápita a partir de 1870 en los principales países de América Latina y en la región como un todo. De acuerdo con las 
estadísticas de Madison, el aumento del PIB total y del PIB per cápita de América Latina fue mayor en el período 1870- 
1913 al del resto del mundo69. 


En Colombia, el crecimiento económico fue alto entre 1850 y mediados de la década de los setenta, impulsado por un sector 
exportador que actuó como motor de la expansión. Entre 1880 y el fin del siglo, las condiciones externas se modificaron y 
el crecimiento fue negativo. Colombia se benefició en menor grado de las tendencias mundiales; en el contexto regional su 
desempeño fue pobre70O. Sus empresarios intentaron desarrollar diferentes productos agrícolas y artesanales para la 
exportación e innovaron en el campo de los transportes, al iniciarse la navegación a vapor por el río Magdalena, 
construirse algunos tramos cortos de ferrocarril y adecuarse la infraestructura portuaria, especialmente la de 
Barranquilla. 


En el trasfondo, sin embargo, estaban en proceso fenómenos económicos y sociales que tendrían un impacto decisivo sobre 
la evolución económica del país a partir de 1905 y durante la mayor parte del siglo XX, El desarrollo de la minería del oro y 
su enlace con el comercio externo e interno sentó las bases para la acumulación de capital —particularmente en el 
occidente colombiano— y la consecuente aparición de empresarios que aprovecharían la demanda proveniente de 
expansión del cultivo y de la exportación de café para establecer las primeras fábricas modernas en Colombia. No 
sorprende, por tanto, la afirmación de Ocampo en el sentido de que la segunda mitad del siglo XIX registró el “ascenso al 
poder de una clase social que se identificaba claramente con el desarrollo capitalista”? 1. 


El conflicto político-religioso, producto de una Iglesia católica con un extraordinario poder político, pero que sentía 
amenazada su supremacía ante el surgimiento con fuerza del liberalismo político y económico en el mundo, transitó al siglo 
XX de la mano de la Constitución de 1886. 


La polarización ideológica y partidista caracterizó, también, el paso de un siglo a otro en plena guerra civil. Pero, 
paradójica y simultáneamente, emergieron las fuerzas de la modernidad, empujadas por la irrigación del café en el 
occidente colombiano. La forma de encauzar o rechazar esas fuerzas despertaría el interés por una discusión que, 
impetuosamente, ocuparía los políticos, a los intelectuales, a los nacientes empresarios, a los trabajadores y, en general, al 
conjunto de nuevos grupos sociales en los primeros treinta años del siglo XX. 
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Capítulo II 
RECONSTRUCCIÓN Y CAMBIO 


La guerra de los Mil Días finalizó en 1902. Su daño fue profundo y se agudizó por un acontecimiento traumático: la 
separación de Panamá, el 3 de noviembre de 1903, que impactó severamente a los dirigentes nacionales y repercutió sobre 
la política y la economía colombianas en el primer cuarto del nuevo siglo. Colombia no tuvo relaciones diplomáticas 
formales con los Estados Unidos sino hasta 1922, una vez los congresos de Colombia y de Estados Unidos aprobaron el 
Tratado Urrutia-Thompson, firmado en 1914. 


RAFAEL REYES, PRESIDENTE 


El 7 de agosto de 1904 asumió la Presidencia de la República el general Rafael Reyes, un hombre práctico. Nacido en el 
estado de Boyacá, Reyes había explorado el sur del país en búsqueda de oportunidades de negocios; participó en la guerra 
de 1885 y posteriormente formó parte del Consejo de Delegatarios que expidió la Constitución de 1886. Pero se encontraba 
en México al estallar la guerra de los Mil Días, por lo cual se mantuvo al margen de la contienda, Antes de regresar a 
Colombia, y una vez en el país, alertó sobre el riesgo que se corría de perder parte importante del territorio por el nuevo 
poderío de los Estados Unidos y los intereses que este país iba adquiriendo en el sur del continente. De ahí su consejo, 
“inspirado en las altas conveniencias nacionales, de que el Congreso de Colombia aceptara el Tratado Herrán-Hay firmado 
entre Colombia y los Estados Unidos”, para construir el Canal de Panamá atravesando territorio colombiano72. 


En su discurso de posesión ante el Congreso, Reyes dibujó un panorama sombrío de la realidad nacional. Convocó a los 
colombianos a “cerrar definitivamente la era de las guerras civiles”, simplemente como “necesidad de la propia 
conservación como nación soberana”. Para lograrlo resultaba imperativo, en su visión, hacerse a “los instrumentos de 
trabajo que honra y dignifica la fecunda labor de la industria y construir vías, cuya falta es el testimonio más patente de 
nuestro atraso económico e industrial”73. 


Reyes solicitó, así mismo, el apoyo de “todos los hombres de buena voluntad” para emprender la tarea de la reconstrucción, 
anotando que esta debería ser realizada con el concurso de todos los ciudadanos y que el gobierno no tendría como objetivo 
“el beneficio o la ventaja de parcialidad política ninguna; sino la prosperidad, el engrandecimiento y el bienestar de la 
nación entera”74. Planteó que su propósito como primer magistrado sería la “atenta y cuidadosa administración de los 
asuntos públicos” y el lema de su programa de gobierno, “mucha administración en poca política”?5. Los liberales, que no 
esperaban que el general Reyes los llamara a participar en el gobierno, se sorprendieron con el mensaje del presidente y, al 


decir de Sanín Cano, “fue mayor aún esta sorpresa cuando se vio que, en efecto, acudía a todos los partidos en busca de 
colaboración y de consejo”76. 


El nuevo presidente hizo explícita su preocupación por el estado de los caminos y del transporte, resaltando que estos se 
encontraban “en peor condición quizá que en la época colonial”, Consideró que “el más esencial elemento para nuestro 
desarrollo económico e industrial eran las vías de comunicación y de transportes”. Afirmó que, para que Colombia. 
participara en el comercio internacional, iba a ser necesario “mejorar nuestros procedimientos industriales y reducir los 
gastos de transporte de nuestros productos”. Esto no podría conseguirse “sino mediante la apertura de vías de 
comunicación que nos pusiera en fácil y cómoda relación con el exterior”77. 


Para ejecutar su programa de gobierno, el presidente Reyes consideró indispensable emprender una gran reforma fiscal. 
La guerra había dejado el tesoro nacional en ruinas. El desorden monetario era, además, indescriptible; la emisión para 
financiar los gastos de la guerra había superado todo límite razonable78. La nueva administración “tenía, pues, que crear 
rentas, moralizar su percepción, descubrir o educar personal nuevo para administrarlas y tomar alguna medida capaz de 
infundirle al país confianza en que el precio del papel moneda sería estable en adelante”79. 


A pesar de la voluntad política del presidente, los proyectos de ley presentados por el gobierno al Congreso —relacionados 
con la estabilización monetaria, la autorización para aumentar los ingresos fiscales y subir la tarifa de aduanas hasta en un 
80 %, lo mismo que el impuesto predial— no fueron aprobados por el Congreso en las sesiones ordinarias, ni en las 
extraordinarias. Algunos conservadores eran hostiles al programa de concordia puesto en práctica por el presidente. 
Reyes entonces procedió a convocar una asamblea nacional en febrero de 1905 cuyos miembros, veintisiete, fueron 
designados por los Consejos Administrativos de los Departamentos (que habían reemplazado a las Asambleas 
Departamentales), a razón de tres miembros por cada uno de ellos. 


En la Asamblea estuvieron representados todos los partidos políticos; los líderes liberales Rafael Uribe Uribe y Benjamín 
Herrera fueron sus miembros. De acuerdo con Baldomero Sanín Cano —otro de sus miembros en representación de 
Antioquia—, “por primera vez en la vida política de Colombia se reunía un cuerpo legislativo en que estuvieran 
representados proporcionalmente todos los partidos políticos. Por primera vez podía decirse que se llenaban las 
aspiraciones de la verdadera república. Los intereses legítimos y los partidos estaban representados en el cuerpo 
legislativo. La mayoría de la nación aceptó la forma en que el Ejecutivo consultaba la voluntad de los asociados”80. 


El presidente Reyes se propuso, por encima de cualquier otro propósito, poner fin a las guerras civiles, cuya frecuencia en 
el siglo XIX había detenido el progreso del país. Ejecutó el primer programa de industrialización en la historia de Colombia. 


Su idea fue desarrollar las industrias propias del país. A principios de 1905, el gobierno, mediante un decreto legislativo, 
puso en vigencia la tarifa arancelaria de la Ley 63 de 1903, con un aumento de 70 % para bienes finales y de “uso 
superfluo”, de la cual se exceptuaron los insumos para la producción industrial, lo cual implicó una notable protección 
efectiva para las actividades manufactureras. Además de la protección, se otorgaron subsidios y garantías estatales sobre 
el retorno del capital, con base en la Ley 27 de 1905, que facultó al gobierno para fomentar “las fábricas de tejidos, de 
refinería de azúcar y cualesquiera otras industrias que a su juicio se encuentren en estado de ser impulsadas con 
provecho”81. 


La actividad del gobierno de Rafael Reyes en materia de obras públicas fue muy intensa. El kilometraje en líneas de 
ferrocarril se incrementó considerablemente: en 1909 se empató, por ejemplo, la línea del ferrocarril que venía de Girardot 
—puerto sobre el río Magdalena en el departamento de Cundinamarca— con el ferrocarril de la sabana de Bogotá en la. 
población de Facatativá. Pero en todas las líneas de ferrocarril cuya construcción se había iniciado con anterioridad hubo 
avances importantes, lo que empezó a facilitar el comercio interno y el externo. Además se inició la construcción de 
carreteras y el transporte automotor empezó a utilizarse en Colombia. 


La consolidación de la paz y la ejecución del programa económico de Reyes sentaron las bases para un novedoso proceso de 
crecimiento económico con estabilidad de los precios y de la tasa de cambio. El ritmo de crecimiento anual de la producción 
nacional fue superior al 8 % anual en el período 1907-1909. Y, aunque no existen las estadísticas confiables, habría sido 
mayor entre 1905 y 190682. 


LA ASAMBLEA NACIONAL, 1905 Y 1909 


La Asamblea Nacional estudió y aprobó una serie de decretos legislativos en materia económica y presupuestal, expedidos 
por el Ejecutivo. Uno de ellos incrementó la tarifa de aduanas en 70 %, otro elevó los recaudos del gobierno a través de la 
nacionalización de algunos tributos departamentales y se reformó, igualmente, el régimen presupuestal. 


El Decreto Legislativo 47 de 1905 autorizó la organización del Banco Central a un grupo de inversionistas privados, con 
quienes el gobierno celebró un contrato para la administración de las rentas nacionales, al cual cedió el privilegio por 
treinta años para emitir billetes bancarios respaldados en oro y al cual encargó, también mediante contrato, de la 
conversión del papel moneda por nuevos billetes respaldados en oro, impresos en Inglaterra, a razón de $10.000 viejos por 
$100 nuevos83. En 1905, además, Colombia suscribió con los tenedores de bonos de la República el Convenio Holguín- 
Avebury y comenzó a pagar cumplidamente los intereses desde 1906, a través del Banco Central, lo que permitió la 
reapertura del crédito internacional para el país. 


Convocada inicialmente para un período de treinta días, prorrogables a voluntad del poder ejecutivo, la Asamblea Nacional 
sesionó en los siguientes tres años y adoptó no solamente reformas de carácter económico, sino político y administrativo. 
Entre estas últimas, dos habrían de tener implicaciones de trascendencia en el logro de la paz política: el cambio en las 
reglas electorales y la modificación del ordenamiento territorial. 


En 1905 el voto “mayoritario” se reemplazó por el voto “incompleto”. Esta modificación hizo posible que el partido que 
ganara las elecciones obtuviera las dos terceras partes de las curules en el Congreso y que, el segundo en votos, tuviera 
derecho a la tercera parte de estas, sin importar el porcentaje de la votación que registrara. La reforma fue votada en la 
Asamblea por unanimidad. En el primer párrafo del informe de la Comisión que la analizó se afirmó: “Esta reforma es la. 
paz para el futuro; es la primera vez que la unidad nacional se proclama formalmente [...] porque ninguna Constitución a 
partir de 1811 tuvo el coraje de reconocer el derecho de las minorías a su representación; esta fue la causa de las 
innumerables guerras civiles que ha sufrido el país”84. 


Sebastián Mazzuca y James Robinson atribuyen a este cambio el hecho de que Colombia hubiera transitado del “caos al 
orden”. Sugieren que, en 1908, el Partido Conservador “vio la reforma electoral como un medio para lograr la pacificación 
política por cuanto el voto incompleto evitaría una insurrección militar de los liberales”85. Esta reforma sobrevivió a los 
cinco años de gobierno del presidente Reyes, a pesar de que la Asamblea Constitucional de 1910 suprimió muchas de las 
reformas políticas de la Asamblea Nacional, entre ellas la extensión del período presidencial a 10 años y la reelección 
inmediata del presidente de la República86. 


Las leyes expedidas por la Asamblea Nacional crearon en 1905 seis nuevos departamentos, entre ellos los de Caldas, 
Atlántico y Huila87. Más tarde, en enero de 1908, la Asamblea otorgó poderes al presidente para que mediante decretos 
leyes pudiera modificar, todavía más, el ordenamiento territorial. Hubo entonces una explosión de departamentos, treinta 
y cuatro, con capitales del mismo nombre. Esta organización tuvo corta vida. Una ley de 1909, siendo ya presidente de la 
República Ramón González Valencia, obligó a regresar a la división político-administrativa de 1905. 


Un decreto del año siguiente Ajó las condiciones para que una región del país pudiera convertirse en departamento. Entre 
estas sería necesario, como mínimo, comprobar, antes del 31 de marzo de 1910, una población no inferior a 180.000 
habitantes y rentas superiores a 150.000 pesos oro. Los departamentos que no cumplieran estas condiciones deberían 
desaparecer. La aplicación de la norma permitió que sobrevivieran los nuevos departamentos de Caldas, Atlántico y Huila 
y que se crearan los departamentos del Valle —con lo cual se completó la desmembración del departamento del Cauca, del 
“gran Cauca”, puesto que el departamento de Nariño se había creado, por ley, en agosto de 1904— y de Norte de 
Santander88. 


En 1888 el gobierno se había propuesto replantear la división político-administrativa “con el objeto de debilitar los nuevos 
Departamentos, cuyos territorios eran los mismos de los Estados soberanos”89. Sin embargo, la oposición en las regiones 
fue muy fuerte, especialmente en Popayán, Cartagena y Medellín, razón por la cual el asunto quedó pendiente. Entre 1905 
y 19101las condiciones políticas eran más propicias para proceder a la nueva división territorial. La separación de Panamá. 
había creado un precedente que atemorizó al mismo general Reyes porque, de acuerdo con Sanín Cano, en los días en que 
este preparaba su posesión presidencial, “corrían rumores de secesión propalados por los descontentos en comarcas 
limítrofes del Departamento rebelde”90. Pero, además, se trataba de estimular el desarrollo de ciudades distintas a las 
capitales de los departamentos existentes y de atender el reclamo de mayor libertad de acción de algunas regiones, “para 
darle[s] impulso a su vida política y para desenvolver, de acuerdo con su manifiesto destino, sus oportunidades 
naturales”91. 


Sea como hubiere sido, la creación de nuevos departamentos tendría el efecto de fragmentar el poder de las regiones y de 
disminuir el protagonismo nacional de los caudillos locales. Ambos elementos, junto con la reorganización del Ejército y la 
creación de la Escuela Militar en 1907, contribuyeron a la paz política que experimentó el país entre 1905 y 193092. 


El 13 de marzo de 1909, Rafael Reyes presentó ante la Asamblea Nacional renuncia a la Presidencia de la República y el 
Consejo de Ministros encargó de la Presidencia de la República, por unas horas, a don Jorge Holguín. La Asamblea Nacional 
se había desprestigiado y el mismo Reyes se había dado cuenta de que “la dictadura tocaba a su fin”93. Tras el malestar 
político estaba el interés del gobierno de firmar un tratado diplomático con los Estados Unidos que restableciera las 
relaciones entre los dos países, rotas a raíz de la separación del departamento de Panamá en 1903, lo cual había llevado a 
la negociación del Tratado Cortés-Root y, simultáneamente, a la de un tratado con la nueva República de Panamá. Ambas 
negociaciones despertaron fuerte oposición al gobierno de Reyes. Después de que el encargado de la Presidencia retirara 
los tratados de su estudio en la Asamblea Nacional, Reyes reasumió la Presidencia y en junio se llevaron a cabo las 
elecciones para elegir el Congreso Ordinario que había ofrecido el presidente desde principios de 190994. Unos días 
después de las elecciones Rafael Reyes organizó un viaje presidencial a la zona bananera de Santa Marta y se embarcó 
silenciosamente en un vapor que lo llevaría a Europa, terminando así tanto su período presidencial como su carrera 
pública95. 


EXPANSIÓN CAFETERA Y CRECIMIENTO ECONÓMICO 


En 1900 la producción de café se concentraba en los departamentos de Cundinamarca y Santander, que incluía el 
departamento de Norte de Santander. En Antioquia, que incorporaba en ese tiempo a los departamentos de Caldas, 
Risaralda y Quindío (el Viejo Caldas), la producción no pasaba de los 90.000 sacos, aproximadamente un 15 % de la total 


del país. Para 1913 no solamente la producción total de café prácticamente se había duplicado, sino que su composición 
regional había cambiado sustancialmente. Ahora la producción era superior a un millón de sacos y la de Antioquia y Caldas 
constituía el 36 % de la total. En pocos años la producción se había desplazado al occidente del país96. 


El sistema de haciendas, característico de la producción en el centro y en el oriente del país, perdió preponderancia en 
estos años y la ganó la pequeña producción parcelaria de occidente, lo cual implicaría “la presencia de nuevas formas de 
organización social y productiva, con mayores alcances sobre la estructura global del país que aquellas que hubieran 
podido provenir del sistema de haciendas”97. 


Este cambio fue crucial. El sistema de haciendas se caracterizaba por la baja movilidad de la mano de obra, por una escasa 
integración al mercado monetario y por una organización de la producción que trataba de minimizar el capital invertido en 
técnicas y elementos de trabajo que incrementaran la productividad. Para el “hacendado”, la mano de obra representaba 
'una proporción muy alta del costo por hectárea de producir café por lo cual acudía a formas no monetarias de pago, que 
desvinculaban al trabajador de la circulación monetaria y, por consiguiente, de la posibilidad de demandar bienes y 
servicios y pagarlos en dinero. De manera tal que, como anotó Jesús Antonio Bejarano, “el sistema de haciendas implicaba, 
de una parte, un escaso efecto de la producción cafetera sobre el mercado interno global del país y, de otra, una gran 
inestabilidad de la propia producción cafetera”98. 


Los “hacendados” se encargaban, así mismo, tanto de la producción como de la comercialización de café en el exterior, para 
lo cual obtenían crédito para capital de trabajo en las casas bancarias de Londres y Nueva York. La estructura de costos, 
incluyendo los altos costos del transporte, hacía muy dependiente el negocio cafetero de coyunturas excepcionales de 
precios en el mercado internacional del grano. De hecho, el esquema funcionaba sin mayores riesgos siempre que los 
precios del café fueran altos, porque cuando se presentaba la situación contraria, el “hacendado” incurría en pérdidas. De 
hecho, esto ocurrió en la crisis del año 1920, al registrarse la pronunciada baja de los precios internacionales del café, 
razón por la cual algunos hacendados se quebraron99. 


La producción en pequeñas parcelas al occidente de Colombia rompió el esquema de las haciendas. La consecuencia fue, 
primero, la vinculación de muchos productores de café al mercado interno de bienes, porque el grano se pagaba en dinero 
y, segundo, la posibilidad de incurrir en menores costos de producción, lo que permitía enfrentar las coyunturas de bajos 
precios internacionales. Los salarios que se pagaban en las haciendas eran rígidos; en cambio, el ingreso marginal del 
trabajo en la pequeña parcela cafetera era flexible y caía cuando los precios del café descendían. El café se acomodaba muy 
bien al asentamiento pequeño; no requería grandes inversiones de capital y se trataba de un producto durable y de fácil 
procesamiento, al tiempo que hacía posible el cultivo de productos de subsistencia, como el plátano y la yuca. 


Al iniciarse los años veinte los hacendados cafeteros del centro del país habían perdido su liderato de primeros productores 
de café del país, que se habían desplazado al eje Medellin-Manizales, “dependiente en la esfera de comercialización de los 
monopsonios norteamericanos”100. De esta manera, en la primera mitad de la década de los veinte, el 95 % del café 
exportado se dirigía al mercado de los Estados Unidos101. 


Estas circunstancias dieron lugar a la aceleración del desarrollo capitalista en los años veinte, empujado por el mayor 
excedente económico proveniente del cultivo y la exportación de café, que podía dedicarse a la inversión productiva, lo 
mismo que por el incremento de la inversión pública llevada a cabo por el gobierno central y por los gobiernos 
departamentales. Elementos que, a su turno, darían lugar a la ampliación, sin precedente, de la demanda agregada de la 
economía colombiana. La economía de mercado y el capitalismo empiezan a extenderse como una “mancha de aceite”, de 
acuerdo con la expresión de Fernand Braudel102. 


El café estuvo, entonces, tras el fuerte crecimiento del PIB durante este período. El ingreso de los cafeteros generó en la 
economía un fenómeno desconocido hasta el momento: demanda sostenida de bienes, de alimentos y de vestuario, 
principalmente. Es decir, la creación de un mercado interno para productos de la agricultura, de la ganadería y de la 
incipiente industria manufacturera. Además, las actividades relacionadas con el beneficio del café, el transporte y la 
exportación de café dieron lugar a la aparición de “una red de consumidores urbanos, al tiempo que sustentó la 
construcción de una infraestructura de transporte, principalmente ferrocarrilera, lo que naturalmente comportaba 
enormes efectos sobre la ampliación y la diversificación del mercado”103. 


En síntesis, el surgimiento de la economía cafetera del occidente del país contribuyó a sentar las bases del crecimiento 
económico sobre dos condiciones fundamentales: la acumulación de capital y la ampliación del mercado. La primera se 
manifestó a través de la inversión y la adquisición de técnicas para beneficiar el café. La segunda en que la expansión 
cafetera de occidente dio lugar a nuevas inversiones en infraestructura de transporte, las cuales, a su turno, estimularon el 
proceso de integración de los mercados regionales de bienes y servicios, hasta ese momento fragmentados y aislados. 


EL INICIO DE LA INDUSTRIALIZACIÓN 


“El café”, escribió Nieto Arteta, “crea una nueva Colombia [...]. El amplio mercado interno desarrollado por el café ocasiona 
la hegemonía del industrial, una hegemonía que coincide con la del productor de café, los economistas y los 
financieros”104. 


El ingreso de los productores de café generó en la economía colombiana demanda sostenida de bienes, de alimentos y de 
vestuario, principalmente. Es decir, la creación de un mercado interno para productos de la agricultura y de la industria, lo 


cual, a su turno, abrió oportunidades para la renovación de las diferentes “burguesías” regionales existentes ya en 
Colombia —en particular la antioqueña— y para los inmigrantes extranjeros, especialmente en la Costa Caribe. Esta “nueva 
clase”, como la denominó José Antonio Ocampo, jugó un papel fundamental en el surgimiento de la industria moderna a 
finales del siglo XIX y principios del XX en Bogotá, Barranquilla, Cartagena y, desde luego, en Medellín. Y participó en “los 
procesos de modernización de la agricultura y la ganadería para consumo interno, que se desarrollaron en Bogotá y en 
otras zonas del país desde fines del siglo”105. 


La expansión del café y la ejecución de la política de promoción de la industrialización en el gobierno de Rafael Reyes 
crearon las condiciones para la aceleración del rudimentario y lento proceso de organización de industrias que se 
registraba en el país. Con una característica interesante: a diferencia de los intentos realizados en el siglo XIX, “la mayor 
parte de las industrias montadas en las dos primeras décadas del siglo XX lograron subsistir”. Y se convirtieron, algunas 
de ellas, en las principales empresas de cada sector, no solamente en Antioquia, sino en Bogotá y en Calil06. 


La importancia relativa de la industria manufacturera dentro del PIB fue menor en Colombia al iniciarse el siglo XX de lo 
que era en países como Chile, Argentina, Brasil y México. Se estima que solamente hasta el período 1925-1930 la industria 
manufacturera en Colombia alcanzó a representar el 10 % del PIB cuando, en estos otros países, esta participación se había 
superado al comenzar el siglo107. En los países mencionados, la dinámica industrial venía desde principios del siglo XX; en 
los países grandes el desarrollo de la industria moderna se remontaba a las últimas décadas del siglo XIX, de tal manera 
que ya para 1914 “contaban con una base importante de bienes de consumo no durables, de insumos intermedios y, en 
ciertos casos, de algunos bienes de capital”108. 


Las bonanzas exportadoras del siglo XIX no promovieron la consolidación de la industria manufacturera en Colombia. En 
cambio, la expansión cafetera sí lo hizo, de tal forma que “la mayor parte de las industrias montadas en las dos primeras 
décadas del siglo XX lograron subsistir, convirtiéndose, algunas de ellas, años después, en las principales empresas del 
respectivo sector”109. Este fue el caso de Coltejer y Fabricato en textiles, Coltabaco en la fabricación de cigarrillos, 
Postobón en gaseosas, la Compañía Fosforera Colombiana en la manufactura de fósforos, Locería Colombiana en cerámica 
—hoy en día parte del Grupo Corona—, Manuelita en la refinación de azúcar y Cementos Samper en el sector del cemento. Y 
aunque muchas empresas desaparecieron, otras fueron absorbidas por los consorcios industriales que se conformaron 
después de 1930. En otras industrias subsistió la fabricación tradicional, al tiempo que se establecían nuevas fábricas 
modernas110. 


La industria manufacturera comenzó a crecer y a diversificarse desde 1910, fenómeno que se intensificaría en los años 
veinte y treinta. Las nuevas plantas industriales que se crearon —91 entre 1910 y 1930— se concentraron (37) en el 


sector de alimentos, bebidas y tabaco. Sin embargo, entre 1920 y 1929 surgieron 6 fábricas de textiles, confecciones y 
artículos de cuero y 7 en papel e imprenta, además de otras en los sectores de productos metálicos y maquinaria, minerales 
no metálicos, y maderal11. 


En 1920 Medellín era el primer centro manufacturero del país. Veinte años más tarde “Antioquia daba cuenta de la mayor 
parte de la producción moderna de textiles (más del 70 %), de cigarrillos (casi el 100 %) y también, aunque en menor 
grado, de cerveza y cemento. La asociación entre Antioquia y la industrialización fue más notable por cuanto a mediados 
de los años cuarenta gran parte de las industrias modernas de Bogotá pertenecían a antioqueños”112. Un académico 
antioqueño, Fernando Botero Herrera, cita en uno de sus libros una nota del periódico El Espectador de julio de 1919, con 
el siguiente comentario: “Nos tienen fregados aquí en Bogotá —decía alguno— porque todo es antioqueño en esta capital. 
Pide uno un paquete de cigarrillos Victoria, antioqueños. Una botella de cerveza Pilsen, antioqueña. Una caja de fósforos 
Olano, antioqueños. Y ya en Medellín hasta los bancos alemanes son antioqueños.”113 


Las empresas industriales que nacieron en los primeros años del siglo XX fueron, como era de esperarse, familiares, o 
producto de la asociación de dos o tres familias a través de sus casas comerciales, como sucedió en el caso de la industria 
textil de Antioquia. Este carácter determinó su forma de financiación con base en ahorros familiares provenientes de la 
actividad comercial y, previa a esta, de la agricultura y la ganadería. Ahora bien, empresas como las textiles fueron 
aparentemente muy rentables desde sus inicios, lo que les permitió atraer recursos del ahorro de otras familias de la 
ciudad, con lo cual muchas de ellas se convirtieron en sociedades anónimas y comenzaron a emitir acciones y, por otra 
parte, reinvertir sus utilidades en proyectos de expansión que se llevaron a cabo muy rápidamente114 115. De hecho, 
empresas como Fabricato importaron en los años veinte maquinaria moderna de los Estados Unidos (suspendiendo la 
compra de máquinas de origen inglés) para mejorar su productividad, aun en medio del estancamiento que registraba la 
industria textil en la primera mitad de los veinte, como consecuencia de la recesión mundial de 1920-1921. Coltejer, 
además, “ligada por lazos familiares a Fabricato, también consideró necesario revolucionar su base técnica desde 1928, 
pero la Gran Depresión de 1930 frenó la primera de una serie de ampliaciones, que la llevarían al liderazgo de la industria 
colombiana en 1945”116. 


Aunque la industria manufacturera del país —en particular, la textil— empezaba a surgir en 1920, su proyección social y 
política futura era ya evidente. De acuerdo con Santiago Montenegro, así lo demostró “la precoz y progresiva participación 
de miembros extraídos de la dirigencia industrial antioqueña en los aparatos estatales. Carlos E. Restrepo, quien a 
comienzos del siglo fue miembro de la junta directiva de la primera empresa textil de Antioquia, la Empresa de Bello, 
dirigió posteriormente el llamado movimiento republicano y llegó a la Presidencia de la República en 1910. Años más 
tarde, Pedro Nel Ospina, uno de los fundadores de la mencionada empresa, ocupó el mismo cargo en 1922. Otros 


industriales antioqueños tuvieron importantes cargos en los partidos políticos, pero sin duda alguna el caso más 
significativo después de los anteriormente nombrados fue el de Mariano Ospina Pérez, quien fue elegido Presidente de la 
República en 1946”117. 


Para Montenegro, este tránsito de los dirigentes antioqueños a la primera magistratura de Colombia, si bien no reflejaba el 
“poder social real que tenía la industria manufacturera en aquellos primeros años, fue muy significativa para su propio 
proceso de desarrollo, pues creó una atmosfera de confianza hacia la inversión industrial, en la medida en que llegaron al 
Estado personas vinculadas a la industria que conocían sus problemas e indudablemente harían que se prestara mayor 
atención a sus necesidades”118. Es todavía más interesante que quienes lideraron el desarrollo industrial antioqueño 
fueron miembros activos del Partido Conservador y profundos creyentes en la fe católica, “primordiales bastiones 
ideológicos de la hegemonía política que se hundía a finales de los años veinte”119. 


Solamente desde 1925 existen estadísticas de valor de la producción industrial. De acuerdo con Echavarría y Villamizar, 
entre 1925 y 1928 la producción industrial creció a un ritmo anual promedio de 5,8 %, mientras el PIB lo hizo al 4,9 %120. 
La industria incrementó en estos años su participación en el producto interno bruto y, como lo concluye Ospina Vásquez, 
en 1930 el camino para la industrialización “estaba abierto [...] Se había logrado establecer un conjunto de industrias 
bastante variado; las external economies eran ya apreciables; las empresas y las plantas funcionaban en un nivel técnico 
relativamente elevado; se había adquirido experiencia en el manejo de esta clase de negocios, se habían formado o se 
estaban formando el estado mayor, los cuadros, y la mano de obra apropiados; estos elementos no eran ya de una. 
inferioridad extraordinaria, con respecto a los países más hechos a la industria fabril pero de condiciones similares a las 
nuestras. La calidad de la mano de obra y su posición económica, en particular, tendían a mejorar fuertemente. Se habían 
logrado grandes avances en materia de organización financiera y bancaria, de mercados de capital”121. 


NUEVOS ACTORES Y GRUPOS SOCIALES 


A partir de la segunda década del siglo XX aparecen nuevos actores sociales en el país. La aceleración del proceso de 
industrialización trajo consigo la urbanización, con la formación de grupos sociales y de un entorno político diferente. La. 
sociedad comenzó a hacerse más compleja y más diversa. Los valores empezaron a cambiar y la vida a secularizarse. Las 
tensiones sociales se intensificaron y la discusión política se agudizó. Eran las consecuencias de la marcha hacia la. 
modernidad, que habrían de gestar, a su vez, nuevas demandas de intervención del Estado, como lo describió Bernardo 
Tovar Zambrano122. 


La población trabajadora de la segunda década del siglo XX estaba conformada, además de los campesinos, por quienes 
laboraban en las nacientes fábricas de la industria manufacturera en las ciudades, por los trabajadores de los ferrocarriles 


y de las actividades de transporte en general (navegación fluvial y puertos marítimos) y por quienes ya para esta época 
tenían contratos en plantaciones (banano y azúcar), en la minería, extracción y refinación del petróleo. Se configuraron, 
entonces, los requisitos para la formación de un proletariado “móvil, disperso y aislado”, que comenzó a pedir mejoras de 
salarios y de sus condiciones laborales. 


El nacimiento de las empresas de textiles en Antioquia dio lugar a un nuevo fenómeno de la modernidad: el empleo 
femenino, característico de la industria textil en los países pobres. La mano de obra femenina era en su mayoría muy joven 
y poco calificada; los jornales que se pagaban a las mujeres en las fábricas eran inferiores a los que recibían los 
hombres123. A la mujer que laboraba en las incipientes fábricas se las caracterizó como “la mujer obrera” para 
diferenciarla de aquella que se desempeñaba en oficios domésticos e, incluso, de las que trabajaban en las trilladoras de 
café y, naturalmente, de la “mujer pública”, como se llamaba a las prostitutas. El trabajo femenino en las fábricas generó un 
intenso debate por cuanto la doctrina de la Iglesia católica se oponía explicitamente a mezclar hombres y mujeres en los 
lugares de trabajo y porque se temía que “su exposición a hombres peligrosos, junto con su débil carácter, produjera la 
pérdida de sus virtudes”124. 


Fueron evidentes las alteraciones sociales y culturales. Al irrumpir en la vida nacional los obreros, las mujeres, los 
campesinos, los estudiantes y los intelectuales, se cuestionó el orden social imperante. Se formularon propuestas 
novedosas respecto a la educación —incluyendo la de la mujer y las clases populares—, lo mismo que iniciativas para el 
mejoramiento del bienestar de los trabajadores, que dinamizaron la vida social, agitaron las ideas y desataron la protesta 
social. Estos fenómenos, a su turno, no pasaron inadvertidos para la Iglesia católica, que había tenido y continuaría 
teniendo durante buena parte del siglo XX una posición de mucha influencia en el comportamiento de la sociedad 
colombiana. La Iglesia percibió los cambios y las protestas como una amenaza al orden social imperante y a los postulados 
de la doctrina religiosa125. 


La expresión de los grupos populares tomó fuerza a partir de 1910. Las asociaciones artesanales del siglo anterior 
adquirieron un nuevo impulso y empezaron a organizarse pequeños talleres para la producción de bienes126. 
Simultáneamente, hicieron su aparición numerosos periódicos en varios pueblos y ciudades del país, que manifestaban los 
puntos de vista de una clase popular, en donde emergían los obreros y cuyo interés era, precisamente, defender una causa 
y no el apoyo de algún grupo político en particular. Era una prensa diferente a la editada por los partidos Liberal y 
Conservador y por el movimiento republicano, que tenía antecedentes desde la mitad del siglo XIX y que proliferó después 
de 1909 en diferentes lugares del país “por el desarrollo de la infraestructura vial, el surgimiento de la “cuestión social”, la 
modernización capitalista y la creación de organizaciones obreras y partidos políticos de tendencias radicales, socialistas y 
anarquistas. Imprentas, cafés, cantinas, agencias de prensa, voceadores y simpatizantes, distribuían publicaciones con 


títulos disonantes para el clero y el Partido Conservador, los sectores hegemónicos, tanto en la política como en la cultura 
de la época” 127. 


Algunos de esos títulos, como El Martillo, El Comunista, La Ola Roja, Ravachol, Vanguardia Obrera, El Moscovita, El 
Socialista, El Soviet o El Proletariado daban cuenta, junto con otros como El Pueblo, El Trabajo, El Obrero y El Artesano, de 
las modificaciones en la estructura de la sociedad colombiana y la aparición de un sector social en ascenso, el de los 
trabajadores asalariados128. Sin embargo, de acuerdo con la retrospectiva de Torres Giraldo, la característica de esas 
peticiones fue la confusión y el desconocimiento de los asuntos nacionales. Estos periódicos “expresaban ya las condiciones 
de su época: vagamente el campo ideológico de las clases sociales nuevas que apenas se perfilaban; con grave confusión 
frente a los problemas políticos del momento; con casi perfecto desconocimiento de las cuestiones nacional y agraria que 
eran entonces y siguen siendo fundamentales en la actitud de las masas”129. 


El Partido Liberal buscó incorporar los nuevos grupos a su base electoral pero estos, a su turno, expresaron la intención de 
conformar un partido obrero, objetivo que se materializó en 1916. Este no logró organizarse como tal, pero sirvió de 
plataforma para la conformación de una red de asociaciones de trabajadores a lo largo y ancho del país. 


La primera serie de grandes huelgas en la historia de Colombia estalló en los puertos de Cartagena, Barranquilla y Santa 
Marta en los inicios de 1918. Según Miguel Urrutia, el mayor contacto de los trabajadores de los puertos del Caribe y del río 
Magdalena con el mundo exterior permitió que sus organizaciones “absorbieran las ideologías del sindicalismo extranjero”, 
por lo cual no sorprende que “los obreros de los puertos hayan sido los primeros en hacer uso del arma de la huelga”130. 
Además, “en estos sectores se encontraban las mayores concentraciones de obreros asalariados”; en 1918 las empresas 
manufactureras “eran aún pequeñas y las mayores, que eran las de la industria textil, empleaban mano de obra femenina”, 
y, como esta era “difícil de organizar en todas partes, y en particular en un país con los valores y costumbres de Colombia, 
la organización obrera no prosperaba en el sector fabril. Por otra parte, debido a la falta de mano de obra calificada, la 
industria tenía que pagar bien para atraer mano de obra idónea”131. Con todo, en febrero de 1920 las trabajadoras de la 
Fábrica de Bello sorprendieron a dueños y administradores de la compañía, lo mismo que a la sociedad de Medellín, al 
declararse en huelga; este movimiento se prolongó durante un mes y, para terminarlo, se exigió la intervención del general 
Pedro Nel Ospina, socio de la empresa y, en ese momento, gobernador de Antioquia132. 


El fin de la Primera Guerra Mundial trajo consigo una crisis económica en Colombia, fenómeno que coincidió con “una ola 
de reclamos obreros en el país [...] Naturalmente muchos de estos reclamos eran mal formulados y en ocasiones peor 
conducidos [...] No obstante, en diversos lugares del país estallaron huelgas de perfecta estructura clasista”133. En mayo 
de 1919, la Asamblea Obrera de Bogotá creó el Partido Socialista Colombiano y “el 7 de agosto de 1919 se reunió en la 


capital el Primer Congreso del Partido Socialista, que, además de divulgar una “Constitución”, solicitó la expedición de leyes 
obreras y algunas para el progreso del país”134. Las banderas de los socialistas —“el aumento de los salarios, la defensa del 
trabajo nacional, las mejoras en las condiciones de labor en las empresas y la resistencia al desalojo de los campesinos y en 
general a la opresión y explotación de los latifundistas” acentuaron los movimientos huelguísticos y de protesta en el país 
e, inclusive, “acciones de tipo embrionariamente insurreccionales”135. 


Este ambiente se extendió a 1920 y a varias ciudades del país, entre ellas Medellín, Cartagena, Barranquilla, 
Bucaramanga, Cali e Ibagué, y dio lugar a la intervención de las fuerzas de policía, con una secuela de muertos, heridos y 
prisioneros. En febrero de este año se fundó el periódico El Socialista, “como órgano del Comité Ejecutivo del socialismo 
moderado”; en su primer editorial se manifestó “el anhelo de corresponder a las reformas a que aspira el proletariado 
colombiano, hasta hoy desoído y extrañado”, se apoyó la causa del proletariado y se planteó el reclamo de que al Partido 


Socialista, que iniciaba sus actividades de manera vigorosa, “en vano se le quiere atajar el paso con la violencia, con la 
fuerza”136. 


La respuesta del gobierno nacional y de los dirigentes políticos en el Congreso ante la protesta laboral y los sucesos de 
orden público que estallaron fue comenzar a desarrollar, tímidamente, la legislación laboral, inspirándose en la doctrina 
social de la Iglesia y “en el modelo de legislación propuesto por la Organización Internacional del Trabajo, OIT, paralela a la 
Liga de las Naciones”137. A partir de 1905 se crearon numerosas prestaciones sociales para los trabajadores: derechos de 
jubilación para los empleados públicos, normas sobre accidentes de trabajo, seguro de vida obligatorio a cargo de las 
empresas, auxilio de enfermedad para los empleados oficiales, descanso dominical para todos los trabajadores y normas de 
protección al trabajo infantil. En 1919 y 1921 se legisló igualmente sobre el derecho de huelga, con excepción de los 
servicios públicos. En 1923 se creó la Oficina General del Trabajo dentro del Ministerio de Industrias y, dos años más tarde, 
se dictaron las primeras normas que exigían reglamentos de trabajo e higiene en las empresas con más de 15 
trabajadores138. Para el naciente movimiento sindical la aprobación del derecho de huelga constituyó “un éxito proletario 
en el camino de la lucha por conseguir una legislación obrera en armonía con la época”139. Con todo, al final de los años 
veinte la legislación laboral “andaba a la zaga, no solo de los países desarrollados sino también de muchos 
latinoamericanos”140. 


Al iniciarse la bonanza económica de 1924, que aceleró los cambios estructurales de índole social, económica y política 
conducentes a la modernidad, “las organizaciones de trabajadores florecieron en todo el país. Pero ya no eran solamente las 
de tipo obrero-artesanal que se reconstruían o se creaban, sino las de proletarios de las empresas, industrias y zonas 
agrícolas fundamentales, que surgían y que rápidamente habrían de convertirse en base de operaciones de las actividades 
revolucionarias populares en el país”141. 


Las peticiones de las nuevas clases trabajadoras, referidas a mejoras salariales y de las condiciones de trabajo, condujeron, 
como se mencionó atrás, a una serie de huelgas —la de los mineros en Antioquia, los estibadores en Barranquilla, los 
petroleros en Barrancabermeja y los trabajadores del banano en Santa Marta, entre otras—, que fueron respondidas por las 
autoridades con el uso de la fuerza y la represión. Y, a pesar de las innovaciones en la legislación laboral, la línea de acción 
represiva se intensificó a finales de los años veinte e inclusive se aprobaron en el Congreso leyes contra la “vagancia” y 
contra el “comunismo”; es decir, “contra los derechos de reunión y asociación, los sindicatos y los 'complots' liberal- 
socialistas”142. 


La protesta, las huelgas y la represión estatal fueron aprovechadas por un grupo de activistas de izquierda para convocar 
congresos obreros y organizar partidos políticos de corte socialista, como el Partido Socialista Revolucionario, creado en 
1926, y el mismo Partido Comunista, que sustituyó al primero en 1930. 
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Capítulo IT 
LOS AÑOS VEINTE: LA GRAN BONANZA Y LA GRAN CRISIS 


Colombia experimentó en los años veinte del siglo XX su primera gran bonanza externa y un auge económico sin 
precedente. La recuperación de la economía se inició con anterioridad a la terminación de la Primera Guerra Mundial, 
como consecuencia del mayor dinamismo del comercio internacional. El precio del café y las exportaciones de café 
aumentaron al final de la década de los diez, pero cayeron entre 1920 y 1923 por la crisis financiera y la recesión 
económica en los Estados Unidos de 1921, que afectó tanto el comercio como los mercados de capital en el exterior. 


A partir de 1924 la situación cambió radicalmente: el valor de las exportaciones colombianas se duplicó entre 1924 y 1928 
debido al incremento en las ventas de café y de petróleo —por los altos precios y los mayores volúmenes exportados—, a la 
favorable evolución de los términos de intercambio y al aumento de la inversión extranjera con destino a la producción y la 
exportación de petróleo y de banano. El precio del café alcanzó un pico en 1926, cuando se ubicó en US $0,285 por libra. 
Las importaciones de bienes aumentaron 160 % en los cinco años, resultado de la expansión de la demanda interna y de la 
mayor producción de bienes y servicios en el país; ambas requerían importaciones en cuantías crecientes. 


El Tratado Urrutia-Thompson, firmado en 1922, normalizó las relaciones diplomáticas de Colombia con los Estados Unidos. 
Por esta razón, en 1923, en la presidencia de Pedro Nel Ospina, Estados Unidos comenzó a desembolsar la indemnización 
de US $25 millones que ese país reconoció a Colombia por la separación de Panamá ocurrida en 1903. En 1923 ingresaron 
al país US $10 millones y en cada uno de los tres años siguientes US $5 millones. Estos recursos representaron un poco 
menos de la mitad de los ingresos que recibió el país por sus exportaciones en 1923 y cubrieron, entre 1923 y 1928, 
aproximadamente una sexta parte del déficit de la balanza comercial de Colombia. 


La misión financiera internacional contratada por el gobierno de Pedro Nel Ospina y liderada por el profesor Edwin 
Kemmerer de la Universidad de Princeton, reconocido universalmente como el “médico de la moneda” —quien estuvo en el 
país entre 1922 y 1923-, facilitó al gobierno llevar a cabo una reforma integral de las estructuras monetaria y financiera 
colombianas. La fundación de un banco central —el Banco de la República—, la organización de la Superintendencia 
Bancaria, el reordenamiento del proceso presupuestal del gobierno nacional y la creación de la Contraloría General de la 
República fueron los resultados más sobresalientes de la misión. 


Las reformas generaron confianza entre los inversionistas extranjeros con respecto el futuro de la economía colombiana. 
Coincidieron, además, con la adopción del patrón oro en 1923; Colombia fue el primer país de América Latina en retornar 
al oro como patrón de referencia para su moneda143. 


El mundo entraba en una nueva oleada de crédito internacional y surgía Nueva York como nuevo centro financiero, en 
competencia directa con Londres. Las emisiones nuevas de capital de empresas foráneas ofrecidas públicamente en 
Londres y en Nueva York entre 1920 y 1930 se elevaron a US $16.000 millones y, de ellas, un porcentaje superior al 60 % 
se colocó en la segunda de estas ciudades. En el período 1924-1928, que se caracterizó por el gran auge de los préstamos, 
la participación de Nueva York excedió los dos tercios de las nuevas emisiones en el mercado de capitales144. 


El ciclo de auge económico comenzó a reversarse en 1928 cuando se experimentaron dificultades en el acceso al crédito 
externo. En ese momento el futuro presidente de Colombia, Alfonso López Pumarejo, acuñó la expresión “prosperidad al 
debe”. Y en el mismo año el ministro de Hacienda, Esteban Jaramillo, reconoció que la expansión de la moneda y del 
crédito generaba especulación en valores y aumento en los precios internos145. 


La década de los veinte llegó a su final en circunstancias económicas muy complejas. De la gran bonanza se transitó a la 
gran crisis, un fenómeno mundial de proporciones inusitadas que habría de tener consecuencias dramáticas sobre la. 
economía colombiana. La sociedad, sin embargo, había cambiado; era muy distinta en su carácter a la de principios del 
siglo XX e, incluso, a la de 1920. 


Los avances hacia la modernización en los primeros treinta años del siglo XX y los cambios que trajo consigo la crisis 
mundial y su manejo en Colombia generaron una nueva concepción del Estado como regulador de los procesos económicos 
y sociales en el país. Nació la era del intervencionismo estatal. 


En 1930 tuvo lugar la alternación pacífica del poder entre el Partido Conservador y el Liberal. Terminó la “hegemonía 


conservadora”. Enrique Olaya Herrera, liberal, presidió un gobierno sustentado en una coalición de los dos partidos bajo el 
lema de la “Concentración Nacional”. 


El presidente Olaya Herrera no solamente tuvo bajo su responsabilidad el manejo de la crisis económica y de la guerra con 
el Perú, sino que enfrentó una muy dificil situación social. El conflicto agrario se encontraba al rojo vivo en el momento de 
su posesión. Además, muchos trabajadores regresaron al campo debido a la reducción drástica del presupuesto de obras 
públicas y los salarios rurales disminuyeron en aproximadamente 50 %. Para completar el cuadro social, la agitación 
laboral desde la segunda década del siglo y la represión de que fue objeto por parte del Ejército entre 1925 y 1928 dejaron 
el ambiente cargado de insatisfacción, protesta y rebeldía. 


EL CRECIMIENTO ECONÓMICO EN LOS AÑOS VEINTE 


Entre 1905 y 1920 el ritmo promedio de incremento del PIB fue de 5,07 % anual; en los diez años de la década de los veinte 
el crecimiento fue de 6,6 % por año en promedio. El período de mayor expansión económica en el siglo XX habría de ser, 
precisamente, el comprendido entre 1905 y 1929, durante el cual la tasa de crecimiento promedio anual de la economía 
colombiana fue de 5,5 % anual. Los años en los cuales la economía creció a una tasa más elevada fueron 1917, 1919 y 
1926, año este en el cual el PIB bordeó el 10 %. Colombia creció a una tasa más alta que las registradas en Brasil, Argentina 
y Chile. Solamente Venezuela se expandió en los años veinte a un ritmo cercano al 14 % anual. 


El crecimiento de la economía se cimentó en los ingresos provenientes de la producción y las exportaciones de café. La 
relación estadística entre la expansión de la producción cafetera en este período y la de la economía en su conjunto 
confirma la fuerte dependencia de la producción nacional de café que comenzó a registrar la economía nacional146. Al 
tiempo que entre 1905 y 1930 la producción de café se multiplicó por seis, es decir aumentó a una tasa anual promedio de 
10,2 %, el PIB total se multiplicó por un poco más de tres, es decir, su ritmo de crecimiento fue de 5,5 % anual en promedio. 


En la primera mitad de la segunda década del siglo XX, las exportaciones del grano constituyeron el 45,1 % de las 
exportaciones totales de Colombia, participación que se elevó al 69,6 % entre 1925 y 1929147. Disminuyeron su 
importancia dentro de las ventas colombianas al exterior los minerales, en particular el oro y el platino, lo mismo que el 
resto de productos agrícolas. Sin embargo, el oro y el platino todavía representaban un 20 % de las exportaciones totales 
del país al iniciarse la década de los años veinte y, con la iniciación de las exportaciones de petróleo en 1926, en la segunda 
mitad de los veinte las exportaciones de minerales e hidrocarburos participaban con el 20,9 % de las exportaciones totales. 
Solamente el 9,4 % de las exportaciones eran de productos agrícolas diferentes al café —principalmente banano y tabaco— 
y Otros, como cueros de res y sombreros de paja148. 


Los precios del café colombiano se elevaron de US $15,5 centavos por libra en 1921 —cuando descendieron abruptamente 
como consecuencia de la recesión de los Estados Unidos— a US$ 28,5 por libra en 1926 y volvieron a ubicarse en US $17,2 
centavos en 1930 —al estallar la crisis económica mundial—. Aumentos en el volumen y en el precio de venta del café 
llevaron a que el valor total de las exportaciones colombianas se multiplicara por 2,3 % entre 1923 y 1928. Las 
importaciones del país, sin embargo, se incrementaron a un ritmo más elevado que el de las exportaciones. Por primera 
vez en su historia, Colombia pudo financiar un déficit de su balanza comercial debido a la entrada de divisas provenientes 
de la indemnización por la pérdida de Panamá y al acceso al crédito externo. Por lo mismo, las reservas internacionales del 
país se incrementaron hasta alcanzar en 1928 la suma récord de US $64,7 millones. El sistema de patrón oro —que 
obligaba al cambio de las divisas por pesos colombianos a una tasa de cambio Aija— dio lugar a la expansión de la oferta 
monetaria, que se duplicó entre 1924 y 1928149. 


El gasto del gobierno nacional también se desbordó. Su incremento fue creciente a partir de 1922 y se aceleró 
notoriamente entre 1923 y 1929. A lo largo de la década la tasa de crecimiento del presupuesto de gastos fue de 52 % 
anual en promedio, con lo cual el gasto público pasó de representar un 4,4 % a un 7,2 % del PIB, para volver abruptamente 
en 1930 a su punto de partida150. Estos incrementos del gasto originaron un déficit presupuestal abultado en 1928 y 
1929, que se financió con crédito externo. De hecho, el gobierno nacional contrató entre 1927 y 1928 deuda externa por la 
suma de US $60 millones, lo cual tampoco tenía precedente alguno. Y, de acuerdo con Mauricio Avella, “precisamente, en 
estos años, el presupuesto de Obras Públicas, que ya venía representando por encima de la cuarta parte del presupuesto, 
pasó a ser la mitad de los gastos del gobierno. En su conjunto, los ministerios de Obras Públicas y de Correos y Telégrafos 
abarcaron el 35 % del presupuesto gubernamental en los años veinte”181. 


La expansión fiscal y la liquidez se tradujeron en aumentos de precios al consumidor (en 1926 los alimentos en Bogotá y en 
Medellín incrementaron sus precios en 19 % y 23 % respectivamente) y, también, en los de ganado vacuno en la Feria de 
Medellín y los materiales de construcción en Bogotá. Además, comenzaron a transarse acciones de empresas industriales y 
de bancos —la Bolsa de Bogotá se fundó en 1928— y aumentaron tanto la construcción de edificaciones en Bogotá como las 
hipotecas otorgadas sobre estos inmuebles152. 


La descripción de la evolución de la economía entre 1924 y 1928 correspondería a la de la primera “burbuja” del siglo XX 
en Colombia. Flujos de capitales, aumento de los medios de pago, incremento acelerado de la cartera bancaria, crecimiento 
económico, aumento de los precios de los activos —la finca raíz y las acciones—, inflación, elevación de los salarios, 
deficiencias en la oferta de alimentos y de vivienda. Este ciclo comenzó a reversarse en 1928 por las dificultades en el 
acceso al endeudamiento externo. 


EL ESTADO SE REFORMA PARA EL MANEJO DE LA ECONOMÍA: LA MISIÓN KEMMERER 


El debate sobre si el Estado debería tener la prerrogativa o el privilegio de la emisión de moneda en Colombia fue intenso 
desde los años noventa del siglo XIX, cuando se ordenó la liquidación del Banco Nacional. Se profundizó entre 1914 y 
1923, como consecuencia del crecimiento de la economía por la expansión de la producción y de las exportaciones 
cafeteras. La estructura económica del país se hizo más diversa y más compleja; aparecieron nuevas regiones productoras, 
nuevos agentes, necesidades de integración física a través de infraestructura de transporte y, desde luego, demanda de 
medios de pago. No sorprende, por tanto, que, en los finales de la primera década del siglo XX y los comienzos de la 
segunda, se hubieran discutido varios proyectos de ley para organizar el sistema monetario colombiano153. 


Antes de 1923 existía un precario sistema financiero basado en la operación de bancos privados que emitían sus propios 
billetes, es decir, en la pluralidad de la emisión. El sistema se caracterizaba “por la dispersión e inelasticidad de los 


servicios financieros”154. Era necesario reformarlo y ponerlo a tono con las realidades de una economía en expansión. 
Desde 1917 fue generándose entre los dirigentes y los congresistas la idea de que era conveniente la instauración de un 
“banco de bancos”. La creación del Sistema de la Reserva Federal en los Estados Unidos, en 1913, influyó sobre los 
partidarios de la unidad de la emisión, concepto que se incorporó en los proyectos de ley sobre la creación de un banco 
central en Colombia tanto en 1917 como en 1922. Los trazos fundamentales, que se consignarían en la Ley 25 de 1923 que 
creó el Banco de la República, ya se contemplaban en esos proyectos y se enmarcaban dentro de la ortodoxia de los 
tiempos; se trataba del principio de liquidez de los activos de riesgo (la concentración del crédito bancario en el corto 
plazo) y de la utilización de la tasa de redescuento del banco central como instrumento básico de la política monetaria155. 


La creación del Banco de la República no fue un hecho improvisado. Sus bases se habían discutido profusa y 
profundamente en los años anteriores. Pero, como lo sostiene Avella, “se requería de un aval, de una carta de presentación 
que promoviera un consenso en torno al nuevo Banco Emisor, que allanara las dificultades internas y afianzara los 
vínculos en el exterior”156. La llamada a expedirlo fue la contratación de la misión de consejeros financieros presidida por 
el profesor Edwin Kemmerer, de la Universidad de Princeton en los Estados Unidos, recomendado al gobierno del 
presidente Pedro Nel Ospina por el Departamento de Estado de los Estados Unidos157. La decisión de contratar la misión 
se adoptó en septiembre de 1922, cuando Colombia recibió los “primeros cinco millones de dólares de los veinticinco que el 
gobierno de los Estadios Unidos se había comprometido a entregar como indemnización por la pérdida de Panamá en 
1903”158. 


El 4 de julio de 1923 el Congreso Nacional aprobó la Ley 25 de 1923, orgánica del Banco de la República, que fue 
sancionada por el presidente Ospina el 11 de ese mismo mes y que permitió que el Banco abriera sus puertas el lunes 23 de 
julio, después de un fin de semana largo —por la festividad del 20 de julio— que se aprovechó para cerrar el Banco López, 
que había experimentado una dramática “corrida” de depósitos desde el viernes 13 julio. El Banco de la República adquirió 
el edificio del Banco López y contribuyó a hacer frente a la pérdida de depósitos de la entidad. El profesor Kemmerer, quien 
se encontraba en Bogotá, convenció al gobierno de anticipar la apertura del Banco de la República para evitar un pánico 
bancario mayor y el estallido de una crisis financieral59. 


El Banco de la República se creó como un establecimiento de “emisión, giro y descuento” con un carácter cuasipúblico y se 
constituyó por contrato con el gobierno nacional por un término de 20 años, prorrogables. Su capital autorizado fue de $10 
millones. Su junta directiva tendría la responsabilidad de “controlar” el Banco y de ella harían parte tres miembros 
principales y suplentes designados por el gobierno nacional y cuatro elegidos por los bancos nacionales afiliados al Banco 
de la República, que fueron los bancos de Bogotá, de Colombia y el Central160. 


La primera función del Banco de la República fue sustituir una masa diversa y heterogénea de monedas metálicas, formas 
monetarias de papel emitidas por la Tesorería Nacional, y billetes de distintos bancos privados convertibles por billetes 
emitidos por el nuevo banco emisor, convertibles a su vez por oro, tarea que hacia 1930 estaba concluida. La segunda fue 
manejar la moneda. Sin embargo, comoquiera que bajo el patrón oro, de hecho en un régimen de tasa de cambio fija, la 
oferta monetaria no dependía de las decisiones monetarias, sino, principalmente, de las condiciones del sector externo, la 
variación de las reservas internacionales continuó determinando la evolución de la oferta monetaria. La bonanza 
exportadora, la entrada de la indemnización de los Estados Unidos y los flujos de capital provenientes de la apertura del 
crédito externo elevaron a un nivel nunca antes visto las reservas internacionales, por lo cual la oferta monetaria creció 
rápidamente. 


El resultado fue el proceso inflacionario debido al incremento acelerado de la demanda agregada, en una economía que no 
contaba con la capacidad para responder a esa demanda, especialmente en lo relacionado con la oferta de alimentos. Vino, 
entonces, un primer y acalorado debate sobre el origen de la inflación, “entre los contemporáneos, quienes trataron de 
definir las causas del aumento sostenido de los precios y del manejo equivocado o acertado por parte de los directivos del 
Banco de la República”161. 


La Misión Kemmerer no se preocupó exclusivamente de la creación del Banco de la República. Recomendó la aprobación 
por parte del Congreso Nacional de una Ley Bancaria General que “cubría los bancos comerciales e hipotecarios, cajas de 
ahorros y compañías fiduciarias, y contemplaba el establecimiento de una división oficial con amplios poderes de 
supervisión y control bancario”162. El proyecto de ley correspondiente, redactado por la Misión, se convirtió en la Ley 45 
de 1923, o Ley Bancaria, que organizó el sistema financiero y creó la Superintendencia Bancaria, para que esta se 
encargara de ejercer la función de vigilancia de sus operaciones. Las dos leyes, la 25 y la 45 de 1923, constituyeron la 
infraestructura institucional del Estado tanto para el diseño y la ejecución de la política monetaria como para la vigilancia 
de los agentes sobre los cuales actuaría dicha política. Como lo escribe Avella, se abrieron “las compuertas del proceso de 
expansión secundaria del dinero” y se creó “un nuevo marco jurídico que aseguraba la solidez y seguridad de las 
operaciones bancarias”163. 


Además, la Misión revisó minuciosamente las leyes que regían los ingresos del gobierno nacional; redactó una ley de 
presupuesto nacional; elaboró un proyecto de ley que “creaba una oficina nacional de control financiero, Departamento de 
Contraloría, y que incluía un plan para la reorganización del sistema general de contaduría de la nación”; diseñó, también, 
un proyecto de ley que “introducía modificaciones en el número y la nomenclatura de los ministerios y que, entre otras, 
descontinuó el Ministerio del Tesoro, cuyas funciones se transferían al Ministerio de Finanzas y Crédito Público”, lo mismo 
que otros proyectos de ley referidos a la tributación y a los títulos de deuda emitidos por la Tesorería de la Nación164. 


Estos proyectos de ley preparados por la Misión fueron estudiados por el Congreso Nacional en una sesión especial 
convocada para tal propósito por el presidente Pedro Nel Ospina y que deliberó durante los meses de junio y julio de 1923. 
De acuerdo con el mismo señor Kemmerer, “ocho de los diez proyectos presentados por la Comisión recibieron la 
aprobación en esta sesión especial del Congreso para así convertirse en ley —todos, con la excepción del que derogaba las 
leyes de impuestos sobre las rentas y del que fijaba impuestos sobre el transporte de pasajeros”165. 


De esta forma no solamente la Misión fue clave para la organización institucional de la política monetaria y del sistema 
bancario, sino que sentó las bases para la modernización de la estructura financiera del gobierno nacional. De ella se 
desprendieron la legislación presupuestal (Ley 34 de 1923) y la oficina de Presupuesto del Ministerio de Hacienda, lo 
mismo que la organización de las funciones de administración y recaudo de las rentas nacionales (Ley 31 de 1923) y del 
crédito público en el mismo ministerio (Leyes 31 y 46 de 1923), tres pilares esenciales de la hacienda pública moderna, y 
la Contraloría General de la Nación (Ley 42 de 1923). 


Este aparato institucional permitió que a lo largo del siglo XX el Estado interviniera en la economía con instrumentos de 
política tributaria y fiscal desde el Ministerio de Hacienda y Crédito Público. Hubo reformas posteriores, claro está. Pero los 
cimientos institucionales se sentaron en 1923. Todo este trabajo se hizo en muy corto tiempo bajo el liderazgo del 
presidente Pedro Nel Ospina166. Según Adolfo Meisel, “la razón por la cual los miembros de la Misión Kemmerer lograron 
sacar en unas pocas semanas un conjunto de leyes de tanta trascendencia para el sistema monetario, financiero y fiscal del 
país, está en que, en gran medida, sus integrantes traían un esquema bastante fijo de lo que debía ser la estructura 
institucional de Colombia en estos campos y su estadía en el país solo sirvió para darle legitimidad a su propuesta y para 
hacer algunos ajustes de acuerdo con las particularidades de la legislación nacional”167. 


Sea como fuere, la redacción, discusión y aprobación de toda esta legislación fue de enorme oportunidad en el tiempo y 
constituyó un hito fundamental en la historia del siglo XX en Colombia. 


LA APERTURA DEL CRÉDITO EXTERNO PARA COLOMBIA 


La indemnización de los Estados Unidos por la separación de Panamá indujo a la reapertura del crédito externo para las 
entidades gubernamentales colombianas en 1924168. Igualmente los bancos privados obtuvieron crédito para financiar 
las importaciones de su clientela. Las reformas del año anterior habían mejorado las posibilidades para el país de acceder a 
créditos del exterior. Además, en la legislación de 1922 se había aprobado una ley que autorizaba al gobierno para emitir 
bonos de endeudamiento externo en gran escala, destinados a financiar la construcción de puertos y de ferrocarriles169. 


Tras la creación en 1923 del Banco Agrícola Hipotecario como entidad estatal, se buscó, deliberadamente, que la más 
importante fuente de recursos de la entidad fuera el crédito externo y que este se canalizara por su intermedio hacia el 
sector agrícola y, muy especialmente, hacia los productores cafeteros. Por primera vez en la historia un gobierno contaba 
con holgura fiscal y posibilidades de acudir a los mercados externos de capital para obtener recursos y orientarlos a la 
construcción de infraestructura y la financiación de la producción y las exportaciones agrícolas. 


En 1924 se obtuvo el primer empréstito por la suma de US $6 millones para el municipio de Bogotá. En el año siguiente se 
contrataron tres: uno para Antioquia y dos para Barranquilla por una suma inferior a la del año anterior. En 1926 se 
conseguirían US $47 millones; en 1927, US $65 millones, y en 1928 US $81 millones. En total, en los cuatro años 
transcurridos entre 1924 y 1928, ingresaron al país US $206,4 millones, período durante el cual la balanza comercial fue 
deficitaria en suma ligeramente superior a los US $130 millones; las reservas internacionales se acrecentaron, por tanto, 
en cerca de US $60 millones. Una porción sustancial del endeudamiento se destinó, entonces, a incrementar las reservas 
internacionales del país170. 


Ahora bien, del total de los créditos recibidos, el 34 % fue contratado por el gobierno nacional, una proporción igual por los 
departamentos, el 14 % por los municipios y el resto, 18 %, por los bancos hipotecarios. La mayor parte de los créditos se 
obtuvo entre 1926 y 1928. La nación, seis departamentos, cuatro municipios —las ciudades más importantes del país—, el 
Banco Agrícola Hipotecario y tres bancos hipotecarios privados se financiaron en el mercado de bonos de los Estados 
Unidos. Pero los fondos no se distribuyeron proporcionalmente entre los deudores; el departamento de Antioquia y su 
capital, Medellín, concentraron el 48 % de los créditos obtenidos por los gobiernos regionales y el 23 % de los totales del 
país171. 


El resultado de la abundancia de divisas y de la correspondiente expansión del gasto público en los diferentes niveles del 
gobierno —el nacional, el departamental y el municipal— fue la aceleración del ritmo de crecimiento económico. El ingreso 
por habitante creció al 5,2 % anual en promedio entre 1925 y 1929. Dentro de las reglas del patrón oro era forzoso que la 
oferta monetaria se expandiera: los medios de pago aumentaron a una tasa anual del 17,7 % entre 1924 y 1928, por la 
sustancial acumulación de reservas internacionales. La cartera de los bancos comerciales se elevó gradual y 
progresivamente, alcanzando ritmos de 27 % en 1927, y 35,4 % en 1928172. La burbuja, pues, no se infló únicamente por 
el aumento de las exportaciones, sino porque simultáneamente se produjo un gran influjo de recursos de crédito externo y 
una expansión del crédito bancario interno, cuya prolongación dependería de que se mantuvieran el dinamismo de la 
economía internacional y los flujos de capital hacia Colombia en el Banco de la República. 


ESTALLA LA CRISIS MUNDIAL EN 1929 


Una manifestación inicial de la crisis fue el corte del crédito externo en la segunda mitad de 1928. A ella siguió la caída del 
precio internacional del café en los últimos cuatro meses de 1928 y, especialmente, desde 1929 hasta 1934, año este 
último en el cual se estabilizó en un bajo nivel. Pero la interrupción en el flujo de recursos del endeudamiento externo 
explica la gestación de la crisis económica en Colombia. 


Entre el 21 y el 29 de octubre de 1929 el índice Dow Jones de la Bolsa de Nueva York cayó de 321 a 230 puntos, es decir, 
un 28 %. El precio de los bonos colombianos en Wall Street bajó; la cotización de aquellos con interés del 6 % se redujo de 89 
a 65,5 y en noviembre se registrarían operaciones al 49. El incipiente mercado bursátil de Bogotá, que venía en fuerte 
declive, continuó su caída en noviembre y en diciembre. El precio internacional del café, que en mayo de 1928 registró US 
$0,28 por libra, se ubicó en octubre de 1929 en US $0,21 por libra y en diciembre en US $0,1'7 por libra. 


El desplome de la Bolsa de Nueva York fue el detonante de la crisis económica mundial y de la crisis financiera en varios 
países del mundo, entre ellos, Colombia173. En el país, el receso de la actividad económica y la caída de algunos precios 
venían desde finales de 1928. El crédito externo se paralizó en 1928. Las reservas internacionales cayeron entre 1928 y 
1929, lo que generó una severa contracción monetaria y del crédito al sector privado. El gobierno, por su parte, se vio 
frente a la interrupción de los flujos de capital, a la reducción de los impuestos originados en el sector externo y a los 
mayores pagos por la deuda externa contratada en los años inmediatamente anteriores. 


La crisis no tardó en irrigarse por toda la economía colombiana. La expansión del PIB, que en promedio había alcanzado el 
17,9 % entre 1926 y 1928, bajó a 2,1 % en 1929 y fue negativa en los dos años siguientes (-0,8 % y -1,6 % respectivamente). 
Se presentó, además, una deflación aguda entre 1929 y 1932, se redujeron nominalmente los salarios y se incrementó el 
desempleo. Las exportaciones se frenaron, lo mismo que las importaciones. Comenzaron a contraerse las transacciones en 
activos (acciones bursátiles y finca raíz) y a caer sus precios y los de los bienes de consumo —incluyendo los alimentos—. 
Bajaron las reservas de oro del Banco de la República y, por consiguiente, los medios de pago. El mayor desempleo indujo 
brotes de protesta entre arrendatarios e inquilinos, quienes consideraron que los precios de los arrendamientos deberían 
bajar17?4. 


LA POLÍTICA ECONÓMICA ENTRE 1929 Y 1931 


Entre 1929 y 1931 la política económica seguida por las autoridades se caracterizó por la más pura ortodoxia. Bajo las 
reglas del patrón oro, la prioridad se otorgó a la defensa del valor del peso y, por consiguiente, a preservar la libertad 
cambiaria y la convertibilidad de la moneda. Para ello resultaba indispensable mantener el equilibrio presupuestal y 
controlar la expansión monetaria. A partir de 1930, sin embargo, empezaron a escucharse opiniones autorizadas que 


recomendaban un cambio en la política económica, rebajar las tasas de interés, reducir el encaje legal de los bancos e 
incrementar la financiación del Banco de la República al gobierno. 


En parte como respuesta a dichas opiniones y, en parte, por el agravamiento de la situación económica y social, a finales 
del gobierno del presidente Miguel Abadía Méndez y con la autorización del mandatario electo, Enrique Olaya Herrera, el 
gobierno saliente contrató por segunda vez al profesor Kemmerer para que encabezara una nueva misión de estudios que 
revisara la estructura y la función que podría cumplir el Banco de la República en una coyuntura de contracción de la 
actividad productiva y deflación. Como resultado de esta segunda misión —nunca tan trascendental como la primera—, el 
gobierno de Olaya Herrera presentó al Congreso Nacional un conjunto de proyectos de ley, uno de los cuales, convertido en 
ley en 1930, amplió el cupo de crédito para el gobierno en el Banco de la República del 30 % al 45 % del capital pagado y las 
reservas de este. Fue el primer distanciamiento de la ortodoxia monetaria tradicional, pero un paso clave para enfrentar la 
crisis. 


En 1931 se modificó la política económica. Las autoridades colombianas respondieron rápidamente a la suspensión de la 
convertibilidad por oro de la libra esterlina el 4 de septiembre de 1931 en el Reino Unido. El Congreso Nacional discutió y 
aprobó una ley de facultades extraordinarias al gobierno, al amparo de la cual se suspendió la convertibilidad del peso y se 
adoptó un régimen de patrón oro “controlado”, se estableció un sistema de control de cambios y se acordó con los 
acreedores colombianos una moratoria inicial de parte de la deuda externa175. El primero de octubre de 1931, además, el 
ministro de Hacienda fue autorizado para que, de acuerdo con la junta directiva del Banco de la República, se abriera en el 
banco un cupo de crédito al gobierno por la suma de $6 millones. En los meses siguientes el Banco de la República aumentó 
en forma rápida los créditos al gobierno, que llegaron a $14,8 millones a mediados de 1932. Estas operaciones 
constituyeron la principal fuente de expansión monetaria y contribuyeron a estimular la actividad productiva. 


La política de emergencia logró el objetivo de elevar nuevamente el ritmo de crecimiento de la economía entre 1932 y 1934 
y los precios internos dejaron de caer. En 1932 el PIB se expandió a un ritmo de 6,6 % anual. La deflación, sin embargo, 
persistió; solamente hasta 1933, los precios al consumidor volverían a subir y la inflación sería de 5,5 % en el año, después 
de cuatro años de deflación. La reanimación de la demanda fue rápida y la expansión económica más dinámica en los 
sectores que habían sufrido con mayor intensidad los rigores de la crisis, como la construcción y la producción de algunas 
manufacturas. En 1934 la perspectiva económica era completamente diferente a la de los tres años anteriores. 


UNA DÉCADA DE AVANCE EN LA MODERNIZACIÓN DEL PAÍS 


La década de los años veinte aceleró el proceso de modernización de Colombia. Si en los finales del siglo XIX se percibía el 
espíritu capitalista en Medellín y en Bogotá, para 1930 era evidente que la expansión cafetera y el auge económico habían 


sentado las bases de una “sociedad capitalista”176. No solo eso. Las reformas institucionales de 1923 crearon la capacidad 
del Estado para intervenir en la marcha de la economía. El crecimiento de la industria manufacturera dio lugar a la 
migración del campo hacia las ciudades y al incremento del ritmo de urbanización del país. El manejo del café —transporte 
interno y embarque en los puertos— generó, a su vez, el surgimiento de nuevos grupos sociales, fenómeno que se reforzó 
con la contratación de mano de obra asalariada por parte de las nuevas empresas industriales. Los colonos, aparceros e 
indígenas se enfrentaron con los hacendados en su afán por acceder a la propiedad de la tierra o, al menos, de mejorar las 
condiciones de su trabajo177. 


La estructura social colombiana se modificó en la segunda y en la tercera década del siglo XX. La política tenía que 
cambiar, como en efecto lo hizo cuando en 1930 terminó la hegemonía del Partido Conservador y fue elegido presidente de 
la República el liberal Enrique Olaya Herrera, quien se encargó de liderar la transición hacia un período de 
administraciones en cabeza del Partido Liberal, conocido como la República Liberal, que se prolongó hasta 1946. Por 
último, la Iglesia católica comenzó a perder poder político y la vida nacional a “secularizarse”. Se combinaron, entonces, 
una serie de condiciones características de los procesos de cambio y modernización178. 


Los cambios fueron más allá de los relacionados con la estructura económica, la social y la política. Hubo una apertura 
cultural y tecnológica al mundo, que se encontraba también, en una era de cambio acelerado, en todos los aspectos, después 
de la Primera Guerra Mundial. En 1919 había aparecido el avión y se había formado la primera línea de aviación comercial 
de América Latina en Barranquilla. El automóvil comenzaba a servir de medio de transporte de las clases adineradas en las 
ciudades. E hicieron su entrada al país el cine y la radio. Todo lo cual impactaría el comportamiento de las gentes. La 
sociedad dejó de ser exclusivamente pastoril y parroquial. Ahora podía hablarse de un contacto más estrecho con la 
civilización, que alteraba las mentalidades y la visión del mundo179. 
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"Las élites regionales aparecían ya crecientemente unificadas en el plano nacional, dirigidas por una burguesía que giraba 
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Capítulo IV 
EL CAFÉ Y LA FEDERACIÓN NACIONAL DE CAFETEROS 


Los ritmos de crecimiento de la economía entre 1905 y 1930 —5,5 % anual en promedio— fueron los más altos del siglo XX. 
La tasa de incremento de la población colombiana osciló, durante las tres primeras décadas del siglo, alrededor del 2 % 
anual, con lo cual este período fue, también, de rápido crecimiento del producto por habitante180. El fenómeno aceleró el 
tránsito de una sociedad atrasada, con formas precapitalistas de organización económica, a una sociedad moderna. 


Si bien la economía cafetera empezó a despegar hacia 1870 en Santander y en Cundinamarca, el deterioro de los precios 
externos y las dificultades de transporte originadas en la guerra de los Mil Días pusieron fin a esa primera ola 
expansionista. La segunda tomaría fuerza definitiva en los años diez del siglo XX. La producción de café se multiplicó por 
seis entre 1905 y 1930, al pasar de 500.000 sacos de 60 kilos por año a 3.000.000. En el mismo período el PIB se 
multiplicó por tres; por consiguiente, se elevó la participación del café dentro del PIB. A su vez, la participación del café en 
las exportaciones totales del país pasó de 34,1 % en 1909 a 77,4 % en 1922 y las exportaciones del grano aumentaron su 
participación dentro de las mundiales de 2 % en 1905 a 8 % en 1917, aunque Brasil en esos años mantuvo la posición 
dominante en el mercado181. 


La expansión del cultivo y la exportación del café en el curso de las primeras décadas del siglo estuvieron tras buena parte 
de los cambios económicos, políticos, sociales y culturales que se experimentaron en los finales de la tercera década, con 
repercusiones notables sobre el devenir de la sociedad colombiana. 


EL CAMBIO EN LA ESTRUCTURA DE LA PRODUCCIÓN CAFETERA EN LAS TRES PRIMERAS DÉCADAS DEL SIGLO XX 


El desplazamiento de la producción cafetera del centro y el oriente del país hacia el occidente se acentuó entre 1913 y 
1932. En este último año, el departamento de Caldas daba cuenta ya del 30 % de la producción total del país y, junto con el 
de Antioquia, del 47 % del total. Por contraste, en 1932 la producción del departamento de Cundinamarca, en el centro del 
país, no alcanzaba el 12 % de la total, cuando en 1900 había representado el 38 % y, en 1913, el 20 %182. 


Las montañas de Caldas eran especialmente apropiadas para sembrar café. Robert Bates comenta que “el café se cultivó en 
tierras para las que había pocos usos alternativos o en tierras que eran baratas”. Además, continúa, “el café era uno de los 
pocos productos que compensaban el costo de transporte desde esas zonas relativamente inaccesibles”, por lo que “se 
convirtió en el cultivo preferido en las zonas montañosas del centro y el occidente del país”183. 


El café modificó la estructura de “las dos Colombias”. Una, que había sido importante en la época de la Colonia y durante la 
primera mitad del siglo XIX, la del oriente —agrícola y productora de artesanías— y en donde habían existido la, 
encomienda, primero, y el latifundio, después, cedió su primacía en los primeros años del siglo XX a la de occidente, que 
había sido “esclavista y minera”184. Sin embargo, la producción de café en Colombia tuvo la virtud de arraigarse en todas 
las regiones montañosas del país, a diferencia de lo que había ocurrido con el tabaco, la quina o el añil. Pero su 
concentración principal fue en el occidente, con lo cual cambió la estructura económica regional del país sin que se hubiera 
extinguido “el dualismo fundamental de la economía colombiana”185. 


No existe información plenamente confiable sobre el traspaso de terrenos baldíos a los colonizadores de Antioquia y el 
Viejo Caldas. Los datos oficiales recopilados por Marco Palacios señalan que entre 1823 y 1931 se titularon, en estos 
departamentos, 1.235.000 hectáreas, 65 % de las cuales se concedió antes de la era del café; es decir, con anterioridad a 
1870 y a la expedición del Código Fiscal de 1873 y la Ley 48 de 1884, que establecieron los principios básicos para la 
adquisición de baldíos. Por esta circunstancia, para Palacios “no sería sorprendente encontrar [...] una posterior 
fragmentación predial debida no solamente a la acción del derecho sucesorio, sino a compraventas, puesto que la 
colonización dio lugar a un mercado de tierras muy activo”. Además, “las dificultades administrativas para adquirir baldíos 
llevaron a muchos colonos independientes a hacer el sacrificio de ahorrar y comprar tierra a antiguos concesionarios”186. 


Para Palacios, “la estructura de la tenencia de la tierra que se derivó de la adjudicación de baldíos no podría considerarse 
como “democrática o igualitaria”. Hubo choques continuos y violentos entre los colonos pobres y los concesionarios 
antioqueños —más interesados estos últimos en abrir campo para la ganadería en tierras planas—, lo que condujo a que los 
colonos pobres encontraran oportunidades de supervivencia en tierras de ladera, sembrando café”187. 


A mediados del siglo XIX no solamente se introdujo el café en Antioquia, sino pasto de engorde, el “pará”; los colonizadores 
antioqueños descuajaron el monte en las hoyas de los ríos —el Cauca, el Magdalena y el Porce— para establecer allí fincas 
ganaderas. En Antioquia se dieron simultáneamente los fenómenos de colonización para una actividad extensiva, la 
ganadería, y una intensiva, que prosperaba mejor “cultivada en pequeño, en el huerto y en la familia; de mejor calidad y 
con mayor rendimiento y beneficio por planta y por brazo”188. 


Hacia 1925 predominaba la producción de café con base en parcelas de menos de 200.000 árboles. En el total de la 
superficie cafetera del país este tipo de finca representaba el 60,3 %, al tiempo que, en 1925, en Caldas y en el Valle, las 
parcelas con menos de 20.000 cafetos constituían el 82,3 % y el 88,4 % de la superficie cafetera total189. Siete años más 
tarde estos porcentajes se habían elevado a 70,2 % y, para el caso de Caldas y el Valle, a 88,1 % y 88,9 % respectivamente. 
Es interesante comprobar, en la misma estadística, que la superficie de Cundinamarca en parcelas pequeñas se incrementó 


en estos años de 27,4 % a 44,7 % de la superficie total, confirmando el fenómeno de la parcelación de las grandes haciendas 
y de la misma colonización que tuvo lugar en esta parte del país. 


La organización de la economía cafetera sufrió un cambio notable en los primeros treinta años del siglo XX. En Colombia 
pasó a dominar el cultivador pequeño, destronando al “hacendado”, lo que hizo la caficultura más eficiente y productiva. 
Esto por cuanto, como lo señalan Nugent y Robinson, en la producción de café no hay economías de escala, y la siembra y la 
cosecha de café es intensiva en trabajo y necesita mucho cuidado, especialmente si se quiere producir café de alta calidad, 
para lo cual “los cultivadores pequeños tienen mejores incentivos que los trabajadores de las plantaciones grandes”190. 
Además, la producción en muchas parcelas pequeñas obligó a la élite a conceder derechos de propiedad sobre la tierra y 
aprobar leyes para proteger a los pequeños propietarios191. 


EL DESARROLLO DEL TRANSPORTE Y EL CAFÉ 


La topografía de la zona cafetera del occidente colombiano, en las estribaciones de la cordillera, constituía un obstáculo 
enorme para la exportación del café. Era necesario comunicar la región cafetera tanto con el rív Magdalena como con el 
puerto de Buenaventura en el Pacífico. Algo similar ocurría, desde luego, en las regiones cafeteras de Cundinamarca y 
Santander. Antes del ferrocarril, el café exportado se transportaba a lomo de mula y de buey, por caminos de piedra, hasta 
los puertos ribereños del Magdalena: principalmente Girardot, Honda, Puerto Salgar, Puerto Berrío y Puerto Wilches. 


El primer ferrocarril construido en Colombia fue el de Panamá, que comunicaba a los dos océanos y se puso en servicio en 
1855. Pero la construcción de ferrocarriles se inició en forma a finales de la década de los sesenta del siglo XIX cuando 
comenzó la obra de los 28 kilómetros que unieron a Barranquilla con Puerto Colombia en la Costa Caribe colombiana. A su 
turno, en 1874 se dio comienzo a la construcción de la línea Medellín-Puerto Berrío y cuatro años más tarde a aquella entre 
Cali y Buenaventura. La primera se terminó en 1914 y la segunda en 1915; es decir, las obras respectivas se prolongaron 
por 40 y 37 años. La topografía, los problemas fiscales, las guerras civiles —en particular la de los Mil Días— y el 
incumplimiento de los contratos afectaron notoriamente el ritmo de las obras192. En el gobierno del presidente Reyes se 
otorgó prioridad a la construcción de ferrocarriles, financiada primordialmente mediante el sistema de concesiones a 
inversionistas privados extranjeros, y se ereó el Ministerio de Obras Públicas con el propósito de “regular, organizar y 
administrar todo lo relacionado con la dotación de infraestructura pública”193. Durante el mandato de Reyes la red 
ferroviaria se multiplicó 1,6 veces; en 1910 se habían tendido aproximadamente 1000 kilómetros de vías ferroviarias194. 


En 1910 la producción anual de café en el departamento de Caldas era de 200.000 sacos, que se exportaban por la vía de 
Honda en el río Magdalena. Transportar este volumen de producción requería 8.300 bueyes por caminos de herradural95. 
De ahí el interés de los dirigentes de Manizales en la promoción de la construcción de un ramal ferroviario que comunicara 


ala ciudad con el Ferrocarril del Pacífico y, también, de un cable aéreo que permitiera llevar el café a Honda para allí 
embarcarlo por el río hasta Barranquilla. 


La construcción de la línea férrea entre Manizales y Cartago comenzó en 1911 y tomó 16 años; la del cable aéreo, que se 
otorgó en concesión a The Dorada Railway (Ropeway Extension) Limited, a la cual se incorporaron minoritariamente unos 
pocos inversionistas manizaleños, se inició en 1913 en Mariquita y concluyó en Manizales en el segundo semestre de 1921. 
En este último año se transportaron por el cable 10.767 toneladas de carga —café en su gran mayoría—, volumen que 
ascendió a cerca de 40.000 toneladas en 1927 y de 50.000 en 1950. Se ha estimado que el cable aéreo Manizales-Mariquita 
movilizó durante su existencia 1,5 millones de toneladas. En 1951, doce años antes de su vencimiento, los ingleses 
renunciaron a la concesión, que revirtió entonces a la nación junto con el Ferrocarril de Caldas. Hacia 1960 el cable dejó de 
prestar su servicio, desplazado por la carretera196. 


En la década de los veinte la construcción de ferrocarriles avanzó a un ritmo acelerado. Especialmente entre 1925 y 1929, 
en buena parte como consecuencia del pago de la indemnización de los Estados Unidos a Colombia y del acceso de la nación, 
los departamentos y los municipios al endeudamiento externo. De hecho, el sector de los ferrocarriles fue el que más se 
benefició de estos recursos, “pues se le asignaron más de US $16 millones, es decir, el 65 % del total”197. En 1930 ya se 
contaba con 2.549 km de ferrocarril; en siete años se habían tendido 1.000 km de rieles. 


Ahora bien, mediante la utilización de técnicas estadísticas se estableció la existencia de una relación de causalidad en 
ambas direcciones entre la exportación de café y la ampliación de las vías férreas. La exportación del grano condujo a la 
construcción de los ferrocarriles, y esta, a su vez, impulsó las mayores exportaciones198. Sin embargo, el efecto de los 
cambios, tanto en las exportaciones como en la mayor longitud de los ferrocarriles, fue limitado en el tiempo. La 
explicación reside en que el transporte por ferrocarril fue “rápidamente sustituido por las carreteras y perdió importancia 
en el transporte de carga”199. De tal manera que, de acuerdo con Urrutia, “como los ferrocarriles se construyeron 
relativamente tarde en comparación con otros países, el efecto positivo sobre la economía fue limitado. En el caso del café, 
el producto se transportó inicialmente en mulas y luego por carretera. El uso de los ferrocarriles fue transitorio aunque 
benéfico”200. 


ANTECEDENTES DE LA FEDERACIÓN NACIONAL DE CAFETEROS 
El tránsito de una economía en la cual predominaban el latifundio y las haciendas hacia una de muchos y pequeños 


cultivadores de café —que era, además, el principal producto de exportación del país— modificó la estructura económica e 
institucional y redistribuyó el poder político en Colombia. 


En la segunda mitad de los años veinte surgió un nuevo poder de facto en Colombia: el de los cafeteros. El crecimiento 
económico y el flujo de capitales hacia el país con posterioridad al ingreso de la “indemnización” por la pérdida de Panamá 
en 1923 dieron lugar a nuevos conflictos y pugnas por el poder político entre los grupos económicos de las diferentes 
regiones del país y los políticos “profesionales”. Los primeros buscaban conformar una “burguesía a escala nacional”, en un 
momento en el cual la industria manufacturera daba sus primeros pasos. Los segundos giraban alrededor de un gobierno 
nacional pequeño y débil y derivaban “su posición, prestigio y poder de su vinculación con el gobierno y el acceso al 
presupuesto”201. 


Ese ambiente da origen a los gremios, conformados por “hombres de trabajo” fuera del mundo de la política profesional. La. 
intervención del Estado en la economia, institucionalizada en 1923, hizo necesaria la agrupación. Era la consecuencia 
misma de la modernización de los años veinte que “sacó a la política y a los gremios del confinamiento de los clubes”. Había. 
que crear organizaciones “formales, estables y con relaciones sistemáticas con el Estado, la clase política y la opinión 
pública”202. 


Los cafeteros habían intentado organizarse gremialmente cuando crearon en 1904 la Sociedad de Productores de Café, que 
se convertiría, dos años más tarde, en la Sociedad de Agricultores de Colombia (SAC)203. Con la expansión de la 
producción del grano y las oscilaciones de los precios internacionales hubo en la década de los años diez otros intentos de 
agrupación gremial. Convocado por la SAC, en agosto de 1920 los productores de café organizaron el primer Congreso 


Nacional de Cafeteros, preocupados por la caida del precio internacional que se registró al concluir la Primera Guerra 
Mundial. 


El gobierno acogió bien las deliberaciones de este primer congreso cafetero, que se realizaba en una coyuntura muy difícil, 
y exaltó la unión de los productores de café, al tiempo que ofreció su “colaboración franca y decidida para sacar adelante 
vuestros anhelos de redención”204. Este congreso “aprobó un proyecto de ley para la valorización del café, el cual 
establecía un organismo que interviniese en el mercado mediante el almacenamiento del grano, proyecto que no tuvo 
apoyo legislativo [...] Se conformó también una junta delegataria con el encargo de supervisar los programas de 
valorización y defensa del café colombiano, de cuya gestión no quedó vestigio alguno”205. 


Además de diagnosticar las causas de la baja en el precio internacional y los obstáculos que impedían la eficiente 
exportación de café —el transporte y la falta de crédito, principalmente—, en el Congreso se planteó la organización de un 
“sindicato de cultivadores cafeteros”. Este proyecto venía contemplándose desde hacía algunos años y se habían ereado 
uniones cafeteras en Manizales y en Medellín. Lo que es interesante es que en este planteamiento podría encontrarse la 
raíz de la que habría de ser posteriormente la estructura de “comités” de la Federación Nacional de Cafeteros. 


En el Congreso de 1920, José María Pinto Valderrama definió un sindicato como el “agrupamiento de un gremio, sea de 
trabajadores, empresarios, patronos o agricultores, que se unen para propender por la defensa y el adelanto de los 
intereses de su respectiva industria”. Y sugirió, a renglón seguido, que, en Colombia: 


[...] podrían constituirse los Sindicatos de Cultivadores de Café, a la manera en que lo están los Sindicatos Agrícolas 
Franceses, formados en virtud de la ley francesa de 24 de marzo de 1884. Se agrupan allí los agricultores por municipios o 
comunas, provincias y departamentos. Cada Sindicato goza de personería civil o jurídica, una vez aprobados sus estatutos 
por la autoridad pública y queda representado, respecto de terceros, por su respectivo Presidente. Los Sindicatos locales se 
adhieren luego a la unión regional, que es algo como una reunión de sindicatos locales. Tales Sindicatos no ahorran medios 
para trabajar por la prosperidad de su industria; compran al por mayor, por cuenta de sus miembros, los abonos que 
obtienen y que hacen transportar a precios reducidos y cuya calidad verifican; aseguran la venta de los productos agrícolas 
de los socios sindicalizados; les procuran los útiles necesarios a los precios más reducidos, sin perjuicio de la calidad, 
organizan y propenden por el establecimiento del crédito agrícola; generalizan los seguros agrícolas y obtienen de las 
Compañías Aseguradoras condiciones ventajosas206. 


No solamente la futura estructura de la organización cafetera se esbozaba en la exposición del señor Pinto. Allí mismo se 
recomendó la creación de bancos para servir a los agricultores, preferentemente a los productores de café, así como 
“organizar y agenciar, sobre bases más ventajosas que las de los comisionistas extranjeros, la exportación y venta de café 
y demás artículos exportables de los productores afiliados al Sindicato, nombrando agentes de reconocida honradez, para 
las ventas en el exterior, y procurando desvirtuar la acción perturbadora de los trusts norteamericanos”207. Igualmente 
se preveía que el productor pudiera exportar “por conducto del Sindicato, sus frutos, con la doble ventaja de la reducción a 
un mínimo de sus gastos, y de que las ventas se llevarían a cabo por agentes, no solamente honorables sino interesados en 
obtener el más favorable resultado”. Y terminaba el señor Pinto, “todo esto y mucho más, que no escapa al ilustrado 
criterio de los miembros del Congreso Cafetero, podría llegar a ser el fruto de la Federación de las Sociedades Sindicales de 
productores de café”208. 


La comercialización del café atravesó dos fases entre la iniciación de la exportación del café y la crisis mundial de 1920- 
1921. Una, hasta el comienzo de la Primera Guerra Mundial, durante la cual los exportadores llevaban a cabo el negocio 
con sus propios recursos. Los comerciantes nacionales y los grandes hacendados cafeteros controlaban no solamente una 
parte de la producción, sino eran propietarios de las trilladoras de café y, a su turno, suministraban dinero a los tenderos 
locales, quienes hacían anticipos sobre el café a los pequeños y medianos cafeteros y con ello se aseguraban el suministro 
del grano para la exportación. Los exportadores más grandes establecieron casas comerciales (“comisionistas”) en Nueva 
York y Londres, “cuyos negocios estaban estrechamente relacionados con los de las correspondientes casas de exportación 


en el país; su considerable número de negocios dependía evidentemente de los créditos conseguidos por sus filiales 
comisionistas en los centros financieros mundiales”209. La segunda fase se inició en el primer semestre de 1918 y tuvo su 
auge entre fines de 1920 y mediados de 1923, cuando declinó rápidamente por la liquidación del Banco López. Durante 
esta, se produjo la entrada al país de los bancos extranjeros, tanto norteamericanos como europeos, que controlaron “en 
forma prácticamente monopolista el comercio de exportación”210. La entrada al país de los bancos extranjeros fue 
producto de la quiebra de “todas las empresas colombianas establecidas en Nueva York” en 1920 como consecuencia de la 
baja de los precios del café en ese año211. Algunos bancos colombianos recibieron una fuerte inyección de capital por parte 
de inversionistas extranjeros y otros definitivamente desaparecieron. Entre 1924 y 1930 subsistió el predominio del 
capital extranjero y, simultáneamente, “la competencia entre las casas tostadoras norteamericanas, inglesas y alemanas, y 
algunas firmas nacionales más pequeñas”212. 


Al iniciarse los años veinte, la producción de café se acercaba a los dos millones de sacos; para 1925 ascendió a los dos y 
medio millones de sacos y su exportación representó el 80 % de las exportaciones del país213. El café era la columna 
vertebral de la economía colombiana; los cafeteros así lo comprendieron. Por ello consideraron que era todavía más 
importante que en el pasado reciente promover la defensa, la expansión y la estabilidad de la actividad cafetera. Su poder, 
además, era reducido frente a las casas comerciales del exterior que dominaban en la comercialización del grano, lo cual 
implicaba que el precio interno —el que se reconocía al productor— en muchos casos no alcanzara el 50 % del 
internacional214. 


Los cafeteros, además, no estaban satisfechos con su representación a través de la SAC: “La importancia creciente del café 
para la economía y su vulnerabilidad a los factores externos requerían una organización más amplia e inclusiva que 
representara los intereses de los cultivadores de café pequeños y grandes”215. El auge económico entre 1924 y 1928 y, en 
particular, los programas de construcción de obras públicas tuvieron como consecuencia la elevación de los salarios y el 
desplazamiento de mano de obra de las zonas cafeteras hacia aquellas en donde se llevaban a cabo proyectos de carreteras 
o ferrocarriles. 


El incremento de la demanda agregada de la economía condujo, además, a un fenómeno inflacionario por cuanto la 
producción interna de alimentos no respondió y sus precios subieron. El fenómeno se hizo crítico en 1926 y dio lugar ala 
expedición de la Ley 3* de 1926, llamada “de emergencia”, mediante la cual se redujeron los aranceles correspondientes a 
la importación de alimentos, lo que suscitó un fuerte debate entre los agricultores. Aquellos que no se dedicaban al cultivo 
del café se opusieron agresivamente a la medida del gobierno, al tiempo que los hacendados cafeteros se manifestaron de 
acuerdo con ella, preocupados como estaban con la elevación de los salarios216. Esta división implicó, forzosamente, una 


ruptura dentro de la Sociedad de Agricultores de Colombia (SAC). Los cafeteros consideraron que esta agremiación no 
representaba más sus intereses y vieron llegada la hora de armar su propia agrupación217. 


En mayo de 1927 se daban las condiciones para la organización de un gremio cafetero. La Revista Nacional de Agricultura, 
publicada por la SAC, se refería a la necesidad de que los cafeteros, siendo el grupo que contaba con las fuerzas “más 
poderosas y efectivas” y con “más intereses para salvaguardar”, se organizaran y contaran con sus voceros218. 


LA FUNDACIÓN DE LA FEDERACIÓN NACIONAL DE CAFETEROS DE COLOMBIA 


En este entorno, la Sociedad de Agricultores de Antioquia convocó la realización del II Congreso Nacional de Cafeteros que 
se celebró en Medellín entre el 21 de junio y el 1* de julio de 1927. A este congreso se invitaron delegados de los 
departamentos y de las intendencias, lo mismo que a un representante del gobierno nacional. En total acudieron “29 
delegados en representación de 15 departamentos, la intendencia de Chocó, las Sociedades de Agricultores de Antioquia, 
Caldas y Magdalena y el Ministerio de Industrias”219. Como presidente del Congreso actuó el ex presidente de la República 
Carlos E. Restrepo y como delegado del gobierno Nacional el señor Julio C. Gaitán. El ministro de Hacienda, Esteban 
«Jaramillo, se hizo presente en los últimos días de la reunión, en calidad de invitado especial220. 


El II Congreso Nacional de Cafeteros aprobó la constitución de la Federación Nacional de Cafeteros como una agremiación 
que congregaría “a los interesados en la industria del café de las diferentes secciones del país”. Definió, igualmente, la 
creación del Comité Nacional de Cafeteros “como cuerpo permanente de la Federación, con la máxima autoridad sobre la 
misma, mientras no estuviese reunido el Congreso Cafetero” y le fijó sus principales funciones221. Uno de los siete 
miembros del Comité sería nombrado por el gobierno Nacional. En los congresos cafeteros también debería estar presente, 
con voz y voto, un delegado del gobierno. 


El Congreso Cafetero no estableció funciones para la Federación ni mecanismos para financiarla. Sin embargo, desde su 
primera reunión, el Comité Nacional comenzó a discutir la posibilidad de diseñar un impuesto especial (que se denominó 
jurídicamente sui géneris) sobre la industria cafetera y, en la segunda, por iniciativa del gobierno nacional, se consideró un 
proyecto de ley sobre “protección y defensa del café” que preveía la implantación de un impuesto sobre las exportaciones 
de café, “obligando al Gobierno Nacional, mediante un contrato entre él y la Federación, a entregar todo el producto del 
impuesto a esta agremiación”222. La condición impuesta por el gobierno era la firma del contrato y el compromiso de la 
Federación de utilizar los recursos para los fines pactados en el mismo documento. El proyecto de ley se convirtió en la Ley 
776 de 1927 —que se reglamentó en febrero de 1928 mediante el Decreto 355 del 25 de febrero— y el contrato de prestación 
de servicios, “que permitió empezar a recaudar el impuesto, se firmó el 16 de abril de 1928 y entró en vigencia poco 
después del 15 de octubre del mismo año"223. 


El inicio de las actividades de la Federación Nacional de Cafeteros fue traumático. Desde mediados de 1928 comenzaron a. 
caer los precios internacionales del café, primero en razón de la gran cosecha de Brasil y, en 1929, por el estallido de la. 
crisis económica mundial. En sus primeros tres años de vida, la Federación fue una entidad frágil; el gobierno se demoraba 
en el pago del impuesto sobre las exportaciones y “sus dirigentes se limitaban a federar” miembros, hacer antesala en las 
oficinas de los ministros y formular declaraciones de prensa. La agremiación parecía orientarse hacia un tipo de 
*federación de cultivadores' de todo tipo, grandes y pequeños, y a ganar legitimidad para intervenir en el mercado interno. 
Sus recursos organizacionales eran insignificantes y los grupos regionales tenían mucha fuerza y autonomía”224. 


Así lo reconoció el mismo ministro de Industrias del gobierno de Enrique Olaya Herrera cuando, en diciembre de 1930, 
intervino en el IV Congreso Cafetero Nacional a nombre del gobierno, al afirmar que le faltaba “realidad a la existencia de la 
Federación” y lo que funcionaba era el Comité Nacional de Cafeteros, por lo cual era de “capital importancia desarrollar una 
activa labor de propaganda, que vincule de manera efectiva al productor del municipio con la Federación, de manera que 
aquel comprenda y sienta los beneficios de esa Sociedad”225. 


El logro más importante de los primeros años de la Federación fue la organización y puesta en marcha de los almacenes 
generales de depósito, figura financiera a través de la cual se hacía posible almacenar el café, entregando al productor o a la 
misma Federación “bonos de prenda” y “certificados de depósito”, que podía descontar en una entidad bancaria. La 
legislación que contempló la creación de los almacenes se había aprobado en la primera mitad de los años veinte, y en el 
contrato entre el gobierno y la Federación se estableció que esta última los organizara, lo que no había sucedido todavía. 
Por esta razón, al sobrevenir la crisis de 1929, la Federación procedió rápidamente a hacerlo. Se abrieron almacenes en 
locales alquilados en Medellín, Manizales, Girardot, Cali y Honda. En ese momento, también, la Federación comenzó a 
recibir préstamos del Banco de la República226. 


LA FEDERACIÓN DE CAFETEROS Y LA POLÍTICA ECONÓMICA DURANTE LA CRISIS ECONÓMICA 


En diciembre de 1930, en el IV Congreso Cafetero Nacional, se nombró gerente de la Federación al antioqueño Mariano 
Ospina Pérez, quien se desempeñaba, a su vez, como representante a la Cámara. Como consecuencia de la crisis, el 
producto interno bruto había iniciado su contracción, el precio del café iba hacia abajo —lo mismo que las reservas 
internacionales— y la deflación, que comenzó en 1929, se estaba agudizando. El país experimentaba una depresión 
económica. 


El mismo Congreso Cafetero de diciembre de 1930 aprobó una proposición en la cual se autorizó al Comité Nacional de 
Cafeteros y a la gerencia de la Federación a gestionar, “por todos los medios a su alcance, la creación de un establecimiento 
de crédito agrario, destinado a hacer préstamos a los agricultores y, en especial, a los pequeños productores de café, en la 


forma de prenda agraria y en las condiciones posibles”. Igualmente se autorizó al Comité para invertir en el capital de ese 
establecimiento de crédito hasta $400.000, “a condición de que el capital inicial efectivo del banco no sea menos de $2 
millones, y de que en la junta directiva de dicho establecimiento haya un representante de la Federación”227. 


En el primer semestre de 1931 el Congreso aprobó la Ley 57 que creó la Caja de Crédito Agrario; el papel de Ospina Pérez 
como parlamentario (fue quien presentó el proyecto de ley respectivo) y, simultáneamente, como gerente de la Federación 
fue decisivo para el paso de esta ley por el Congreso228. El mismo Ospina Pérez sería el representante de la Federación en 
la junta directiva de la Caja. Para los cafeteros la actividad inicial del nuevo banco era muy urgente. La deflación hacía 
imposible servir las deudas hipotecarias adquiridas con anterioridad a la crisis. De acuerdo con Ocampo, “los precios 
internos se redujeron en un 60 % aproximadamente entre 1928 y 1932. Una misma deuda valía así dos veces y media más 
en términos de café en 1932, en comparación con los años de bonanza de la década del veinte”229. 


En el mismo semestre, la Ley 23 de 1931 creó el Consejo de Economía Nacional, en el cual, además del gobierno, tendrían 
representación los gremios, en particular la Sociedad de Agricultores de Colombia y la Federación Nacional de Cafeteros. 
Fue un primer paso en la dirección del corporativismo para conducir los asuntos económicos en el país. 


A su turno, la Ley 82 de 1931, que reformó la Ley 25 de 1923 que había creado el Banco de la República, autorizó la 
ampliación de la junta directiva del Banco para incluir en ella voceros del sector privado no bancario, con miras a 
equilibrar las fuerzas representativas de los sectores económicos en ese cuerpo. A la Federación Nacional de Cafeteros 
correspondería uno de los renglones de la junta; otro se asignó a las cámaras de comercio y a las sociedades de 
agricultores, conjuntamente230. El gerente general de la Federación asistiría a la junta directiva del Banco de la República 
hasta la expedición de la Constitución de 1991, que hizo del Banco un ente autónomo e independiente del gobierno, de los 
bancos comerciales y del sector privado. 


La presencia de Ospina Pérez en la gerencia de la Federación resultó en una ampliación importante de las actividades de la 
entidad. No solamente esta se preocupó por mejorar las condiciones de la deuda de los cafeteros, con resultados 
satisfactorios, sino que comenzó su gestión en procura de obtener ventajas cambiarias; un mejor precio en pesos para el 
dólar recibido por la exportación del café. En septiembre de 1931, al eliminarse el sistema de patrón oro, el Banco de la 
República impuso un régimen de control de cambios con el objeto de proteger el nivel de las reservas internacionales y 
evitar una devaluación abrupta del peso. Fue una especie de patrón oro “controlado” que, sin embargo, dio lugar a que en el 
mercado “negro”, o “paralelo”, el dólar se cotizara a un precio más alto. Esto dio pie para que los cafeteros “presionaran por 
una devaluación”231. Aunque el gobierno fue reacio a ceder a la pretensión de los cafeteros de liberar el cambio, en marzo 
de 1932 otorgó una prima de 10 % a los exportadores de café y, un año más tarde, cuando los cafeteros comenzaron a 


negociar la renovación de la prima, el gobierno introdujo un régimen de cambios múltiples que implicó una devaluación 
tanto para los importadores (10,4 %) como para los exportadores (7,6 %). 


En septiembre de 1933, “la presión de los cafeteros y la acumulación de solicitudes de giros en la oficina de control de 
cambios obligó al gobierno a devaluar, primero a $1,23 por dólar [8,8 %] para exportaciones, y a liberar, un poco después, 
el tipo de cambio”232. Sin embargo, en contra de los deseos de los cafeteros, se les forzó a vender un 15 % de las divisas 
recibidas a la tasa de cambio anterior ($1,23 por dólar), porcentaje que se elevó en el primer semestre de 1934 al 20 %. 
Ese precio reducido, para una porción de los ingresos en moneda extranjera de los cafeteros, se conoció como el “impuesto 
de giros"233. 


En la primera mitad de los treinta la Federación se convirtió en el más importante grupo de presión del país. Ocampo 
describe la manera en la cual los congresos cafeteros no solicitaban tratamientos favorables a los cafeteros por parte de las 
autoridades, sino que las “exigían”. Por ejemplo, el VI Congreso Cafetero aprobó en julio de 1934 una resolución que exigía 
de manera inmediata la abolición inmediata del impuesto de giros, y el VI Congreso, “reunido en octubre de 1935, llegó a 
solicitar al gerente de la Federación y al Comité Nacional de Cafeteros que gestionaran una 'reforma constitucional” 
prohibiendo gravar las industrias agrícolas de exportación”234. 


Al retirarse Mariano Ospina Pérez de la gerencia de la Federación Nacional de Cafeteros a mediados de 1934, por 
discrepancias de criterio con el presidente de la República, Alfonso López Pumarejo, respecto a la política cafetera, la. 
entidad no era solamente una asociación de cultivadores —las actividades de apoyo a los productores de café se habían 
incrementado considerablemente—, sino un factor de poder político en el país, con asiento en las juntas directivas de la 
Caja de Crédito Agrario y del Banco de la República y una estrecha relación con el gobierno nacional en el manejo de la 
política cafetera interna y externa. 


A PROPÓSITO DE UN DEBATE: ¿POR QUÉ SE FUNDÓ LA FEDERACIÓN DE CAFETEROS? 


Para Marco Palacios, “la Federación Nacional de Cafeteros es quizás la institución más difícil de atrapar en una definición y 
los politólogos se han preguntado si se trata de una burocracia, un grupo de interés o una entidad paraestatal; la Corte 
Suprema de Justicia sentó doctrina jurídica de que es una entidad de derecho privado que cumple funciones públicas 
esenciales al interés nacional; en los documentos internacionales la Federación es asimilada a las entidades semioficiales. 
Como burocracia, la Federación Nacional de Cafeteros de Colombia es más eficiente que otros organismos que cumplen 
algunas funciones análogas como el Ministerio de Agricultura, dada su apoliticidad y estabilidad administrativa"235. 


Como grupo de presión, por otra parte, la Federación Nacional de Cafeteros de Colombia no respondía a los modelos de 
acción colectiva elaborados por importantes pensadores de la economía institucional, por estar la agricultura cafetera 
dispersa por el país y por no concentrarse en unos pocos cultivadores, sino, por el contrario, en muchos de ellos. Para 
'Marcur Olson, por ejemplo, la dispersión de los cafeteros por todo el territorio nacional y las grandes dificultades de 
transporte y comunicaciones impedían la adecuada organización de los campesinos cafeteros. De ahí la excepcionalidad de 
la Federación de Cafeteros. Razón por la cual, su fundación y su éxito a lo largo del siglo XX debe atribuirse a otros 
factores; entre ellos, a la estructura de comités locales y regionales236. 


Para Robert Bates, es sorprendente que el impulso para la creación de la Federación Nacional de Cafeteros se hubiera 
originado en áreas en las cuales predominaban los pequeños propietarios por cuanto “los campesinos, por ser pequeños, 
tienen pocos incentivos para organizarse (aunque tengan grandes necesidades)”237. Su explicación, entonces, tendría 
más que ver con la lógica de la competencia electoral que con la de la acción colectiva debido a que, cuando los políticos 
compiten por votos buscan las mayorías y la “agricultura en general y los campesinos productores de café, en particular, 
pueden moldear el uso del poder público para el beneficio de esos campesinos”238. En el caso de Colombia, argumenta 
Bates, “los políticos tienen un incentivo poderoso para delegar el poder del Estado a los agricultores cafeteros privados, lo 
que resulta en la conformación de una institución económica”239. 


La excepcionalidad de la Federación como grupo de presión se encontraría según Bates, por tanto, en reconocer que esta 
fue organizada por los políticos y no por los campesinos. Lo cual, a la hora de la verdad, señalaría que los cafeteros 
colombianos comprendieron que, aceptando la idea de los políticos de organizar la nueva institución, resolverían el 
problema de acción colectiva y encontrarían la forma de defender sus intereses de grupo y promover el avance de la 
industria cafetera en su conjunto240. La Federación Nacional de Cafeteros, como entidad privada con acceso al poder 
público, se convirtió en “un agente que podía resolver las contradicciones entre racionalidad individual y racionalidad 
social, que surgen en los mercados imperfectos debido a la presencia de bienes públicos y de información costosa”241. Lo 
que no quiere decir que no se hubieran presentado enfrentamientos entre la Federación y el gobierno, como el que surgió 
en 1935 y condujo a una primera crisis en la institución. 


La pregunta que se formula Bates es: ¿en dónde se originó el inmenso poder de los cafeteros colombianos? Su respuesta es 
que las élites de hacendados no dominaron la organización que representaba los intereses de los cafeteros, como sí lo 
hicieron en Brasil. Por el contrario, las normas de la Federación permitieron su “independencia de la agricultura de 
plantación”. El poder político de la institución residía en las regiones de pequeños agricultores de Antioquia y de Caldas, lo 
cual explica, entre otras cosas, que hasta ya entrado el siglo XXI el gerente general de la Federación hubiera sido un 
individuo proveniente de esos dos departamentos. Para Bates, entonces, si bien “los intereses de los cafeteros eran tan 


poderosos en Colombia como en Sáo Paulo, no lo eran por las mismas razones”, por lo cual, en vez de recurrir a la teoría de 
los grupos de interés, prefirió centrar “la atención en el papel de la competencia entre los partidos políticos”242. 


Del recuento sobre los antecedentes de la Federación Nacional de Cafeteros y de los sucesos cafeteros a partir de la crisis 
de 1920-1921 —en especial de la quiebra de las casas comerciales de los colombianos y de bancos especializados en la 
financiación de la exportación de café, como el Banco López, lo mismo que la preocupación de los grandes cafeteros por el 
alza de los jornales como consecuencia de la bonanza externa entre 1924 y 1928—, queda en claro que fue un conjunto de 
factores el que condujo a la creación de la Federación y que fueron los grandes hacendados de Cundinamarca y Antioquia. 
los principales promotores de su fundación, a juzgar por la procedencia regional de sus apellidos243. Eran hombres que no 
solamente llevaban a cabo una actividad agrícola, para el éxito de la cual sus tierras se prestaban extraordinariamente, 
sino que tenían la capacidad para ejercer liderazgo entre sus colegas-competidores y para influir en las decisiones del 
gobierno nacional; empresarios, además, que establecieron conexiones con el exterior, de gran utilidad para la financiación 
de su actividad, y que viajaron para conocer, por ejemplo, la caficultura brasilera. Contaron, además, con el apoyo del 
Ministerio de Agricultura. Fue el caso, por ejemplo, de don Jorge Ancízar, director del Instituto Nacional de Agricultura, 
una entidad dependiente del Ministerio de Agricultura. 


'Todo parecería indicar, como lo señala Palacios, que durante los años veinte los grandes agricultores se convencieron de la. 
necesidad de hacer de la presión gremial una función más formal, especializada y técnica, que no surgiera del mismo 
Congreso de la República. Los gremios, entonces, se van definiendo “en función de “los hombres de trabajo' que están por 
fuera del mundo ambiguo e improductivo de los “políticos profesionales'. Esta exclusión de la política es apenas parcial en el 
sentido de que importantes dirigentes regionales o nacionales participan activamente en estas sociedades y tiene un 
sentido muy preciso: busca crear, por encima de los rótulos partidistas, una identificación gremial y clasista y por lo tanto 
sustraerse a la inestabilidad inherente al juego político”244. Un cambio que reflejaba la existencia de un Estado con mayor 
capacidad de intervención, tendencia que venía registrándose en el país desde las reformas institucionales de 1923. 


La Federación fue débil en sus primeros tres años de vida y fue más una federación de cultivadores que cualquier otra cosa; 
representó principalmente a los grandes cafeteros, pues los pequeños no podían llegar al Comité Nacional de Cafeteros, que 
nombraba la mitad de los miembros de los comités departamentales, y estos a la mitad de los comités municipales. Sin 
embargo, a raíz de la crisis mundial y nacional de 1929-1930, la entidad sufrió un remezón fuerte y “rápidamente de 
federación de productores pasa también a servir de vocero de los grandes productores y exportadores. Hacia 1934/35 la 
Federación es una organización cerrada y controlada desde arriba”245. Para ese entonces el gobierno nacional decidió 
tener una mayor injerencia en el manejo de la entidad, ampliando el número de sus representantes en el Comité Nacional 
de Cafeteros. 


Otro asunto es que el sector cafetero se convirtiera en el eje de la política partidista en Colombia. Ambos partidos y sus 
líderes tenían que contar con el favor de los cafeteros para llegar al poder y para gobernar246. Por consiguiente, con la 
expansión del café realizada en pequeñas parcelas y la organización de los cafeteros en la Federación, estos lograron 
actuar de manera colectiva y oponerse con éxito a las políticas gubernamentales y a las intervenciones específicas del 
Estado en su negocio que resultaran contrarias a sus intereses. En otras palabras, a través de una institución económica, a 
la cual se le delegó poder político, los cafeteros colombianos fueron capaces de transformarse en el principal sector 
productivo de la economía colombiana a lo largo del siglo XX. 


Fue un cambio institucional originado en el cambio de poder político. La nueva estructura económica, junto con la 
institucionalidad a la cual dio lugar, no solamente incentivó el crecimiento de la economía, sino que generó un cambio en la 
élite: perdieron el poder los latifundistas y los comerciantes; lo ganaron los campesinos cafeteros y los industriales247. 
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236 Olson, Marcur, “The Exploitation of Agriculture”, en: Pizano, Diego y Chalarca, José (comps. y eds.), Coffee, 
Institutions and Economic Development, Conmemorative Symposium of the 70th Aniversary of the National Federation of 
Coffee Growers of Colombia (1927-1997), Bogotá, Federación Nacional de Cafeteros de Colombia, 1997, pp. 32 y 33. Para 
Olson, Colombia “es un país de valles y de montañas en el cual es difícil trasladarse de un sitio a otro. Es un país en donde 
ha habido un menor grado de explotación de la agricultura si se le compara con la gran mayoría de los países en desarrollo 
[...] Así, mi hipótesis es que la razón por la cual la Federación de Cafeteros es tan fuerte y la razón por la cual ha habido una 
menor explotación de la agricultura tiene que ver con la regionalización natural del país. Porque hay diversos sectores que 
funcionan en las diferentes regiones y todos han sido capaces de compensar el poder de explotación y han tenido el poder 
político para defenderse. La acción colectiva urbana ha sido menos extrema en Colombia; sin embargo, se protegió a la 
industria manufacturera hasta hace muy poco, y las tasas de cambio se fijaron en ciertos períodos, de tal manera que 
afectaron adversamente a los exportadores, especialmente a los de café y productos agrícolas”. 


237 Bates, Robert HL, Política internacional y economía abierta..., p. 81. 
238 Bates, Robert H. “Institutions and Development” en: Pizano, Diego y Chalarca, José (comps. y eds.), op. cit., p. 47. 
289 Ibid., p. 47. 


240 Bates, Robert HL, Política internacional y economía abierta..., p. 85. Para Bates, “la Federación Nacional de Cafeteros 
fue dotada del poder público para castigar el comportamiento oportunista. Se le dio poder para obligar a sus miembros a 


que actuaran de tal forma que aumentara la productividad de la industria en su conjunto. Esto la convirtió en una 
institución económica”. 


241 Ibid., p. 88. 


242 Ibid., p. 112. En su análisis, Bates anota que para los académicos, como Palacios, LeGrand, Machado y Arango, “el 
poder de los caficultores colombianos se apoyaba en los mismos fundamentos que el poder de la agricultura brasileña: la 
disposición y habilidad de las élites privilegiadas para movilizar la industria en defensa de sus intereses”. 


243 En el acta de clausura del II! Congreso Nacional de Cafeteros no aparecen como asistentes políticos personas diferentes 
al expresidente Carlos E Restrepo, quien lo presidió. Los otros delegados fueron hombres de negocios o cultivadores de 
café: Pedro Bernal, Carlos Mallarino, Reinaldo Botero, Enrique Mejía, Roberto Carreño, Juan Medina, Pedro Estrada, 
Alejandro Múnera, Alfredo García Cadena, Carmelo Núñez, Pomponio Guzmán, Ricardo Olano, «Julio C. Gaitán, Gabriel 
Jaramillo, Nicanor Restrepo, José Luis López, Santiago Rozo, Carlos E. López, Joaquín Santamaría, Daniel Uribe Botero, 
Manuel Valencia y Jorge Villamil. 


244 Palacios, Marco, El café en Colombia 1850-197O0..., p. 511. 
245 Ibid. 


246 Como lo explica el mismo Bates: “La estructura de las instituciones políticas, en particular la de la competencia entre 
los partidos, convirtió a los cafeteros en el centro de gravedad de la política colombiana, con poder para decidir el éxito o el 
fracaso de aquellos que aspiraban a gobernar y, también, con la capacidad [...] para derrotar a los funcionarios públicos que 
intentaban poner límites o restringir su comportamiento” (cita en Acemoglu, Daron; Johnson, Simon y Robinson, James, 
Institutions as the Fundamental Cause of Long-Run Growth, Documento CEDE, Facultad de Economía, Universidad de Los 
Andes, 33, 2004, p. 58). 


247 Vale la pena citar unas últimas frases del libro de Bates: “Durante el período anterior a la Segunda Guerra Mundial, la 
industria cafetera se opuso exitosamente a la sobrevaluación de la moneda, eludió los impuestos que causaban distorsiones 
y llevó a cabo una política internacional competitiva en los mercados internacionales. Además, creó una institución 
económica que limitó el comportamiento oportunista, suministró bienes públicos al sector y maximizó el valor de las 
exportaciones creando condiciones para que algunas regiones específicas crearan reputación de buena calidad [...] La 
eficiencia económica se logró en Colombia como un resultado político. Se derivó del poder de la industria cafetera. Este 
poder fue el resultado de incentivos para que los políticos le proporcionaran una institución que pudiera resolver los 


problemas de acción colectiva. Así, los políticos delegaron el poder sobre la política cafetera en los dirigentes de la 
institución” (Bates, Robert H., Política internacional y economía abierta..., p. 122). 


Capítulo V 
CAFETEROS Y GOBIERNO: 
CONFLICTO, CRISIS Y CONSOLIDACIÓN DEL GREMIO 


Los años treinta signaron la suerte de la Federación Nacional de Cafeteros como un poderoso gremio privado en Colombia, 
que habría de tener una influencia decisiva en el manejo de la economía colombiana hasta 1990. Esta definición se produjo, 
paradójicamente, en los años en los cuales se inició en el país la que podría llamarse la era de la intervención del Estado en 
la economía, cuando se ajustó la estructura institucional pública a un nuevo orden económico, social e internacional. 


Los mecanismos de intervención que se adoptaron en estos años cubrieron un amplio radio de acción. Desde los de 
“regulación macroeconómica” propiamente dichos —la política monetaria, la fiscal, la de cambios internacionales y la 
cafetera—, hasta la incorporación en la Constitución, a través de la reforma de 1936, de principios como el de que el Estado 
podía “intervenir por medio de leyes en la explotación de industrias o empresas públicas o privadas, con el fin de 
racionalizar la producción, distribución y consumo de la riqueza, o de dar al trabajo la justa protección a que tiene 
derecho”. Se aprobaron, además, reformas a la tributación y a la legislación agraria. 


Los instrumentos de manejo macroeconómico fueron una respuesta pragmática a los cambios en las condiciones 
internacionales y a la crisis económica, tal como sucedió en los casos del control de cambios, de los créditos del Banco de la 
República al gobierno y de la creación de instituciones de crédito estatales. Y como ocurriría más tarde, al agudizarse la 
caída de los precios del café, a fines de 1937 y principios de 1938, cuando se estableció el control de las importaciones y se 
creó el Fondo Nacional del Café para regular la oferta de ese producto en el mercado internacional. 


El conflicto entre la Federación Nacional de Cafeteros, bajo la gerencia de Mariano Ospina Pérez, y el gobierno, presidido 
por Alfonso López Pumarejo, se dio alrededor de dos visiones diferentes sobre el manejo de la caficultura en el país y, por 
consiguiente, sobre el grado de intervención directa del Estado en los asuntos cafeteros. El punto de discordia fue la 
relación con Brasil; particularmente, si se debían lograr acuerdos con las autoridades cafeteras de ese país para controlar 
la oferta de café en el mercado internacional. La Federación defendía las virtudes de una competencia sin restricciones a 
nivel internacional, en una coyuntura en la cual Brasil buscaba elevar los precios del grano mediante el control de los 
embarques de café. Esta política, costosa para Brasil, sirvió para que Colombia entrara con fuerza en el mercado y 
ampliara sus exportaciones. Como afirma Robert Bates, “Colombia entró sin pagar y cosechó los beneficios de los mayores 
precios de café generados por el Brasil. Brasil quedó entonces con una porción menor del mercado y una proporción menor 
de los beneficios de sus políticas intervencionistas”248. 


LA POLÍTICA CAFETERA INTERNACIONAL EN LOS AÑOS TREINTA 


Desde los inicios del siglo los países productores de café sugirieron la realización de acciones comunes para defender el 
nivel del precio internacional del café debido al incremento en la oferta del grano, especialmente en Brasil. Por la guerra de 
los Mil Días, Colombia no asistió ni a la primera asamblea internacional del café, que se llevó a cabo en México entre 1901 y 
1902, ni a la Conferencia Internacional sobre Producción y Consumo de Café que tuvo lugar en Nueva York en octubre de 
1902. Pero ya desde esas primeras reuniones, el tema de la sobreproducción de café estaba sobre la mesa de 
conversaciones y se planteaba la necesidad de acordar medidas conjuntas para controlar la cantidad de café en el mercado 
y lograr un precio “remunerador y estable” para los exportadores249. 


A finales de los años veinte se convocaron dos reuniones internacionales a las cuales asistieron delegados colombianos; una 
en Nueva York y otra en Sevilla (España) en 1929. En esta última participó Alejandro López 1. C., quien se desempeñaba 
como cónsul de Colombia en Londres, en representación de la Federación Nacional de Cafeteros. En estas conferencias, sin 
embargo, no se adoptaron decisiones de importancia. En noviembre de 1930 se intentó realizar una gran conferencia de 
países productores de café en Nueva York y, aunque hubo reuniones informales entre los delegados de los diferentes 
países, la conferencia finalmente no se llevó a cabo. 


En ese momento en Colombia no había una situación de sobreproducción, por lo cual no se consideraba que se justificara la 
retención de café. Brasil, por el contrario, enfrentaba problemas por el exceso de café y tuvo que suspender la 
intervención, las compras y el almacenamiento de café en 1929 por la insuficiencia de recursos financieros. 


A instancias de Brasil, en mayo de 1931 se reunió la Conferencia Internacional del Café en Sáo Paulo. Esta conferencia 
marcó un hito importante en la historia cafetera colombiana. Estimuló un debate, entre 1931 y 1937, sobre la orientación 
de la política cafetera, que enfrentó a la Federación y al gobierno nacional en cabeza de dos personajes, Mariano Ospina 
Pérez y Alfonso López Pumarejo. Con la reunión de Sáo Paulo, Brasil buscaba que los países productores limitaran por 
algunos años la siembra de café250. 


A la cita de Sáo Paulo acudió Mariano Ospina Pérez en calidad de gerente de la Federación Nacional de Cafeteros, quien se 
opuso decididamente a la propuesta de Brasil de “reducir las siembras, así como a todo intento de limitar 
indiscriminadamente las exportaciones y de fijar los precios de café de modo artificial (es decir, por medio de acuerdos 
previos entre los productores)”251. Esta era la posición oficial del gobierno y de los representantes de todos los 
departamentos productores de café. Así se desprende del telegrama que el Ministerio de Relaciones Exteriores envió a la 
legación de Colombia en Río de Janeiro en vísperas de la reunión de Sáo Pablo, en el cual se afirmó textualmente que 
“Colombia no aceptaría discutir limitación directa o indirecta de producción o siembras, prorrateo o limitación 


exportaciones, ni medidas encaminadas a la fijación artificial de precios”252. La posición colombiana bloqueó la 
Conferencia de Sáo Paulo, que terminó recomendando la creación de la Oficina Internacional del Café para organizar las 
estadísticas de producción y consumo de café y abrir nuevos mercados para el grano, entre otras funciones. 


En 1933, Alfonso López Pumarejo, en la Conferencia Económica Mundial de Londres, aseguró a la delegación del Brasil que 
los intereses de Colombia en materia de política internacional cafetera no eran “antagónicos” con los de la industria 
cafetera del Brasil. López pensaba —y esa continuó siendo su posición en la Presidencia de la República entre 1934 y 1938 
— “que era más sensato pensar en una política de colaboración con el Brasil, desde el punto de vista político y desde el 
punto de vista económico”283. Para él, el interés nacional estaba en “la defensa de la industria ya creada, no en la posible 
expansión de cultivos que en vez de ayudar a beneficiarla podrían ayudar a deprimirla”254. 


En noviembre de 1933, Ospina dirigió una larga carta a López, quien se encontraba en Montevideo, en la cual le instaba a 
visitar Brasil y le presentaba sus ideas sobre la política cafetera a seguir, contrarias a las de López, quien, como se vio, en 
declaraciones a la prensa se había mostrado partidario de limitar la producción cafetera colombiana. 


La carta de Ospina contenía catorce puntos en los cuales defendió la no existencia de una superproducción de cafés suaves 
en el mundo, sino un mercado en expansión que Colombia debería aprovechar. Para Ospina, a pesar del notable incremento 
de la producción cafetera que había tenido lugar en el país en tan poco tiempo, apenas se estaban empezando “a desarrollar 
nuestras posibilidades [...] Hay sobre todo algunos departamentos, como Nariño, Huila, Cauca, Magdalena, Boyacá, etc., en 
donde hay abundancia de brazos baratos y tierras adecuadas para el cultivo del café que podrían desarrollar 
admirablemente esta industria [...] Los mismos departamentos que hoy están a la cabeza de la producción, tales como 
Caldas, Antioquia, Tolima, Valle, etc., tienen todavía enormes posibilidades a este respecto”255. Colombia, además, era el 
país que venía aumentando más rápidamente sus exportaciones, lo que resultaba muy significativo, pues lo había logrado 
“justamente en los años en que nuestro país estaba bajo el influjo de la fiebre de las obras públicas, que trajo una gran alza. 
de jornales y una apreciable escasez de brazos en varias secciones del país”256. Para Ospina, un país que, como Colombia, 
había aumentado su participación en el consumo mundial de café de 2,99 % en 1905 a 14,57 % en 1933 era el que “tenía un 
porvenir más claro respecto de esta industria, relativamente a la situación actual, y guardadas proporciones de producción 
con el Brasil”.257 


Otros de los argumentos de Ospina se referían a la posibilidad de que la limitación de siembras llevara al “desplazamiento 
de la población o del excedente o aumento anual de esta en las zonas medias, hacia las zonas bajas e insalubres de clima 
húmedo y enervante, pues las mesetas frías ya están densamente pobladas”; a que las divisas generadas por la exportación 
de café eran insustituibles “para atender las crecientes necesidades que el progreso y el desarrollo del país traen consigo”; 


a que “la limitación de las siembras de café en Colombia, a trueque de producir una mejora transitoria en los precios, 
mejora que no podría ser muy considerable, porque si los países productores de café levantan mucho el precio de su 
artículo se verán derrotados por los sustitutos de toda indole que tiene hoy el café, vendría a ser una medida de beneficios 
apenas pasajeros, y en cambio de perjuicios enormes de carácter quizás permanente, y en todo caso de larga duración”; y a 
que, “a pesar de la destrucción del 40 % del café brasilero y del impuesto o impuestos de cerca de cuatro dólares por saco 
que paga el 60 % restante, y de la costosa e intensa propaganda del Brasil en los mercados del exterior, los cafés suaves 
colombianos conservan su posición relativamente favorable en relación con los de Brasil por lo que respecta a los 
precios”288. En conclusión, Colombia tenía en los Estados Unidos “un mercado incomparable para su café y podría 
aumentar su producción a 5.0 millones de sacos que este país consumiría fácilmente. Lo que nos falta, pues, es café”259. 


La carta de Ospina a López Pumarejo, quien asumiría la Presidencia de la República en agosto de 1934, generó un intenso 
debate político, por la disparidad de criterios entre el gerente de la Federación Nacional de Cafeteros y el futuro presidente 
de Colombia. Ospina renunció a la gerencia de la Federación en el VI Congreso Nacional de Cafeteros, en 1934. El debate, 
sin embargo, continuó y se agudizó. 


En septiembre de 1935 se reunió el VII Congreso Nacional Cafetero en un ambiente de tensión entre la Federación y el 
gobierno. El presidente López Pumarejo lo inauguró con un discurso en el cual solicitó a los cafeteros una discusión amplia 
y cordial sobre la futura organización de la Federación de Cafeteros y defendió la política tributaria del gobierno. Por esos 
días, de acuerdo con el presidente, se venía “agitando en las Cámaras Legislativas la posible incorporación de la Sociedad 
de Cafeteros al Ministerio de Agricultura y Comercio” y la Federación de Cafeteros adelantaba “una activa campaña con 
relación al impuesto sobre giros”260. López se refirió a la “colisión aparente” entre la Federación Nacional de Cafeteros y 
los ministros de Agricultura y Hacienda y Crédito Público advirtiendo que no le molestaban las discrepancias con los 
cafeteros; que el gobierno entendía “que cada gremio se preocupa primero por sus intereses particulares, antes que por los 
demás”, y que el gobierno procuraba que cada uno de ellos entendiera que “la función del Gobierno no es la de considerar 
primero los intereses particulares aisladamente, sino el conjunto o la suma de todos”261. 


El VII Congreso Cafetero Nacional designó como gerente general de la Federación al ingeniero antioqueño Alejandro López, 
quien, después de residir en Londres desde 1920, había regresado a Colombia en junio de 1935 llamado por los dirigentes 
del Partido Liberal para que encabezara las listas del liberalismo para la Asamblea de Antioquia y para la Cámara de 
Representantes262. 


En Londres Alejandro López había desarrollado negocios de ingeniería con un socio inglés y había servido, primero, como 
agente fiscal especial de la República de Colombia —sin nombramiento oficial— y, posteriormente, como cónsul de Colombia 


en esa ciudad. Aunque había rechazado la designación como ministro de Obras Públicas del presidente Pedro Nel Ospina al 
inicio de su administración, el presidente Ospina —quien había conocido a Alejandro López por haber presidido el comité 
que aprobó su tesis de grado y, después, a su paso por la Asamblea de Antioquia y el Concejo de Medellín— sabía de sus 
capacidades. Por ello le solicitó encargarse de “la nacionalización de los ferrocarriles, la conversión de la deuda externa 
colombiana y otras tareas menores”263. Y fue durante su estadía en Londres que Alejandro López se convirtió en un 
economista, escritor e intelectual, en una época especialmente interesante, el período entre las dos guerras mundiales, 
signado por el auge económico de los años veinte y la gran depresión. Su posición frente a las necesidades de Colombia se 
acercó más a la de los mercantilistas alemanes que la de los economistas clásicos ingleses: “Autosuficiencia y 
proteccionismo, frente a las potencias extranjeras, era lo que López recomendaba para Colombia”264. 


Alfonso López Pumarejo era un hombre pragmático y Alejandro López era doctrinario e intelectual. El primero se empeñó 
en la reforma de la Federación de Cafeteros y encontró en el segundo quien la llevara a cabo en razón de su convencimiento 
sobre la necesidad de intervención del Estado265. En cuanto al café, Alejandro López era de la opinión de que, al tiempo 
“que el cultivo y elaboración son funciones individuales que se ejecutan bastante bien en Colombia, los mercados son 
funciones colectivas en que el individuo es impotente e incapaz de cambiar condiciones existentes, fuera de carecer de 
incentivo para ello”. Por eso consideraba que la Federación Nacional de Cafeteros era “el organismo semioficial creado 
precisamente para esa acción colectiva y solidaria”266. 


En 1935 el presidente López cambió la composición del Comité Nacional de Cafeteros para que en este participaran los 
ministros de Hacienda, de Agricultura y Comercio, de Industrias y Trabajo, y los gerentes de la Caja Agraria y del Banco 
Agrícola Hipotecario, junto con cinco representantes de los cafeteros. El presidente de la República actuaría en caso de un 
empate entre los representantes del gobierno y los de los cafeteros. Y el gerente general de la Federación sería nombrado 
de una terna presentada al presidente de la República por el Congreso Nacional de Cafeteros. Para López Pumarejo era 
conveniente que estos tres ministros representaran al gobierno en el Comité y, particularmente, el de Hacienda, al cual le 
tocaba “resolver en nombre del Gobierno muchos problemas que afectan a la industria cafetera: los relacionados con el 
cambio, la moneda, la balanza de pagos”, al tiempo que los “gerentes de las instituciones bancarias podrán prestar una 
gran ayuda a la industria, dándole las facilidades de crédito que necesita”267. 


Alejandro López asumió su función de gerente de la Federación y convocó a la Conferencia Panamericana del Café, que se 
reunió en Bogotá en octubre de 1936, con el propósito de que Colombia se acercara a Brasil y cooperara con este país en los 
esfuerzos que venían haciéndose para elevar los precios internacionales del grano, a través de la compra y el 
almacenamiento de café en los respectivos países. La Conferencia, instalada por el presidente López Pumarejo, recomendó 
la creación de la Oficina Panamericana del Café —lo cual sucedió en enero de 1937— y sentó las bases para la firma del que 


se denominó “pacto de paridades”, que se realizó en Nueva York el 3 de diciembre de 1936 y fue un compromiso de las 
autoridades cafeteras de Brasil y de Colombia, por un término de diez meses, para conservar el diferencial de precios entre 
los cafés de Manizales y el Santos entre 1 4 y 2 centavos de dólar268. El éxito de este acuerdo dependía de que Colombia 
interviniera en el mercado para controlar la oferta de cafés suaves. 


La Federación comenzó entonces a realizar compras en el mercado interno —llevó a cabo algunas pequeñas en el externo— 
y a requerir financiación para poderlo hacer en gran escala. Para ello Alejandro López acudió al Banco de la República —de 
cuya junta directiva era miembro— en búsqueda de mayores recursos de crédito; en octubre de 1936 le había suministrado 
un primer crédito a la Federación por $500.000. Pero un segundo crédito, solicitado en enero de 193", fue desembolsado 
solamente en abril269. Esta demora condujo a que el Comité Ejecutivo de la Federación suspendiera las compras de café en 
el mercado interno en marzo de 1937. Sin financiación adecuada, en un momento en el cual se elevó el precio del café 
brasilero, “la intervención no podía prolongarse por mucho tiempo; se divulgaron las bases del acuerdo y la especulación, 
conocedora de ellas y, también, del límite de resistencia de nuestros organismos cafeteros, opuso una campaña tenaz y al 
fin victoriosa a la labor oficial”270. 


LA CRISIS CAFETERA DE 1937 


El Pacto de Paridades se incumplió y, a raíz de un debate público álgido e intenso, Alejandro López presentó renuncia 
irrevocable a la gerencia general de la Federación Nacional de Cafeteros en mayo de 1937. La renuncia de López comenzó a 
discutirse desde el 28 de abril en el Comité Nacional de Cafeteros y, al parecer, “hubo un intento del gobierno de salvar a 
Alejandro López nombrándolo Ministro de Educación, lo cual tuvo un efecto contraproducente porque, al no aceptar, los 
anti-intervencionistas empezaron abiertamente a presionar su salida”271. En su carta de renuncia, López estimó que el 
fracaso de la estabilización de los precios internacionales del café había sido resultado de siete factores entre los cuales 
mencionó “la exportación abundante de café colombiano” y “los rumores en Nueva York sobre la debilidad financiera de la 
Federación”272. 


Alejandro López tuvo discrepancias con el Comité Nacional de Cafeteros por la independencia de sus actuaciones y, a pesar 
de sus frecuentes consultas al presidente López Pumarejo, tampoco parece haber tenido una buena relación de trabajo con 
el presidente de la República273. Junguito y Pizano sostienen que, “dentro de las filas de los cafeteros, Alejandro López 
probablemente no gozaba de una imagen muy positiva a causa de su abierta simpatía por un Estado decididamente 
intervencionista, y por encarnar en buena parte la incursión impositiva, oficializante, que el gobierno de López Pumarejo 
había realizado sobre los estatutos y la dirección misma de la Federación en 1935"274. El fracaso de Alejandro López en la 
Federación de Cafeteros tuvo un efecto devastador sobre el ingeniero e intelectual antioqueño, quien falleció en 1940278. 


En medio de la crisis creada por la imposibilidad de continuar la intervención de la Federación en el mercado cafetero y por 
la renuncia del gerente de la Federación, entre el 20 de junio y el 14 de julio de 1937 sesionó en Bogotá el VIII Congreso 
Nacional de Cafeteros. La inauguración del evento corrió por cuenta del presidente López Pumarejo, quien insistió en que 
su gobierno no tenía intenciones de convertir a la Federación en una “dependencia burocrática del poder ejecutivo” y que 
respetaba “escrupulosamente la independencia, la autonomía de la Federación de Cafeteros”276. Defendió la presencia de 
los tres ministros en el Comité Nacional por considerarla fundamental para la relación del gremio con el gobierno y afirmó 
que el nuevo gerente de la Federación necesitaba reunir “grandes condiciones, larga visión, mucha experiencia comercial y 
financiera, destreza en el manejo de los negocios, y pulso firme no sólo para ganar y perder dinero, si ha de continuarse la 
política de intervención, sino para ayudarle[s] a sus compañeros de dirección y a los miembros del gremio”277. 


Como era de esperar, el presidente López se refirió a la cuestión de si se continuaría o no la política de colaboración con 
Brasil, ratificando su pensamiento de que esta era la conveniente para Colombia desde el punto de vista político y desde el 
punto de vista económico, por lo cual debía seguir. Entre otras razones, porque era útil para las relaciones internacionales 
del país debido a que constituía “un motivo concreto, un interés económico tangible y visible de colaboración, con naciones 
con las cuales no tenemos intercambio comercial, pero sí vínculos históricos, políticos y raciales que pueden conjugarse, y 
se están conjugando ya, con provecho común para todos en otras conferencias internacionales”278. Y el presidente 
defendió, también, la política que se había seguido, argumentando que no había arrojado pérdidas para la Federación como 
quienes se oponían a la intervención afirmaban, por cuanto el precio del café se había elevado y, por consiguiente, los 
ingresos por concepto de la exportación, lo que benefició a todos los cafeteros. Lo que sí consideraba López Pumarejo era 
que la Federación no podía intervenir comprando la totalidad de la producción de café sino cantidades más pequeñas, “200 
0 250.000 sacos de café, haciendo intervenciones accidentales [...] en defensa de un nivel mínimo de precios”279. El 
mercado, pues, no debería dejarse a merced de los exportadores. 


Por último, el presidente expresó su opinión de que no era una herejía limitar la producción de café, que era el aspecto más 
sensible del debate con Mariano Ospina Pérez, advirtiendo que el hecho de que no hubiera superproducción de café en el 
país no quería decir que no la fuera a haber en el futuro, razón por la cual no se debería esperar a que hubiera 
superproducción para actuar después. Más que una limitación obligatoria de las siembras de café, mediada por un acuerdo 
internacional, López Pumarejo era partidario de una limitación voluntaria. Ospina Pérez, por su parte, consideraba ahora. 
que las pérdidas en que pudiera incurrir la Federación no eran lo grave, sino la disminución de las exportaciones a Estados 
Unidos, cediendo participación en ese mercado a los países centroamericanos280. 


En el Congreso Cafetero se convino en que la Federación interviniera en el mercado hasta donde le fuera posible, “para 
apoyar y defender a toda costa a los productores colombianos, comprando grano de preferencia a los pequeños productores 


y brindándoles los servicios de los almacenes de depósito y de la Caja de Crédito Agrario”281. Y se decidió que Colombia 
participara en la Conferencia Internacional del Café, reunión prevista para principios de agosto de 1937 en La Habana, 
autorizando a la Federación “para buscar un acuerdo con los demás países productores con el fin de establecer un fondo 
común y fomentar una intensa propaganda en todos los mercados de consumo”282. 


En la conferencia de La Habana la delegación del Brasil reclamó duramente por el incumplimiento del pacto de paridades. 
La queja fue que Brasil no había faltado a ninguno de los compromisos adquiridos en la Conferencia de Bogotá, sin haber 
recibido nada a cambio, y que la manera como Colombia había divulgado las bases del pacto había sido causa del fracaso de 
este, porque había dado herramientas a quienes se oponían al mismo para atacarlo duramente. Brasil formuló entonces un 
ultimátum perentorio a los paises productores para que aceptaran prohibir las nuevas siembras de café por un período de 
cinco años, prohibir la exportación de cafés de inferior calidad, financiar una campaña de propaganda de café y cooperar 
para la defensa de los precios internacionales283. Colombia, Ecuador, Venezuela y los países centroamericanos y del 
Caribe acogieron únicamente las propuestas brasileñas relacionadas con la abstención de exportar café de baja calidad y la 
financiación de la propaganda, rechazando las de prohibición de siembras y defensa de los precios. Brasil cumplió el 
ultimátum: “Lanzó al mercado sus existencias retenidas, provocando así un descenso violento en las cotizaciones y una 
guerra general de precios”284. 


El VII Congreso Nacional de Cafeteros integró la terna para la selección de un nuevo gerente de la Federación, que presentó 
al presidente López Pumarejo, quien expresó que vería con gusto la elección de Manuel Mejía Jaramillo, elección que fue 
ratificada por unanimidad por parte del Congreso Cafetero288. Manuel Mejía había nacido en Manizales y había estado 
vinculado al café desde su adolescencia: había sembrado café, vendido café, comprado café, trillado café, exportado café, 
financiado la actividad cafetera como primer gerente que fue del Banco del Ruiz en Manizales, y quebrado durante la crisis 
de 1930286. 


Manuel Mejía dedicó sus primeros meses como gerente a organizar las finanzas de la Federación, afectadas por las 
compras realizadas en el mercado y las existencias de café de mala calidad. Y a recomponer las relaciones entre los 
cafeteros colombianos y los brasileros, maltrechas después de la ruptura del pacto de paridades y la Conferencia de La 
Habana. 


La crisis cafetera de 1937, con sus episodios internos y externos, delimitó el espacio de la Federación y el del gobierno 
materia de política cafetera tanto doméstica como internacional. La Federación y los cafeteros impusieron su autonomía 
frente al gobierno en la formulación y la ejecución de la política cafetera, estrechamente vinculada con la política 


macroeconómica. Como lo escribe Pécaut, “la Federación, organización de carácter privado, se encargará en lo sucesivo de 
una misión pública, la gestión de la política cafetera”287. 


Quedó así la Federación entronizada dentro del aparato estatal colombiano como un centro de decisión, con la 
característica de ser a la vez un grupo de presión, un agente comercializado del grano y un organismo fundamental en la 
formulación y la conducción de la política económica. Su gerente será más que un ministro (casi un copresidente de la 
República) y verá desfilar por el Comité de Cafeteros a un sinnúmero de ministros de Hacienda y de Agricultura. Una de las 
características de la gestión de la Federación, entre 1937 y el año 2000, sería la estabilidad de sus gerentes. Solo hubo tres 
en el lapso de 65 años: Manuel Mejía, Arturo Gómez Jaramillo y Jorge Cárdenas Gutiérrez. Los tres provenientes del 
occidente colombiano, de los departamentos de Caldas y Antioquia respectivamente288. 


EL PACTO INTERAMERICANO DE CUOTAS Y LA CREACIÓN DEL FONDO NACIONAL DEL CAFÉ 


Con don Manuel Mejía en la gerencia de la Federación Nacional de Cafeteros y Eduardo Santos en la Presidencia de la 
República, la relación entre cafeteros y gobierno mejoró sustancialmente. Tanto que, al instalar el IX Congreso Nacional de 
Cafeteros, el presidente Santos se refirió a que, “después de una época de gran inquietud, ha vuelto a encontrarse esta 
industria en condiciones que parecen decididamente halagúeñas”, por lo cual, era para él “una fortuna excepcional” que en 
esas circunstancias presentara su primer “saludo a los dignísimos exponentes de una industria que ha venido siendo la 
base de nuestra economía y el mejor elemento de nuestra prosperidad”289. 


La tranquilidad, sin embargo, duró pocos meses. En septiembre de 1939 estalló la Segunda Guerra Mundial y, al finalizar el 
año, se cerraron los mercados europeos para el café. En la siguiente reunión del Congreso de Cafeteros se hablaría de las 
“emergencias actuales”290. El precio externo comenzó a descender y en 1940 continuó cayendo. El precio promedio para 
todo el año fue de US $8,4 centavos la libra, el más bajo desde el comienzo de la Primera Guerra Mundial y 20 % inferior al 
de 1933, cuando se habían registrado las menores cotizaciones como consecuencia de la Gran Crisis. Las autoridades 
reforzaron el tipo de medidas de control de cambios y de importaciones, adoptadas con anterioridad, para hacer frente a la 
caída de los precios del café. Se descartó devaluar el peso y, más bien, se otorgó una prima cambiaria a los exportadores. 
Pero, como la situación era difícil de sostener, el ministro de Hacienda, Carlos Lleras Restrepo, sugirió la necesidad de 
negociar un pacto de cuotas de café para defender a los cafeteros colombianos. 


A mediados de 1940 los asuntos cafeteros interamericanos se trataban de manera simultánea en dos foros diferentes: la 
Conferencia Panamericana del Café, reunida en Nueva York, a la cual asistían representantes de los países productores del 
continente, y el Subcomité Especial de Café, constituido por el Comité Consultivo Panamericano. En Nueva York, Manuel 
Mejía fue informado sobre la disposición del gobierno de Estados Unidos de buscar un pacto de cuotas para recortar las 


exportaciones, para cuya ejecución estarían dispuestos a financiar, a través del Export-Import Bank, las compras de café 
de los diferentes países para que procedieran a retenerlo. Con base en esa información, después de una activa gestión 
diplomática realizada por Mejía y por el embajador de Colombia en Washington D.C., Gabriel Turbay, se llegó a un pacto de 
cuotas convenido entre países productores, con la aprobación de los Estados Unidos291. 


El pacto se firmó en noviembre de 1940 por tres años prorrogables, previo un ajuste de cuotas. Creó “la Junta 
Interamericana del Café cuyas funciones eran las de vigilar el cumplimiento de las cuotas y estudiar su aumento o 
disminución en consonancia con las situaciones variables del mercado. En dicha junta, integrada por un miembro de cada 
pais, se estableció el sistema de votos ponderados, con la característica especial de que Estados Unidos contaba con una 
tercera parte de los votos, o sea, con un poder igual de Brasil y Colombia conjuntamente”292. De esta manera, Estados 
Unidos se convirtió en el garante del cumplimiento del convenio. Pero, al entrar este país en el conflicto bélico, se adoptó un 
régimen de control de precios que fijó el del café en un máximo de US $16 centavos y una fracción para los cafés 
colombianos. Este sistema estuvo vigente hasta 1946, cuando se normalizó el mercado cafetero293. 


Durante las negociaciones del convenio tuvo lugar un álgido debate en el Congreso Nacional. El gobierno estaba obligado a 
solicitar la aprobación de una ley de autorizaciones para que Colombia pudiera firmar este acuerdo internacional. Los 
conservadores, encabezados por sus jefes Laureano Gómez y Mariano Ospina Pérez y, en particular, los representantes 
caldenses, se opusieron vehementemente a otorgar la autorización al gobierno e, incluso, uno de estos últimos, Silvio 
Villegas, abogó por la disolución de la Federación Nacional de Cafeteros294. 


En sus memorias, Carlos Lleras Restrepo relata en detalle las enormes dificultades que se experimentaron en el trámite de 
la ley de facultades extraordinarias que autorizaba al gobierno para la firma del pacto295. El núcleo de la oposición de los 
cafeteros y sus representantes en el Congreso residía en la forma en la cual iba a financiarse la compra de café para retener 
y cumplir con la cuota de exportación asignada a Colombia. Los productores se oponían fervientemente a que ello se hiciera 
gravando su actividad. La tarea de convencerlos de la urgencia del acuerdo y de negociar formas de financiación que los 
protegiera fue ardua y prolongada. Tuvo lugar, además, de manera simultánea con las negociaciones del pacto en Estados 
Unidos, por lo cual, según Lleras, fue necesario para él, como ministro de Hacienda, cubrir tres frentes al mismo tiempo: el 
internacional, el de los cafeteros y el del Congreso. De este último surgió no solamente la autorización para firmar el pacto, 
sino para crear el Fondo Nacional del Café y negociar el contrato entre la Federación y el gobierno para la administración 
de este. 


Los cafeteros, sin embargo, encabezados por el exministro Esteban Jaramillo, quien actuaba como presidente del Comité 
Nacional de Cafeteros, defendieron la ley y el pacto296. Y, “aún antes de que el pacto de cuotas se hubiera firmado en los 


Estados Unidos, Colombia puso a funcionar un sistema de control de mercado”, con la creación del Fondo Nacional del Café, 
mediante la expedición, el 22 de noviembre de 1940, de tres decretos que la prensa publicó bajo el título general de “plan 
de valorización del café”297. Se trató de contar con un mecanismo para retener el café y ajustarse, de esta manera, a la 
cuota que se estableciera en el pacto. 


El más importante de estos decretos con base en las facultades extraordinarias otorgadas por el Congreso al gobierno 
nacional fue el 2078 de 1940, que, además de introducir un sistema de precios mínimos de compra interna de café y 
establecer las condiciones para el reintegro al país de las divisas provenientes de la venta del grano en el exterior, autorizó 
al gobierno para celebrar un contrato con la Federación Nacional de Cafeteros para que esta pudiera adquirir café y 
exportarlo o retenerlo. Mediante este contrato se estableció la cuenta conocida como el Fondo Nacional del Café, que sería 
administrada por la Federación298. El fondo podría emitir deuda interna y externa, endeudarse tanto en el pais como en el 
exterior, y financiarse con un impuesto sobre los giros al exterior y con el excedente de ingresos obtenidos si la 
exportación del café tenía lugar por encima de los precios mínimos fijados por la Federación. El Banco de la República y los 
bancos comerciales fueron autorizados igualmente para invertir en bonos emitidos por el Fondo Nacional del Café299. 


La aprobación de la ley de autorizaciones al gobierno para la firma del pacto estuvo a punto de causar una nueva crisis en 
la Federación Nacional de Cafeteros, puesto que algunos de los miembros del Congreso Cafetero insinuaron que su gerente 
y los directivos que lo acompañaban en la administración deberían renunciar, lo que en efecto hicieron, sin que el mismo 
Congreso aceptara sus renuncias300. Al final de las sesiones del Congreso Cafetero, sus miembros aprobaron una moción 
de agradecimiento a los funcionarios gubernamentales que habían logrado la suscripción del pacto de cuotas y la 
aprobación por parte del Congreso Nacional de las leyes necesarias para ello301. El mismo día, 3 de diciembre de 1940, el 
ministro de Hacienda presentó al Senado el texto del pacto y diez días más tarde fue aprobado con la oposición de Silvio 
Villegas y algunos conservadores302. 


La implantación del pacto de cuotas y la intervención del Fondo Nacional del Café tuvo efectos positivos sobre el nivel de 
los precios internacionales del café y contribuyó inmediatamente a la reactivación de la actividad económica303. En el 
más largo plazo la acción del Fondo Nacional del Café resultaría fundamental para estabilizar el precio interno del café y 
aislarlo de las oscilaciones del precio internacional. Con el paso del tiempo el fondo fue adquiriendo un carácter 
permanente “por la intención del Gobierno Nacional de asignarle otros recursos, tales como los generados por las utilidades 
en la compra de divisas de las exportaciones de café y, más tarde, por la retención y el impuesto ad valorem a las 
exportaciones de café, lo que incidió en la evolución de sus metas y objetivos, que fueron incorporados en el contrato de 
1970”304. 


El Fondo se convirtió en un instrumento de ahorro público importante y en mecanismo de política contra cíclica para el 
manejo del precio interno del café y la estabilización del ingreso de los productores. Sus excedentes, además, se invirtieron 
en proyectos de beneficio para la industria cafetera colombiana, como la Flota Mercante Grancolombiana, el Banco Cafetero 
y las demás entidades financieras que se fundaron con aportes de capital del Fondo a partir de los años cincuenta del siglo 
xx. 


Con la expedición de estos decretos por el presidente Eduardo Santos y su ministro de Hacienda, Carlos Lleras Restrepo, la 
institucionalidad cafetera se reforzó, lo mismo que la intervención en el mercado cafetero realizada con fondos públicos 
administrados por la Federación Nacional de Cafeteros, como entidad privada. En adelante habría recursos financieros 
para esa intervención y su administración sería responsabilidad de la Federación. Y la diplomacia cafetera internacional, 
liderada por la gerencia de la Federación Nacional de Cafeteros, adquirió una enorme preponderancia en Colombia para 
defender los ingresos cafeteros, fundamentales para la generación de divisas, para mantener el nivel de la demanda 
agregada de la economía y para el bienestar de las familias cafeteras. 


En 1940 el andamiaje para la formulación y la ejecución de la política cafetera, tanto a nivel doméstico como internacional, 
se consolidó en Colombia. La Federación Nacional de Cafeteros, con solo trece años de existencia, adquirió una enorme 
importancia institucional y política en el país, como parte primordial del ejecutivo nacional y actor esencial para el manejo 
de la política económica nacional y de la política internacional colombiana. Los cincuenta años que transcurrieron entre 
1940 y 1990 no pueden analizarse sin tener en cuenta la evolución del café y el comportamiento de la Federación Nacional 
de Cafeteros. 
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293 Ibid., p. 236. Sin embargo, de acuerdo con Junguito y Pizano, “el mercado había empezado a estabilizarse a partir de 
1943, por lo cual no fue ya indispensable mantener un régimen de cuotas para distribuir entre los productores el consumo 
de Estados Unidos” (p. 237). 


294 Ver Pérez Gómez, Silverio (comp.), Los jefes de Estado ante la industria cafetera..., p. 20. Mariano Ospina Pérez 
también se opuso a la firma del pacto de cuotas. 


295 Lleras Restrepo, Carlos, Crónica de mi propia vida, tomo III, Bogotá, Stamato Editores, 1983, pp. 89-194. 


296 Para Jaramillo, “limitada la exportación a las necesidades de consumo de los Estados Unidos y teniendo cada país su 
cupo señalado en el Pacto, ninguno de ellos tendrá interés en promover una ruinosa competencia de precios. No es cierto, 
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control que el Gobierno de ese país debe ejercer para la efectividad de las cuotas de exportación. Y terminado el conflicto 
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económica americana, que regule y dirija la economía y las finanzas de los países de este hemisferio, entre sí y con los 
demás pueblos de la tierra” (Ibid., p. 23). 


297 Lleras Restrepo, Carlos, “Se crea el Fondo Nacional del Café”, en: Carlos Lleras Restrepo. Obras selectas, tomo II..., p. 
405. 


298 Desde el punto de vista jurídico, el Fondo es formalmente una cuenta del Tesoro Nacional, a la cual ha ingresado el 
producto de impuestos y contribuciones específicas, creadas por la ley para alimentarlo. Inicialmente se determinó, 
además, que el contrato subsistiría mientras estuviera vigente el Pacto de Cuotas, pero a través de los años se fue 
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299 Lleras Restrepo, Carlos, “Se crea el Fondo Nacional del Café”..., pp. 404 y 405. Ver también Pérez Gómez, Silverio 
(comp.), Los jefes de Estado ante la industria cafetera..., pp. 24 y 25. 


300 Ibid., pp. 190-191. 


301 Ibid. p. 192. El texto de esa proposición es interesante: “El Decimoprimer Congreso Nacional de Cafeteros, al 
suspender sus sesiones, expresa su reconocimiento sincero a los señores ministros de Hacienda y Economía, al Gerente y 
al Subgerente de la Federación Nacional de Cafeteros, a los miembros del Comité Nacional y especialmente al doctor 
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302 De acuerdo con Lleras Restrepo, “en la Cámara, durante el segundo debate, Silvio Villegas atacó el Pacto y declaró que 
por razón de él Colombia se había convertido en una colonia de Estados Unidos. Su salida cayó, como era de esperarse, en el 
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vi 
LA INDUSTRIA, LA ANDI, LOS GREMIOS Y EL CORPORATIVISMO 


La superación de la gran crisis económica de finales de los años veinte y principios de los treinta fue relativamente rápida 
en Colombia. En 1932 el PIB se expandió a un ritmo elevado, aunque solamente en 1933 los precios internos dejaron de 
caer. 


Tras la reactivación de la economía estuvo el fuerte incremento de la producción industrial. En los años treinta el ritmo de 
crecimiento industrial fue superior al del PIB; la manufactura comenzó a ganar participación en la economía al tiempo que 
la perdía la agricultura. Así, con todo y que la industrialización en Colombia comenzó más tarde que en los países “típicos” 
de América Latina, “la participación de la industria en el Producto Interno Bruto, 21 % en 1953, fue más alta en Colombia 
que en Brasil, Chile o México”305. 


La aceleración de la industrialización en Colombia tuvo varias causas. Entre ellas: la gran expansión de la producción y de 
las exportaciones cafeteras entre 1905 y 1929, que dio lugar a la conformación de un mercado interno para los bienes 
manufacturados; la creación, en las primeras décadas del siglo, de una base de empresas industriales —especialmente en 
artículos de consumo—,; y el entorno internacional y las medidas de política económica adoptadas internamente para 
superar la crisis económica, que favorecieron la actividad industrial. 


Una combinación de factores y de disposiciones de política económica explica el crecimiento industrial de los años treinta. 
En un estudio pionero sobre la industrialización en Colombia, Albert Berry se refirió a varios de ellos. Mencionó, por 
ejemplo, la acumulación de experiencia empresarial y de capitales entre 1905 y 1930; el mejoramiento de la 
infraestructura de transporte en los años treinta —que permitió interconectar los mercados regionales del centro del país y 
reducir los costos—; el ineremento de los precios de los productos importados y las devaluaciones de la moneda; y, por 
último, la elevación de los aranceles y la imposición de restricciones cuantitativas a las importaciones306. 


Juan José Echavarría revisó las medidas adoptadas por el gobierno para enfrentar la crisis y concluyó: 


[...] que las devaluaciones nominales tuvieron efectos mucho más importantes que los aranceles en la determinación de los 
precios relativos. Las devaluaciones nominales tuvieron efectos más fuertes y sus variaciones fueron también mayores. El 
efecto de las devaluaciones nominales sobre la tasa de cambio real fue aún más fuerte que los de los términos de 
intercambio. Las devaluaciones comenzaron tarde en Colombia, pero fueron mayores que en cualquier otro país 
latinoamericano durante los años treinta307. 


Es evidente que otros elementos incidieron positivamente en la aceleración del proceso de industrialización. El mismo 
Echavarría señala que “los aranceles nominales y efectivos aumentaron notablemente durante los años treinta, y entre 
1930 y 1934 el impacto del arancel efectivo para la industria era 50 % más alto que entre 1920 y 1929; 26 % más alto para 
textiles y 102 % más alto para cigarrillos. La industria fue el sector más beneficiado con el cambio”308. 


La elevación de los aranceles apuntó a dos objetivos: el aumento de los recaudos tributarios para hacer frente a las 
dificultades fiscales provocadas por la crisis económica y la protección de la naciente industria nacional. El primer 
propósito había sido tradicional en Colombia; la excepción fueron los incrementos en la administración Reyes, que también 
contemplaron el estímulo al surgimiento de la industria manufacturera. En ausencia de impuestos directos o indirectos 
(como los impuestos de ventas) y de la tributación sobre los productos de exportación (los impuestos sobre el café se 
convirtieron en recursos parafiscales administrados por la Federación de Cafeteros), la tarifa arancelaria constituyó en los 
años treinta la principal fuente de recaudo fiscal. En 1938, la tributación sobre las importaciones representó más del 50 % 
del total del recaudo de impuestos309. 


El alza de los aranceles a fines de 1931 fue sustancial. De acuerdo con Berry, el nivel de protección promedio para las 
empresas modernas se elevó de 25,3 % en 1927 a 75,5 % en 1936310. Por unos pocos meses con posterioridad a la 
introducción de las medidas arancelarias, el gobierno trató de defender la tasa de cambio bajo un esquema que se conoció 
como “patrón oro controlado”. Sin embargo, en marzo de 1932, se concedió a los cafeteros la prima del 10 %, financiada por 
el gobierno, y “un año después se devaluó en forma “temporal y discriminatoria (de $1,05 a $1,13 para los exportadores y 
a $1,16 para los importadores), básicamente para forzar a los importadores a pagar la bonificación que recibían los 
cafeteros. Solo en septiembre de 1933, ante la presión de estos últimos y un retraso de siete semanas en la atención de 
solicitudes en la oficina de control de cambios, se devaluó inicialmente en 10 centavos y se estableció finalmente un 
régimen de certificados de cambio que se negociaban libremente”311. 


Fue así como, en 1932, se inició en Colombia la aplicación del régimen de cambios múltiples en el marco del control de los 
cambios internacionales. Como se desprende del comentario de Ocampo, el nuevo esquema buscó no sólo enfrentar los 
problemas de la balanza de pagos, sino, también, redistribuir ingresos entre el sector cafetero y el industrial. Las tasas de 
cambio múltiples instauradas en Colombia fueron, junto con las de Chile, de las primeras en América Latina; pero “su 
desaparición fue tardía en comparación con los otros países de similar desarrollo económico"312. 


A lo largo del siglo XX el sistema cambiario colombiano sufrió diferentes modificaciones. Estas dependieron del manejo de 
la política económica por parte de los gobiernos y de las coyunturas específicas de la balanza de pagos del país y se 


convirtieron en una herramienta de política de desarrollo. Con ellas se pretendió, además, promover exportaciones y 
restringir importaciones, lo mismo que equilibrar los intereses de los sectores exportadores y los de los importadores313. 


El proceso de sustitución de importaciones fue significativo durante los años treinta y cuarenta; dio cuenta de más del 30 % 
del crecimiento de la industria manufacturera314. La protección se enfocó en los bienes de consumo no durables, que 
representaron la mitad o más de las importaciones a mediados de los años veinte y únicamente el 20 % hacia 1945315. No 
solo aumentó la producción, sino el número de establecimientos industriales y se reajustó la estructura de la producción 
industrial. De acuerdo con el censo industrial de 1945, “el número de plantas industriales creadas entre 1929 y 1940 
representó 5,3 veces el número creado entre 1921 y 1929; la dinámica del patrimonio fue similar, con un peso marcado 
para las plantas creadas en textiles, principalmente, y alimentos”316. 


Un índice del valor de la producción en precios constantes señala, en mejor forma, el despegue industrial en la década de 
los años treinta: de 100 entre 1901 y 1909, se transitó a 218 entre 1920 y 1929, y a 612 entre 1930 y 1939317. La 
producción de alimentos, bebidas y tabaco, que en el período 1901-1909 representó el 67,6 % del total de la producción 
industrial en Colombia, pasó en 1939 a constituir el 43,1 % de la misma. Algo similar sucedió con la producción de textiles, 
confecciones y artículos de cuero. Ganaron participación la producción de “químicos”, la de minerales no metálicos y la de 
las industrias básicas de hierro y acero318. La sustitución de importaciones trajo consigo un cierto grado de 
diversificación de la base industrial del país en los años treinta del siglo XX. 


LA ASOCIACIÓN DE LOS INDUSTRIALES Y LA CREACIÓN DE LA ANDI 


Los empresarios de la industria manufacturera entendieron desde muy temprano la necesidad que tenían de actuar unidos 
frente al gobierno nacional. De acuerdo con Echavarría, “los políticos no apoyaban la protección abiertamente y tanto los 
intereses regionales como los grupos de presión lucharon contra el arancel. Los industrialistas tenían que “tomarse' el 
Estado"319. 


En julio de 1929, tres meses antes del estallido de la crisis económica mundial, treinta y un empresas antioqueñas 
fundaron en Medellín la primera agrupación de industriales, La Industria Nacional Colombiana. Las principales empresas 
manufactureras de la época, algunas de las cuales existen en el siglo XXI, como Coltejer, Fabricato, Cervecería Unión, 
Gaseosas Posada ge Tobón (Postobón), la Compañía Nacional de Chocolates, la Compañía Colombiana de Tabaco, la Fábrica 
de Galletas y Confites Noel y Locería Colombiana (Corona), se afiliaron a esta asociación320. Por su parte, en 1930 se 
organizó en Bogotá la Federación Nacional de Industriales, FENAL, que también se conoció como la Federación Nacional de 
Fabricantes y Productores y que intentó establecer oficinas, bajo este nombre, en Medellín, Cali y Manizales321. FENAL 


tuvo participación en el Comité de Economía Nacional creado en febrero de 1931 y en el cual estuvieron también 
representados agricultores y cafeteros. 


En 1931 La Industria Nacional Colombiana organizó una sucursal en Barranquilla que afilió empresarios de esa ciudad y 
en 1934 trasladó su sede a Bogotá, desde donde empezó a reclutar asociados en todo el país. En Bogotá tuvo una junta 
directiva con algunos políticos influyentes, como Alfonso Araújo, y con representantes de la industria antioqueña, como 
Benjamín Moreno, quien dirigía las actividades de la Compañía Colombiana de Tabaco en Bogotá. 


Las tareas de esta asociación fueron promover la reforma arancelaria para incrementar la protección de la industria, 
buscar exenciones de impuestos en los municipios en donde se habían localizado plantas industriales, presionar en contra 
del gravamen municipal a la cerveza y el tabaco, y obstaculizar el ingreso de capitales extranjeros al país con destino a la 
industria manufacturera. No objetaron, sin embargo, su presencia en el sector petrolero e incluso invitaron en 1930 a la 
"Tropical Oil Company (la subsidiaria de la Standard Oil Co. de New Jersey, que explotaba la Concesión De Mares) a formar 
parte de La Industria Nacional Colombiana322. Hay que tener en cuenta que la tributación adquirió importancia para la 
industria a raíz de la reforma tributaria de 1935, que elevó la tarifa del impuesto de renta y creó el impuesto al “exceso de 
utilidades”, considerado por los industriales como “un atentado contra la libre empresa”323. 


A finales de los años treinta ambas organizaciones gremiales desaparecieron, con todo y la favorable evolución del sector 
industrial en la segunda parte de la década y los esfuerzos que se realizaron desde el gobierno para unificarlas. Es posible 
que hubieran enfrentado dificultades para financiarse o que la precariedad en las comunicaciones entre las distintas 
ciudades del país y su capital fuera de tal magnitud que no podían realizar su trabajo324. Aparentemente hubo 
discrepancias fuertes entre los empresarios de Cali y los de Medellín, relacionadas con el cobro de tarifas discriminatorias 
en el Ferrocarril de Antioquia; estas eran diferentes para la carga enviada a Antioquia y para la despachada desde ese 
departamento, lo cual impedía que otras regiones pudieran vender sus artículos en Antioquia325. 


En 1944 el presidente Alfonso López Pumarejo sugirió a un grupo de industriales en Medellín la conformación de una 
entidad gremial única, que tuviera alcance nacional y constituyera el canal para que la industria manufacturera privada 
presentara sus inquietudes al gobierno. En su primer gobierno el mismo López había buscado sin éxito, en 1934, la unión 
de las dos asociaciones de industriales existentes en ese momento326. 


La sugerencia presidencial encontró eco en los empresarios antioqueños, quienes procedieron a crear en Medellín la 
Asociación Nacional de Industriales, (ANDD), el 11 de septiembre de 1944. El acta fue firmada por 24 gerentes de 
empresas, representantes de las más importantes compañías de esa ciudad327. Las empresas antioqueñas generaban una 


cuarta parte de la producción industrial nacional y unas pocas de ellas, las más grandes, dominaban la industria: Coltejer, 
Fabricato, Coltabaco, Cervecería Unión, Cementos Nare y Cementos Argos328. 


Como presidente de la asociación se nombró a Cipriano Restrepo Jaramillo, quien desde 1939 ocupaba la presidencia de la, 
Compañía Colombiana de Tabaco y con anterioridad se había desempeñado como superintendente del Ferrocarril de 
Antioquia y concejal de Medellín. Su hermano y socio, Gonzalo, había sido senador y ocuparía el Ministerio de Relaciones 
Exteriores en 1950. Ambos, Cipriano y Gonzalo Restrepo Jaramillo, “fueron dos de los políticos conservadores más 
influyentes en la Colombia de mediados de siglo”329. Los miembros de la junta directiva de la ANDI fueron los gerentes de 
las principales empresas antioqueñas. Entre 1944 y 1950 treinta personas fueron miembros de la junta directiva de la 
ANDI, en su mayoría industriales o representantes de estos, “políticos prominentes: ex ministros, congresistas, ex 
gobernadores de Antioquia o ex alcaldes de Medellín”330. 


LA PRIMERA PELEA DE LA ANDI: OPOSICIÓN AL CONVENIO COMERCIAL DE COLOMBIA CON LOS ESTADOS UNIDOS 


El 13 de septiembre de 1935 el gobierno del presidente López Pumarejo firmó con el de los Estados Unidos un convenio 
comercial. Colombia había establecido, desde la ratificación del Tratado Urrutia-Thomson en 1922, una relación especial 
con los Estados Unidos. 


La sugerencia de la firma de este nuevo tratado provino de los Estados Unidos. Los dos países habían logrado un convenio 
comercial en 1933 —año en el cual el presidente Roosevelt anunció en Montevideo la política del “buen vecino”— que 
requería la aprobación de los congresos de ambos países. En 1934, en medio del proceso para obtener dichas aprobaciones, 
el Congreso de los Estados Unidos autorizó al presidente para celebrar convenios de comercio exterior, “sin necesidad de 
ulterior aprobación legislativa”, siempre y cuando se cumplieran por parte de los Estados Unidos una serie de requisitos 
que exigía la nueva ley. Por lo mismo, era necesario adaptar lo acordado entre los dos países en 1933 a la exigencia del 
Congreso de los Estados Unidos. Así lo informó el Departamento de Estado al gobierno de Colombia en agosto de 1934, 
aclarando que la adaptación “no implicaba reformas esenciales a lo pactado en el convenio firmado el 15 de diciembre de 
1933 y que solo habría necesidad de introducir algunos cambios de forma”331. No fue así. En abril de 1935 se abrieron 
nuevas negociaciones que concluyeron con la firma de un nuevo convenio el 13 de septiembre de 1935, firmado por el 
Secretario de Estado de los Estados Unidos, Corden Hull, y por el Embajador de Colombia en los Estados Unidos, Miguel 
López Pumarejo, hermano del Presidente de la República332. 


El convenio de 1935 se basó en concesiones arancelarias mutuas que buscaban “fomentar el comercio entre las dos 
naciones”. Colombia rebajó los aranceles de un buen número de productos que importaba de Estados Unidos; se quería 
“retribuir en forma equitativa las concesiones que a los productos colombianos se otorgan por parte de los Estados Unidos, 


sin afectar las industrias nacionales que merecen ser estimuladas y protegidas”333. Estados Unidos ratificó el ingreso libre 
de productos como el café, el banano, el platino, algunas maderas y especies vegetales y Colombia aceptó la importación 
libre de 162 artículos que incluían alimentos frescos y procesados, maderas y cueros, entre ellos, que competían con la 
naciente industria nacional334. 


La presión de los cafeteros había sido definitiva para la firma del convenio de 1933, que claramente favorecía las 
exportaciones de café a Estados Unidos. Pero, con sus modificaciones posteriores, este resultó en la congelación de los 
aranceles específicos para la importación de textiles en Colombia y en la reducción de los aranceles ad valorem con la 
inflación internacional. Además, en 1935 el convenio estableció que las importaciones de cigarrillos provenientes de los 
Estados Unidos no pagarían impuesto de consumo en Colombia —como sí lo hacían los cigarrillos de producción nacional—. 
La industria colombiana, primordialmente la de textiles y cigarrillos, se vio afectada y se convirtió desde un primer 
momento en una fuerte opositora del convenio335. 


Los industriales, ya reunidos en la ANDI, consideraron que mientras no se derogara el Convenio con los Estados Unidos 
sería imposible elevar la tarifa de importación de los 162 productos provenientes de los Estados Unidos, consignados en el 
arancel de 1931. El Convenio no lo permitía. Por eso la primera acción de la ANDI frente al gobierno fue la de presionar 
para poner fin al Convenio336. Los cafeteros siempre habían estado a su favor y temían que una confrontación con los 
Estados Unidos pudiera dar lugar a represalias comerciales por parte de ese país, lo cual tendría efectos negativos sobre las 
ventas de café, que entraban sin pagar arancel a los Estados Unidos. Esta fue, de cierta manera, una de las pocas 
confrontaciones abiertas entre cafeteros e industriales por defender intereses diferentes. Para los cafeteros lo importante 
era mantener el acceso al mercado de los Estados Unidos líbre de trabas; qué sucediera con las exportaciones de ese país 
hacia Colombia los tenía sin cuidado, a pesar de que ellos consumían fertilizantes y plaguicidas importados y tenían que 
pagar costos más altos por estos debido a la existencia de la protección aduanera. 


A finales de 1949, cinco años después de organizada la ANDI, se logró la meta de terminar el Convenio de Comercio con los 
Estados Unidos. Primero, la medida del gobierno de Mariano Ospina Pérez de crear un impuesto de giros en junio de 1948, 
“provocó una fuerte reacción del Departamento de Estado de los Estados Unidos”337. Al año siguiente una misión 
diplomática a ese país, encabezada por el embajador de Colombia en Washington, Gonzalo Restrepo Jaramillo, y de la cual 
hicieron parte Alfonso Araújo y José Gutiérrez Gómez —que había reemplazado a Cipriano Restrepo Jaramillo en la 
Presidencia de la ANDI-, acordó con Estados Unidos el desmonte del Convenio, a cambio de que Colombia asistiera a las 
reuniones del GATT (Acuerdo General sobre Tarifas y Comercio), en donde se buscaría suscribir un acuerdo multilateral 
sobre liberación del comercio338. Colombia se hizo presente en dicha reunión, pero no suscribió su ingreso a ese 


organismo “porque en aquel momento el comercio exterior colombiano dependía enteramente de la mono exportación 
cafetera, y prácticamente nada tenía que ofrecer ni que ganar si participaba en los acuerdos del GATI”339. 


LA LUCHA DE LA ANDI POR PROFUNDIZAR LA PROTECCIÓN INDUSTRIAL 


El verdadero interés en estos primeros años de la Asociación Nacional de Industriales fue asegurar la protección de la 
industria mediante los aranceles y las restricciones a las importaciones. La ANDI se había preparado desde 1945 cuando 
contrató a Carlos Lleras Restrepo, ex contralor de la República, ex ministro de Hacienda, senador y futuro presidente de la. 
República, para que estudiara y fuera vocero de la agremiación ante la Junta Nacional de Aduanas, con el objetivo de 
lograr la modificación de las tarifas aduaneras, de tal manera que “mejorara la posición de la industria colombiana frente a 
la competencia de los productos importados”340. 


Los presidentes liberales no habían sido partidarios de una política de protección industrial exagerada. Como lo recoge 
Juan José Echavarría, “casi todas las declaraciones —y medidas— de los presidentes Olaya (1930-1934), López (1934- 
1938) y Santos (1938-1942) fueron claramente “anti-industrialistas', y consideraban que no se debía sacrificar a los 
consumidores para beneficiar a unos pocos monopolios industriales [...] La actitud del Partido Conservador no era muy 
diferente. Tanto liberales como conservadores defendieron el libre comercio o el proteccionismo en diferentes períodos, 
pero cuando los liberales defendieron el libre comercio también lo hicieron los conservadores, siempre con disidentes en 
cada uno de los partidos”341. 


Hacia 1945 el proceso de sustitución de importaciones en bienes de consumo final se encontraba bastante avanzado. De 
acuerdo con las estadísticas de la CEPAL, el índice de la disponibilidad de bienes de consumo nacionales dentro del total de 
los mismos era de 92 % para los no durables, 70 % para los durables, 66 % para los bienes intermedios y 36 % para los 
bienes de capital. El control del comercio exterior (la protección arancelaria y las barreras administrativas a las 
exportaciones), así como el desarrollo de las empresas industriales estatales (el Instituto de Fomento Industrial, IFI, se 
había fundado en 1940 con el objetivo de crear empresas productoras de bienes intermedios con capital estatal para 
contribuir a la sustitución de importaciones en el país), habían sido elementos claves de la política de promoción industrial 
durante los años cuarenta. Sin embargo, a finales de la década, la protección otorgada por el arancel, que venía desde 1931, 
se había erosionado por la inflación, por cuanto las tarifas eran específicas y no correspondían a un porcentaje del valor 
importado. A tal punto que el recaudo era inferior al 10 % del valor de las importaciones, cuando en 1932 había 
representado el 51 % de las mismas342. 


Eso explica que en los últimos años de la década de los cuarenta, la ANDI desplegara una inmensa actividad tanto nacional 
como internacional en búsqueda de la reforma arancelaria. Sus delegados no solamente se hicieron presentes como 


observadores en la reunión ya mencionada del GATT, en Ginebra, sino que visitaron varios países de América Latina para 
defender la conveniencia de la protección de la industria de la región, en vista de la promoción del libre comercio de bienes 
y servicios, defendida por Estados Unidos con posterioridad a la Segunda Guerra Mundial343. Los industriales preferían la 
protección y el establecimiento de cupos básicos de importaciones como política de promoción de la industria; casi todas las 
empresas afiliadas a la ANDI producían bienes de consumo y requerían importar materias primas. No eran amigos, por 
tanto, de utilizar la tasa de cambio como instrumento de ajuste en situaciones, como la de 1949, en las cuales se registraba 
déficit en la balanza comercial344. 


Alo largo de la administración de Ospina Pérez, los industriales realizaron intensas gestiones para que los funcionarios del 
gobierno y los congresistas apoyaran la aprobación de una reforma arancelaria. Inicialmente ni el mismo presidente, ni su 
ministro de Hacienda, Francisco de Paula Pérez, eran partidarios de incrementar la protección a la industria; una 
propuesta de elevar las tarifas del arancel, incluida en un proyecto de ley sobre impuestos sometido al Congreso en 1946, 
no intentaba favorecer a los empresarios industriales, sino, simplemente, elevar el recaudo de impuestos para financiar el 
déficit fiscal. Los industriales, sin embargo, aprovecharon la oportunidad para trabajar con los congresistas y convencerlos 
de la necesidad de una reforma arancelaria para proteger la industria. Sus esfuerzos desataron fuertes debates en el 
Congreso y no fueron exitosos. En el Congreso las mayorías no eran amigas de la protección industrial por su efecto 
negativo sobre los precios de los productos finales y, consecuentemente, sobre los consumidores. Y los industriales 
subestimaron las gestiones de la Federación Nacional de Comerciantes —el gremio de los comerciantes, que se había 


organizado en 1945— y de los cafeteros, para contrarrestar en el Congreso el cabildeo de los industriales a través de la 
ANDI345. 


En un ambiente político muy agitado, al convertirse Jorge Eliécer Gaitán en el líder del Partido Liberal en 1947, el asunto 
de los aranceles continuó debatiéndose en el Congreso y se presentaron varias iniciativas de reforma arancelaria, algunas 
de las cuales se complementaron con propuestas para controlar los precios de los productos industriales con el fin de 
obligar a las empresas a consumir materias primas nacionales y a proteger el sector agropecuario. La polarización política 
entre liberales y conservadores se intensificó a lo largo de 1947, lo mismo que la pugna entre el líder liberal y los 
industriales. Por ello las discusiones en el Congreso y en los medios de comunicación sobre la reforma arancelaria no 
tuvieron ningún resultado concreto y sí elevaron la temperatura del ambiente político346. 


El asesinato de Jorge Eliécer Gaitán el 9 de abril de 1948 y los sucesos políticos posteriores, en particular la agudización 
del conflicto entre los partidos políticos y el cierre del Congreso en noviembre de 1949, acercaron a los líderes de los 
distintos sectores de la actividad productiva y al gobierno del presidente Ospina Pérez. La relación entre los empresarios y 
el gobierno de Ospina Pérez se hizo más estrecha, especialmente la de la ANDI347. 


VICISITUDES ECONÓMICAS Y REFORMA ARANCELARIA 


Las reservas en divisas comenzaron a caer rápidamente en 1948, lo cual condujo, de nuevo, a la devaluación del peso y a 
los tipos de cambio múltiples. Se aplicó una modalidad en donde coexistían tasas de cambio diferenciales basadas en un 
tipo de cambio fijo, dependiendo del tipo de operación; la venta al exterior de productos tradicionales o la compra de 
mercancías esenciales y otros servicios. Este tipo de cambio fijo se movió de $1,75 por dólar a $1,95 por dólar. Se 
estableció igualmente una tasa de cambio fluctuante a través de la cotización de certificados de cambio en bolsa para. 
negociar las divisas originadas en exportaciones diferentes al café, el banano, los cueros y el platino, y venderlas para el 
pago de la importación de maquinaria y equipo industrial, lo mismo que para reembolsar capital al extranjero y para 
importar bienes de lujo. Este sistema estuvo vigente hasta 1951348. 


En 1949 se profundizó el déficit de la balanza de pagos y existía, otra vez, una fuerte presión para la devaluación del 
peso349. En ese momento la ANDI consideró que lo importante era mantener la estabilidad del tipo de cambio y defender el 
equilibrio del comercio a través de mecanismos administrativos, como los cupos básicos de importaciones350. De hecho, 
“la ANDI y las asociaciones que la precedieron enfatizaron constantemente la conveniencia de una tasa de cambio fija y lo 
mismo consideraban personas cercanas a sus intereses”. Entre ellas, Carlos Lleras Restrepo, para quien “la conservación 
del valor externo del peso fue una cuestión de principio durante un tiempo considerable”351. Es posible que no hubiera un 
consenso claro entre los miembros de la ANDI sobre el sistema de tasa de cambio deseable y que la neutralidad (una tasa 
de cambio fija) resultara como una opción de compromiso junto con una mayor protección352. 


En medio de la crisis de la balanza de pagos y de la ineficacia de las medidas cambiarias, en 1949 y 1950 se planteó, de 
nuevo, la expedición de una reforma arancelaria. Esta fue negociada por el ministro de Hacienda, Hernán Jaramillo 
Ocampo —cafetero de Manizales—, con los industriales, y puesta en vigencia por decreto legislativo el 9 de julio de 1950; es 
decir, a menos de un mes de que el presidente Ospina Pérez entregara el poder a su sucesor, Laureano Gómez353. 


La reforma “consagró un sistema mixto de aranceles específicos y ad valorem, elevó significativamente la protección y 
adoptó una nomenclatura arancelaria moderna”354. De acuerdo con Berry, aunque la protección a la industria fue un 
objetivo específico de la reforma, el momento de su expedición coincidió con un déficit en la balanza de pagos (que también 
condujo a la devaluación de 1951); “la dispersión de las tarifas aumentó: las de los bienes finales fueron altas y las de los 
bienes intermedios y de capital, bajas. También se introdujo una lista de bienes de prohibida importación. El promedio del 
recaudo proveniente de los aranceles se incrementó al 22 % del valor de las importaciones en 1951”385. 


Adoptar la reforma arancelaria de 1950 implicó un cambio en la posición del gobierno de Mariano Ospina Pérez, motivado 
en su pragmatismo debido a la polarización política de los últimos dos años de su administración, afectada por el 


desbordamiento de la violencia con posterioridad al asesinato de Gaitán. 


La evolución de los acontecimientos políticos internos no fue, sin embargo, la única razón para el cambio de actitud del 
gobierno frente a la protección de la industria. La posguerra trajo consigo la preocupación por el desarrollo económico y el 
mejoramiento del nivel de vida de la población de los países atrasados. En América Latina esa preocupación se reflejó en el 
estímulo a la industrialización y en la adopción de principios y métodos de planeación económica. En 1946 nació el Banco 
Mundial, que en 1949 envió a Colombia la primera misión a país alguno (por solicitud del gobierno de Ospina Pérez a través 
de Emilio Toro, representante de Colombia en el directorio de la recién creada entidad), cuyo objetivo fue “enunciar las 
bases para un programa coherente y global de desarrollo, orientado a elevar el nivel de vida de la población”. Esta fue la 
Misión Currie porque su director fue el economista canadiense Lauchlin Currie356. 


Un año antes, en la Novena Conferencia Panamericana que se reunió en Bogotá en abril de 1948 (durante los aciagos días 
de la revuelta ocasionada por el asesinato de Jorge Eliécer Gaitán), los estados americanos firmaron un convenio 
económico que incluyó dentro de sus principios la importancia del desarrollo económico para mejorar las posibilidades de 
empleo, aumentar la productividad, equilibrar las economías, incrementar la demanda de bienes y servicios y elevar el 
nivel de los ingresos reales, y la búsqueda de una “sana industrialización”357. Por la misma época se creó la Comisión 
Económica para la América Latina (CEPAL) que, por intermedio de su director, Raúl Prébisch, planteó la industrialización 
por la vía de sustituir importaciones como el instrumento de política pública que los países de la región tenían a su alcance 
para mejorar el nivel de vida de sus habitantes358. 


El “fomento” de las actividades productivas, y no solo de la industria, se convirtió en un elemento central de la estrategia 
de desarrollo del país desde finales de los años cuarenta. La necesidad de una política de “fomento” fue una recomendación 
clara de la Misión Currie; en su informe se lee lo siguiente: 


La función de una inteligente política cambiaria y de control sobre las importaciones no es solamente la de proteger las 
reservas de divisas, sino controlarlas en tal forma, que ayude al desarrollo económico, en vez de obstaculizarlo. Por 
consiguiente, la política debe elaborarse de acuerdo con otra de fomento económico para así obtener un todo coherente; y 
con la misma medida, el programa general de desarrollo debe tener en cuenta de manera real, la posición y las 
perspectivas cambiarias del país359. 


EL “FOMENTO” Y LA REFORMA FINANCIERA DE 1981 


Al iniciarse la década de los años cincuenta, en la academia internacional y en los gobiernos se experimentó un cambio en 
la concepción del desarrollo económico. El Estado debía intervenir para estimular los sectores productivos, en especial la 


agricultura y la industria. La ortodoxia bancaria impuesta por la Misión Kemmerer en 1923 dio paso a una nueva idea de 
la función de los recursos financieros para estimular el crecimiento económico y el desarrollo. 


Aunque ya desde 1945 se había permitido a los bancos comerciales prestar a mediano plazo para vivienda urbana, en 1950 
se expidió un decreto que autorizó a los bancos para efectuar créditos con plazos hasta de cinco años para la industria, la 
construcción y los servicios públicos, sin exceder la suma de su capital pagado y sus reservas. Y se permitió que los bancos 
acudieran al Banco de la República para redescontar esas operaciones, con un amplio margen en las tasas de interés360. 


El argumento de algunos dirigentes era que este tipo de crédito no causaba inflación, así la fuente de los recursos fuera 
emisión monetaria pura y simple, porque se destinaba a inversiones productivas. Y existía un consenso entre los dirigentes 
sobre la “necesidad de crear la riqueza antes que transformarla o simplemente desplazarla”361. En 1949 se había 
publicado en la Revista del Banco de la República un artículo de Carlos Villaveces, quien en ese momento se desempeñaba 
como subgerente del Banco de Colombia y era miembro de la junta directiva del Banco de la República —y unos pocos años 
más tarde sería ministro de Hacienda—, en el cual se sugería introducir cambios en la legislación bancaria que 
comprendieran el establecimiento de encajes flexibles, el uso de tasas de interés para estimular o desalentar nuevas 
inversiones y la asignación del crédito “por medio de disposiciones concernientes a los redescuentos, cuotas de cartera, 
plazos de las obligaciones y tasas de interés diferenciales”. 


Villaveces consideraba, además, que el gobierno debía tener una adecuada representación en la junta directiva del Banco 
de la República, de tal forma que en ella el gobierno, de un lado, y las fuerzas económicas, de otro, tomarán “de común 
acuerdo las medidas adecuadas”362. El influyente banquero estaba de acuerdo con el proyecto de ley sobre orientación del 
crédito presentado al Congreso en ese mismo año por el ministro Jaramillo Ocampo. 


No solamente se trataba de un cambio de conceptos. Antonio Urdinola fue claro en afirmar, unos años más tarde, que “los 
sectores productivos en plena efervescencia, principalmente, la industria, querían crédito barato a mediano plazo y ello no 
era posible si se captaban los recursos en el mercado de capitales. La propia legislación tributaria discriminaba contra los 
bonos privados, de intereses gravables, frente a papeles estatales exentos y acciones cuya revaluación también era exenta 
como ganancia ocasional. Adicionalmente, el público exigía documentos de fácil realización, lo que complicaba el acceso de 
la industria al mercado de capitales en forma directa. Todo lo anterior explica la presión ejercida sobre el gobierno para 
que abriera las puertas de la banca comercial y del banco Emisor”363. 


La oportunidad para el cambio en la legislación se presentó en 1951 al conformarse una comisión de la junta directiva del 
Banco de la República para estudiar un nuevo contrato entre la entidad y el gobierno, porque en julio de 1953 vencería el 


que se encontraba vigente, que había otorgado al Banco, desde 1923, la facultad de emisión monetaria. Esta comisión, de la 
cual fue designado presidente Manuel Mejía, gerente de la Federación Nacional de Cafeteros, tuvo como punto de partida el 
Informe Grove (David Grove y Gerard Alter fueron dos expertos de la Junta de la Reserva Federal de los Estados Unidos 
que vinieron al país contratados por el Banco, y recomendaron revisar la legislación básica sobre el Banco de la República) 
y el artículo ya mencionado de Carlos Villaveces364. 


El primer resultado del trabajo de esta Comisión de Reforma Bancaria fue el Decreto Legislativo 756 de 1951 (5 de abril), 
al cual siguió el Decreto Legislativo 2057 (2 de octubre), que prorrogó el contrato entre el Banco y el gobierno hasta 1973 y 
modificó la composición de la junta directiva del Banco. Estos dos decretos constituyeron la reforma financiera de 
1951365. El Decreto 756, vigente hasta la creación de la Junta Monetaria en 1963, autorizó a la junta directiva del Banco 
para abrir cupos de crédito para el “descuento de operaciones destinadas a determinadas actividades económicas, de 
acuerdo con las necesidades del desarrollo agrícola, industrial y comercial del país”366. Y el Decreto 2057 mantuvo la 
junta directiva en el Banco de la República de nueve miembros, pero aclaró su composición al establecer que en ella 
participarían el ministro de Hacienda, dos directores designados por el gobierno, tres directores elegidos por los bancos, un 
director propuesto por las sociedades de agricultores del país y, por las asociaciones de ganaderos y escogido por el 
gobierno, un director propuesto por las cámaras de comercio, que también sería escogido por el gobierno, y el gerente de la. 
Federación Nacional de Cafeteros367. 


El cambio en la política financiera no se limitó a las nuevas atribuciones del Banco de la República. En la década de los años 
cincuenta se crearon entidades bancarias estatales. En 1951 nació el Banco Popular, con el fin de orientar el crédito a los 
pequeños industriales y a las personas de bajos ingresos en Bogotá, para protegerlas de la usura. En 1953 se fundó el 
Banco Cafetero, con recursos del Fondo Nacional del Café y con el propósito de financiar la producción, la recolección, el 
transporte y la exportación de café y de otros productos agrícolas. En 1955 se organizó el Banco Ganadero con el mandato 
de dirigir el crédito, preferencialmente, al sector ganadero, para desarrollar la industria pecuaria en el país. Y en 19857 se 
autorizó la creación de un nuevo intermediario financiero, “las corporaciones financieras”, para encauzar capital nacional 
y extranjero hacia la financiación de la producción. Estas últimas solamente comenzaron a organizarse en 1959 y, a través 
de ellas, se canalizaría posteriormente crédito del Banco Mundial y del Banco Interamericano de Desarrollo hacia los 
diferentes sectores productivos colombianos, en especial la industria manufacturera y la agricultura comercial368. 


GREMIOS Y CORPORATIVISMO 369 


El nacimiento de la asociación Nacional de Industriales (ANDI) no fue un hecho aislado en Colombia. Desde los inicios de la 
década de los cuarenta comenzaron a crearse gremios especializados en el país, tanto en las distintas ramas de la 


producción agropecuaria como en actividades urbanas, el comercio y los servicios. En su libro sobre la historia de la 
Sociedad de Agricultores de Colombia (SAC) Jesús Antonio Bejarano da cuenta de la aparición de más de diez gremios 
vinculados a la política agraria del país en los años cuarenta, lo que generaba intereses cada vez más especializados y 
provocaba conflictos entre ellos alrededor de la política económica370. 


En 1946 se organizó la Federación Nacional de Comerciantes, Fenalco, “cuyas actividades desde un comienzo estarían 
caracterizadas por su oposición a la protección arancelaria como principio, y cuya orientación económica estaría 
condensada en el principio de que “la fuerza de la Federación debe ser tal que la capacite para defender los intereses 
comunes de sus afiliados frente a la arbitrariedad del Estado y a las exigencias de otros sectores de la comunidad nacional 
e internacional”, lo que conllevaba la idea de reemplazar el intervencionismo de Estado por una simple coordinación 
económica”371, 


La consideración de corto plazo para la creación de Fenalco fue, sin embargo, la oposición de los comerciantes al 
mecanismo del control de precios que se había adoptado en 1942 como parte de la política antiinflacionaria, debido al 
incremento de los precios que se registró durante la Segunda Guerra Mundial y que condujo a que estos se elevaran en 109 
% entre 1942 y 1945372. Por otra parte, los comerciantes no veían que los gobiernos no reconocieran la importancia de su 
sector, ni lo defendieran como una actividad productiva, como sí lo hacían “con la industria o con la agricultura, a través de 
la protección arancelaria, el crédito selectivo, las exenciones tributarias, etc.”, por lo cual debían aprender a “defenderse 
por sí solos”373. 


Los industriales y los comerciantes, pues, comenzaron a organizarse para formalizar su relación con los gobiernos. Y 
algunos gremios de la producción, la SAC entre ellos, sugirieron la creación de un estado corporativo argumentando que 
“sería altamente provechoso para la vida nacional el que los hombres de trabajo tuvieran oportunidades de elegir sus 
propios senadores, formaran un grupo fuerte, capaz de atajar el juego irresponsable de la politiquería nacional y darle al 
Congreso de la República un austero sello de eficiencia y modernización”374. 


Un planteamiento como el anterior era acorde con el espíritu de los tiempos. El presidente Laureano Gómez había 
defendido las virtudes de un estado corporativo en editoriales del periódico El Siglo en los años cuarenta y su interés por 
este tipo de organización política había aumentado después del 9 de abril de 1948375. Para Gómez, la fórmula corporativa 
era democrática y “el sistema corporativo de la representación popular como mejor actúa es precisamente dentro de la 
democracia”. Y añadía a continuación: 


La esencia del corporativismo radica en que las leyes que afectan a determinadas actividades económicas sean 
principalmente estudiadas por los gremios que van a ser afectados por ellas; que no se expidan sin su intervención, que no 
puedan prosperar sin su querer. Así la representación popular deja de ser cuantitativa para convertirse en cualitativa. La 
población, en vez de dividirse en grupos amorfos de veinte mil o más habitantes para elegir, se clasificaría en actividades 
económicas, corporaciones o gremios. Y los comerciantes, los agricultores, los ganaderos, los profesionales, formarán los 
cuadros que habrán de llevar a la cámara o dieta auténticos valores gremiales, en que estarán ponderadamente 
representados los intereses patronales por una parte, y los intereses obreros, organizados en sindicatos, por otra. Nada 
más afecto a la sindicalización que el corporativismo. Por lo tanto, nada más democrático. Sentado queda, pues, que no por 
haber aprovechado la eficacia del sistema ciertos regímenes europeos, se confunda e identifique con ellos como contrario a 
la democracia. Es una buena moneda que tiene valor en cualquier mano376. 


En medio de una compleja situación política, con el Congreso cerrado, Gómez se posesionó ante la Corte Suprema de 
Justicia e insistió en adelantar la reforma de la Constitución “que permitiera una mayor gobernabilidad y garantizara la 
tranquilidad en el territorio nacional”377. Para ello creó la Comisión de Estudios Constitucionales, conformada por 
conservadores, entre ellos su hijo Álvaro, y presidida por Francisco de Paula Pérez, el ex ministro conservador antioqueño. 


El presidente Gómez buscó reformar la Constitución Nacional convocando una Asamblea Nacional Constituyente en 1952, 
para plasmar en normas constitucionales, entre otras ideas, su modelo corporativo de conducción del Estado378. 


El corporativismo no era novedoso en Colombia; desde la misma discusión de la Constitución de 1886, Miguel Antonio Caro 
había propuesto la designación directa por el presidente de la República de seis senadores escogidos del clero, los militares, 
los empresarios, los agricultores y los intelectuales. El liberal Rafael Uribe Uribe expuso, en 1904, ideas aún más radicales 
de representación gremial en el Congreso y, más tarde, el padre Félix de Restrepo propuso la representación de la Iglesia a 
través del arzobispo de Bogotá en el Senado, con calidad de vitalicio. La Comisión de Estudios Constitucionales recogió 
estas ideas para imprimir legitimidad a la que iba a ser la reforma constitucional de 1953379. 


Buena parte de las sesiones iniciales de la Comisión se dedicaron a debatir si la reforma que se propondría sería o no 
corporativista. De hecho, como lo anota Barrero, “una genuina reforma corporativa se discutió ampliamente en las 
sesiones de la Comisión, pero la mayoría se inclinó por una conformación mixta del Senado, con un miembro funcional por 
cada miembro político y con los ex presidentes y vicepresidentes como senadores vitalicios. En la versión final se incluían 
15 voceros de las distintas corporaciones —industriales, ganaderos, comerciantes, agricultores, trabajadores, 
universitarios, clero, etc.—, para quienes se proponía una elección interna sujeta a una nueva ley”380. Además los 
senadores políticos no serían elegidos directamente, sino a través “de un Colegio Electoral de cinco miembros que se 


formará con el voto de los Concejos Municipales y funcionará en la capital del departamento cada seis años, únicamente 
para los efectos de esta elección”381. 


El presidente de la República continuaría siendo elegido por el voto popular, pero su período se aumentaba a seis años. La 
propuesta, además, reducía la duración de las sesiones del Congreso y le quitaba a este ciertas funciones que había 
desempeñado tradicionalmente, entre ellas, la elección de los miembros de la Corte Suprema y el de destituir al presidente. 
Se trataba, claramente, de crear un sistema autoritario de gobierno, “encabezado por un presidente todopoderoso” y, 
también, de recortar la representación directa en el Senado con el objetivo de que este “reflejara la estructura social y 
política del país” y ejerciera más la función de discusión de los proyectos de ley que la de control político de las acciones del 
Ejecutivo. La Cámara de Representantes tendría la función meramente política382. 


Para el presidente Gómez, la crisis del Congreso, que había originado su clausura en 1949, se resolvería al reducir su 
tamaño y seleccionar de manera diferente a sus miembros, “limitando la iniciativa parlamentaria a todas aquellas 
materias que por su sentido técnico no pueden ser debatidas por una corporación numerosa y ajena al problema”, solo que 
en esta ocasión debería “intentarse una reforma orgánica, estableciendo una más clara diferenciación entre Senado y 
Cámara Baja, de suerte que aquella sea una fuerza moderadora y apolítica frente a esta que debe poseer la natural 
inquietud e impulso de todo organismo popular”383. 


El golpe de Estado del 13 de junio de 1953 enterró la propuesta constitucional de Gómez, aunque la Asamblea, integrada 
por miembros del Partido Conservador, continuó reuniéndose durante el gobierno militar384. 
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Capítulo VIL 
CAFETEROS, INDUSTRIALES, GOBIERNO Y MODELO DE DESARROLLO 


Al iniciarse los años cincuenta, el café y la industria eran los sectores más dinámicos de la economía colombiana. Ambos 
contaban con poderosas asociaciones gremiales: la Federación Nacional de Cafeteros y la Asociación Nacional de 
Industriales (ANDD). 


Con posterioridad a la crisis económica mundial, la producción de café no se expandió tan rápidamente como lo había 
hecho en las tres primeras décadas del siglo XX. Sin embargo, entre 1950 y 1954 las exportaciones del grano 
representaron el 79 % de las exportaciones totales del país385. El café producía las divisas que se requerían para financiar 
las importaciones destinadas a los otros sectores de la economía, especialmente aquellas de bienes intermedios y de capital 
necesarias para la expansión del sector industrial. 


La industria incrementó su participación dentro del PIB colombiano en los años cuarenta y cincuenta del siglo XX, La 
estructura de la producción industrial sufrió un cambio de fondo. El crecimiento del sector estuvo jalonado por la 
producción de bienes intermedios como el caucho, el papel, los químicos, los derivados del petróleo y la metalurgia386. La 
elevación de los precios del café desde principios de los años cincuenta dio lugar a un auge económico en la primera mitad 
de esa década. Fue la segunda bonanza cafetera del siglo, en términos del nivel de los precios internacionales del grano; 
bonanza que permitió la expansión del sector industrial a un ritmo acelerado y la profundización del proceso de sustitución 
de importaciones, facilitada por la protección que suministraban a la industria manufacturera tanto los aranceles como las 
barreras no arancelarias a las importaciones. Estas últimas, como lo anotan Villar y Esguerra, fueron el componente 
principal de la política comercial colombiana en los años cuarenta, cincuenta y sesenta del siglo XX387. 


CAFÉ, INDUSTRIA Y POLÍTICA ECONÓMICA 


Fue tal la importancia del café en la economía colombiana que la política económica estuvo fundamentalmente 
determinada por el manejo cafetero entre 1930 y 1990, cuando dejaron de existir los acuerdos internacionales de cuotas 
cafeteras en el marco de la Organización Internacional del Café. 


A mediados de los años cincuenta, el mercado cafetero entró en una fase de superproducción masiva por un incremento 
simultáneo en la producción de café en Brasil, África, América Central y México. Los países cafeteros de América Latina. 
hicieron esfuerzos por estabilizar los precios desde 1956. Un acuerdo exitoso de cuotas requería, sin embargo, incorporar a 
los productores de otras partes del mundo por la competencia de los cafés africanos. Las negociaciones de un pacto global 


de precios condujeron a que, en 1962, se firmara el Primer Acuerdo Internacional del Café con la participación de países 
productores y consumidores388. Este acuerdo había sido parte esencial de las solicitudes de los distintos países de 
América Latina a los Estados Unidos en los años cincuenta, sin éxito, pero involucradas, en 1961, en los programas de la 
Alianza para el Progreso. Con ajustes y cambios, los acuerdos se prolongaron hasta 1989 y fueron definitivos para 
mantener alto y estable el precio del café389. Las conversaciones y negociaciones para renovar periódicamente el acuerdo 
se convirtieron, por consiguiente, en un elemento fundamental de la política económica colombiana entre 1962 y 1989. 
Estas eran presididas y coordinadas por el gerente general de la Federación Nacional de Cafeteros; en ellas tenía muy poca 
injerencia el ministro de Hacienda390. 


En 1989 no se logró la renovación del Acuerdo Internacional del Café. El mundo había cambiado con la caída del Muro de 
Berlín, que puso fin a la Guerra Fría que siguió a la terminación de la Segunda Guerra Mundial y se prolongó por 44 años. 
Estados Unidos dejó de considerar que la “izquierda” en América Latina fuera una amenaza para la estabilidad política de 
la región. 


Además, el Acuerdo del Café había hecho agua por la creciente oferta y comercialización de café en los países no miembros, 
a precios más bajos, y por su misma rigidez. La ruptura del acuerdo condujo a la pérdida de poder e influencia de las 
“agencias cafeteras de los países productores” en el mercado internacional391. En efecto, el control de los inventarios se 
transfirió muy rápidamente de esas agencias estatales a las compañías comercializadoras privadas. Vino, entonces, una 
caída “brutal” de los precios internacionales y, más tarde, “una crisis general en los sistemas de estabilización de precios 
en los países productores y una bancarrota de las agencias estatales a cargo de los sectores cafeteros”392. 


Fue lo que ocurrió a la Federación Nacional de Cafeteros en Colombia, que perdió la capacidad de influir en el diseño de la 
política económica que había tenido desde 1931. Aunque los mismos dirigentes cafeteros del país tardaron más de 20 años 
en reconocer que este fenómeno había sucedido y que la Federación Nacional de Cafeteros del siglo XXI no sería la misma — 
si es que se mantiene su existencia— que la del siglo XX393. 


El café representó más del 50 % de las exportaciones colombianas hasta el período 1975-1979, cuando se experimentó la 
tercera y gran bonanza externa del siglo XX. Su participación dentro del total de las exportaciones, sin embargo, comenzó 
a descender en los años ochenta por el incremento sustancial de las ventas al exterior de petróleo y productos de la 
minería, en particular de carbón. Y su pérdida de participación en el total de las exportaciones se agudizó a partir de la 
última década del siglo: se redujo de 37,42 % en el período 1985-1989 a 18,60 % entre 1990 y 1994 y a 6,44 % enlos cinco 
primeros años del siglo XXI394. 


Al caer los precios internacionales del café después de los auges registrados en los cincuenta y en los setenta, Colombia 
incurría en un déficit en su balanza de pagos que obligaba a las autoridades a devaluar la moneda y a acudir nuevamente a 
los controles de cambios y de importaciones. En los años cincuenta y sesenta, además, la debilidad de las finanzas del 
Fondo Nacional del Café hizo necesario recurrir a los créditos del Banco de la República para efectos de la compra de la 
cosecha cafetera, con la consecuente expansión monetaria, los riesgos inflacionarios y las medidas de restricción del 
crédito bancario al sector privado. 


La reforma financiera de 1951 asignó al Banco de la República funciones no solamente monetarias, sino de apoyo al 
desarrollo económico mediante el crédito a los sectores productivos, en especial a la agricultura y a la industria 
manufacturera. Y con la modificación en la composición de la junta directiva del Banco, los “agentes representantes del 
sector financiero (interesados en la estabilidad monetaria interna) fueron dándole[s] paso a los intereses de sectores 
exportadores, como la Federación Nacional de Cafeteros, y capacidad al Estado para impulsar el desarrollo de la. 
economía”395. 


A partir de 1951, en las decisiones de la junta directiva del Banco de la República ganó espacio el tema del crédito de 
fomento a los sectores agrícolas e industriales, “con tal intensidad que en ocasiones se llegó a sacrificar el control de la 
expansión monetaria por la política de crédito de fomento, resultando en el crecimiento real del crédito más fuerte y 
prolongado de toda la historia monetaria durante el siglo XX”396. 


En 1963 se creó la Junta Monetaria. La conducción de la política monetaria y crediticia quedó en manos del gobierno 
nacional, con la excepción de dos asesores técnicos nombrados por la propia Junta Monetaria, con voz pero sin voto. La. 
Junta del Banco de la República se mantuvo para administrar el Banco con representación de los banqueros y de algunos 
gremios de la producción, los ganaderos entre ellos. 


La Junta Monetaria “profundizó la política de selección del crédito dirigido”, aunque la presencia de los asesores técnicos 
buscó asegurar que “la promoción del fomento económico se diera sin sacrificar completamente la estabilidad de 
precios”397. A pesar de ello —y sin que se presentaran episodios de hiperinflación como en otros países de América Latina. 
—la inflación en Colombia se ubicó en un nivel alto y persistente, a tal extremo que muchos individuos del común llegaron a 
considerar que un ritmo de inflación anual de 20 % equivalía a un nivel de inflación cero en el país. Otra consecuencia del 
manejo de la política monetaria, en especial de la prioridad otorgada al crédito de fomento, fue la represión del sistema. 
financiero por la vía de los altos encajes y las inversiones forzosas. En consecuencia la asignación del crédito pasó de la 
órbita de las entidades bancarias a la del gobierno, en el banco central. La política económica actuó en desmedro del 
mercado de capitales y del comercio interno, que se rezagaron en su desarrollo. 


Las autoridades económicas acumularon desde los años treinta un arsenal completo de medidas de control a las salidas de 
divisas, que incluyeron, en algunas coyunturas, los depósitos previos para el pago de importaciones, la determinación de 
'montos mensuales para la importación de bienes, las licencias de cambio y los sistemas de trueque y compensación con 
países específicos —generalmente aquellos que compraban café y que se encontraban en la órbita de la Unión Soviética—. A 
finales de los años cincuenta se establecieron, además, las listas de licencia previa de importación y de prohibida 
importación. Este conjunto de herramientas era administrado por el Banco de la República, en lo relacionado con los 
controles cambiarios, y por una entidad oficial, la Superintendencia Nacional de Importaciones, dependiente del Ministerio 
de Fomento, primero, y, posteriormente, por el Instituto Colombiano de Comercio Exterior (Incomex), dependiente del 
Ministerio de Desarrollo Económico. 


La política de promoción de las exportaciones diferentes al café y el petróleo fue resultado de la falta de divisas que se 
generaba en épocas de bajos precios internacionales del café. En 1959 se introdujo el que se conoció como “Plan Vallejo”, 
por haberse expedido siendo ministro de Fomento el antioqueño Joaquín Vallejo, que exoneraba del pago de derechos de 
aduana a aquellas materias primas y bienes de capital utilizadas en la producción de artículos para la exportación. Más 
adelante el gobierno decidió utilizar los subsidios tributarios como instrumento de estímulo a la exportación y creó el 
Certificado de Abono Tributario (CAT), que entregaba a los exportadores, y estos aplicaban al pago de sus impuestos. 


En marzo de 1967, el gobierno, presidido por Carlos Lleras Restrepo, expidió el Decreto Ley 444, conocido como el 
“Estatuto Cambiario”, que recogió en una sola disposición legal la totalidad de las normas cambiarias y de control de las 
importaciones y estímulo a las exportaciones, y dio vida al Fondo de Promoción de Exportaciones (Proexpo), adscrito al 
Banco de la República. Este estatuto determinó la eliminación gradual de las tasas de cambio múltiples y permitió avanzar 
hacia la unificación del tipo de cambio fluctuante pero intervenido398. En julio de 1968 comenzó a operar en el país el 
régimen de la devaluación gradual de la tasa de cambio, o “minidevaluaciones”, que intentaba mantener el índice de la tasa 
de cambio real para favorecer las exportaciones no tradicionales399. El Fondo de Promoción de Exportaciones, (Proexpo), 
fue otro instrumento del crédito de fomento que buscó prestar capital de trabajo a las empresas exportadoras y recursos de 
largo plazo para invertir en proyectos orientados a la exportación, financiado con una sobretasa sobre las importaciones. 


En el Comité Nacional de Cafeteros, por otra parte, se negociaba la distribución de los excedentes generados durante las 
épocas de precios altos del café, entre los representantes del gobierno —con el ministro de Hacienda a la cabeza— y los de 
los cafeteros. Así sucedió en la gran bonanza cafetera de los años setenta, cuando el presidente López Michelsen acuñó la 
frase de que “la bonanza era para los cafeteros” y, también, en la bonanza, de menor magnitud pero extremadamente 
oportuna, de finales de 1985 y principios de 1986400. Además, el gerente general de la Federación Nacional de Cafeteros 
no solamente asistió a las reuniones de la junta directiva del Banco de la República hasta 1991 —cuando la nueva 


Constitución definió el banco central como una entidad autónoma e independiente y, en consecuencia, se modificó la 
composición de su junta directiva—, sino a las sesiones del Consejo Nacional de Política Económica (Conpes), desde que se 
reformó la conformación de este organismo en 1963 hasta el año 2009 en que, mediante decretos del Ejecutivo, se modificó 
la composición del Conpes401. 


Para los cafeteros la devaluación del peso colombiano frente al dólar siempre fue un instrumento para estimular las 
exportaciones del grano y mantener el atractivo del cultivo del café en el país. Así lo manifestaron en sus discusiones con el 
gobierno desde 1932, a tal punto que Carlos Lleras Restrepo ya comentaba en 1938 que las devaluaciones se llevaban a. 
cabo por presiones de la “opinión pública, los intereses cafeteros y las necesidades en general”402. El hecho, como lo 
muestra Echavarría, es que, al comparar las tasas de cambios nominales y reales de Colombia con las de ocho países 
latinoamericanos en el período 1929-1939, el peso se desvalorizó mucho más frente al dólar de los Estados Unidos que las 
monedas de los países considerados403. 


La dependencia exagerada de la economía colombiana en el café y sus exportaciones hizo a esta muy vulnerable a los 
vaivenes del sector externo por la presencia de los ciclos internacionales de los precios del café con sus picos en los 
cincuenta y en los setenta y sus muy bajos niveles de la segunda mitad de los cincuenta y toda la década de los sesenta. 


De su parte, la principal bandera de la ANDI desde sus inicios fue abogar por una mayor protección industrial, asunto que 
la asociación logró con los cambios efectuados en el arancel en 1950, que buscaron la defensa de la balanza de pagos y “la 
mejora de la protección a la industria nacional, especialmente en frentes que habían estado poco atendidos como el de los 
productos intermedios y las materias primas elaboradas”404. 


En 1949 se había agudizado el déficit de la balanza de pagos y existía una fuerte presión a la devaluación del peso, por lo 
cual, de acuerdo con la historia oficial de la ANDI, el asunto “le incumbía directamente, en la medida en que entonces casi 
todas las fábricas existentes producían bienes de consumo final, y la mayor parte de ellas debían importar buena parte de 
sus materias primas, dada la virtual inexistencia de industrias productoras de bienes intermedios y de materias primas 
manufacturadas. En estas condiciones, lógicamente la ANDI era partidaria de tratar de mantener la estabilidad cambiaria 
y defender el equilibrio del comercio exterior a través de mecanismos administrativos como los cupos básicos de 
importaciones que, por aquella época, habían sido establecidos con esa finalidad por el gobierno nacional”405. 


Esta política era contraria a los intereses de Fenalco, que abogaba por el libre funcionamiento del mercado, y marcó “las 
discrepancias de la Federación con las diferentes administraciones gubernamentales y con otros gremios como la 


ANDI'406. De todas formas, en los comienzos del gobierno de Laureano Gómez, en 1951, se introdujo una devaluación del 
peso que elevó el precio del dólar de $1,95 a finales de 1948 a $2,51. 


Los industriales nunca fueron amigos de la devaluación del peso. Como lo afirma Echavarría, “la ANDI y las asociaciones 
que la precedieron enfatizaron constantemente la conveniencia de una tasa de cambio fija y lo mismo consideraban las 
personas cercanas a sus intereses”407. Entre ellas, Carlos Lleras Restrepo, para quien “la conservación del valor externo 
del peso fue una cuestión de principio durante un tiempo considerable”408. 


El arreglo institucional a que dieron lugar las reformas de los inicios de los años cincuenta fue el de un corporativismo 
implícito en el manejo de la política económica, no extremo, como el propuesto por Laureano Gómez, que implicaba no solo 
la coordinación en el Estado de la totalidad de los intereses de los grupos sociales, sino un corporativismo que balanceó, 
fundamentalmente, los intereses de los cafeteros con el de los industriales. No fue un corporativismo impuesto desde el 
Estado por razones ideológicas, como el que hubiera implantado un régimen como el de Gómez si hubiera tenido la 
oportunidad para ello, sino uno en el cual, como lo anota Pécaut, se entrecruzaron “el liberalismo' y el 
“intervencionismo””409. Ese corporativismo limitado caracterizó el manejo económico hasta 1989 y resultó, después, en la. 
explosión del cabildeo ante las distintas ramas de poder del Estado y en la captura de ciertas entidades públicas por parte 
de grupos de contratistas del Estado410. 


EL COMPORTAMIENTO DE LA INDUSTRIA, LA POLÍTICA COMERCIAL Y LA POLÍTICA CAMBIARIA 


Con posterioridad al crecimiento acelerado de la producción industrial hasta 1973, los últimos veinticinco años del siglo 
XX se caracterizaron por un ritmo muy lento de expansión de la industria, inferior al del conjunto de la economía. La 
industria manufacturera empezó a perder peso relativo dentro del PIB colombiano, que a finales del siglo se ubicó en un 
porcentaje similar al que registraba a finales de los años cuarenta. 


La ANDI culpó de esta evolución a la política comercial seguida por el gobierno desde 1974, tildándola de “neoliberal”, por 
no haber tenido como objetivo el apoyo claro del Estado a la industrialización, sino, por el contrario, el de “frenar y 
desmantelar la industria colombiana, librar al país a la ley selvática de la libertad de comercio internacional y articular 
nuestros escasos recursos primarios a las fuerzas incontroladas que ordenan la división internacional del trabajo en 
beneficio de países poderosos y en detrimento de los débiles”411. Lo que no contemplaron los industriales colombianos, y la 
ANDI en particular, fue que el mundo entero empezó a cambiar en los años setenta y la tendencia hacia la libertad del 
comercio exterior a implantarse y reforzarse. Insistir en la protección arancelaria iba en contravía de lo que hacía el resto 
del mundo. 


Sin embargo, los aranceles fueron crecientes entre 1968 y 1984 y se presentó un fuerte episodio de protección para- 
arancelaria entre 1983 y 1987, por las dificultades fiscales y cambiarias que experimentó la economía colombiana en este 
período y que dio lugar, también, a una devaluación real acelerada del peso en 1985, dentro del sistema adoptado en 1967 
de devaluación gradual controlada (crawling peg). Tanto en 1975 como en 1980 hubo intentos de liberación comercial, 
pero estos “tuvieron fuerte oposición del sector privado, y particularmente de los industriales de Medellín”. Según 
Sebastián Edwards, “la protección conjunta brindada por el arancel y el para-arancel entre 1985 y 1987 en Colombia (83 
%) fue la mayor después de Costa Rica (92 %) y la cobertura del para-arancel la más alta en la región (73,2 %)"412. 


Ambos, el arancel y las restricciones cuantitativas a las importaciones (el “para-arancel”), generaron una protección a la 
industria manufacturera mucho mayor que la que señala la simple mirada a la evolución de las tarifas arancelarias. Como 
lo documentó Jorge García, en los cincuenta, los sesenta y la primera mitad de los ochenta las restricciones cuantitativas 
probablemente fueron más intensas que en los setenta y en los noventa413. De otra parte, si se considera no solamente la. 
protección nominal sino la efectiva, “en el período 1974-1997, la protección efectiva excedió a la protección en 15 % para 
todo el universo arancelario, y en 100 % para los sectores productores de bienes de consumo duradero [...] La evidencia 
presentada muestra, además, que Colombia siguió una política proteccionista activa y agresiva, y que mal se puede calificar 
de moderado el proteccionismo colombiano. Este proteccionismo, sin duda alguna, redujo la tasa de crecimiento económico 
colombiano y postergó la prosperidad de las regiones y sectores más atrasados del país, entre ellos la Costa Caribe”414. 


No hay evidencia de que la modificación de la política comercial en los setenta y ochenta hubiera implicado el detrimento 
de la industria nacional. La causa del bajo crecimiento de la industria en el último cuarto del siglo XX debe buscarse en otro 
sitio. Echavarría y Villamizar, por ejemplo, sugieren que el débil desarrollo del sector financiero colombiano y del mercado 
de capitales desde los años cincuenta restringió el crecimiento de la industria y que “las reformas adoptadas en la década 
de los años noventa disminuyeron las restricciones crediticias e incrementaron la eficiencia de las firmas”415. García 
García mostró su acuerdo con este planteamiento y ahondó en el tema para afirmar que el sector financiero fue 
fuertemente reprimido por la autoridad económica desde la segunda mitad de los años sesenta, “porque los gobiernos 
aumentaron sistemáticamente los encajes sobre depósitos para abrirle espacio a la financiación del déficit fiscal y al crédito 
de fomento del Banco de la República”416. 


Es importante una última consideración sobre la protección que recibió la industria en Colombia. Los aranceles elevados 
constituyeron un impuesto sobre la actividad exportadora a pesar de la existencia de esquemas como el “Plan Vallejo”. En 
un trabajo de 1981, el mismo García García encontró que en la década de los setenta “un arancel sobre las importaciones se 
transmitía en 90 % a las actividades exportadoras; es decir, el gravamen a las importaciones aumentaba el precio de los 
bienes no comerciados en 90 % del gravamen, además de subir el precio relativo de las importaciones por el monto del 


gravamen”417. Lo que quiere decir que perdió atractivo producir para exportar, lo cual limitó la diversificación de las 
exportaciones y la actividad productiva. 


Así las cosas, si bien la política de comercio exterior seguida por Colombia desde los años treinta —que se reforzó entre los 
cincuenta y los noventa— contribuyó a la expansión de la industria y de la economía hasta 1973, tuvo también impacto en 
el bajo ritmo de crecimiento tanto de la industria como de la economía en los últimos veinticinco años del siglo XX, con el 
agravante de que discriminó contra el sector exportador418. Aunque la política comercial fue una de las determinantes del 
menor crecimiento de la economía y no la única, deben tenerse en cuenta la política oficial frente al sector financiero, el 
rezago del comercio y los desequilibrios en las finanzas públicas, especialmente a finales de los años setenta y principios de 
los ochenta, 


La tasa de cambio en Colombia, por su parte, exhibió durante todo el siglo XX una tendencia a la devaluación. La 
herramienta se utilizó activamente por parte de las autoridades económicas, al tiempo que la economía se mantenía 
cerrada con aranceles elevados y restricciones administrativas a las importaciones. ¿Por qué se devaluó tanto? Es una 
pregunta que se han hecho economistas como José Antonio Ocampo, Leonardo Villar y Pilar Esguerra. Para el primero se 
trató de promover la diversificación de las exportaciones “en una economía con fuertes ventajas comparativas en un 
producto primario particular (café)”419. Para los segundos, los procesos de liberación comercial de las primeras décadas 
del siglo por la sustitución de la mula por el ferrocarril y, más adelante, por la consolidación en el país del transporte por 
carretera, más eficiente que el ferroviario, condujeron en Colombia a “una tendencia a la devaluación real”420. 


Un objetivo claro de los formuladores de la política económica debió haber sido la diversificación de la estructura 
exportadora del país. Ese propósito, sin embargo, no podía lograrse simultáneamente con sostener el andamiaje de 
protección a la industria y restricciones a las importaciones, a pesar del bien intencionado intento de 1967 cuando se trató 
de combinar la sustitución de las importaciones con la promoción de las exportaciones. 


La política fue transitoria y relativamente exitosa mientras fue posible devaluar en términos reales, como sucedió entre 
1967 y 1976, antes de que la bonanza cafetera de la segunda mitad de los setenta condujera a la apreciación real del tipo 
de cambio. La imposibilidad de financiar el déficit de la cuenta corriente de la balanza de pagos por la no disponibilidad de 
crédito externo para tal fin, en la magnitud que se requería, y el bajo nivel de la inversión extranjera hicieron imposible, 
además, desmontar los controles a las importaciones en los años sesenta y en los ochenta cuando tuvo lugar la crisis de la 
deuda externa en América Latina. 


Todo lo cual señala que una mayor diversificación de las exportaciones en un contexto internacional y nacional 
caracterizado por tantas restricciones seguramente habría requerido devaluaciones aun más altas, con costos económicos 
y sociales elevados sobre todo por el riesgo de la hiperinflación421. Habría que tener en cuenta, además, los límites 
impuestos a la acción del gobierno por los intereses de los agentes económicos, en particular los de los industriales. Es 
decir, los problemas de la economía política que caracterizaron el manejo del sector externo en Colombia durante la mayor 
parte del siglo XX. 


OTRAS CONSECUENCIAS DEL MANEJO DE LA ECONOMÍA ENTRE 1930 Y 1990 


La política de protección a la producción nacional ejecutada a partir de 1950 redundó en un sesgo en contra de las 
exportaciones. La protección estimuló la producción de bienes sustitutos de importaciones para el mercado interno, sobre 
la producción orientada a la exportación. 


Este tipo de modelo limitó la posibilidad de que los empresarios explotaran ventajas comparativas del país en la producción 
de bienes para exportar. En este ambiente podían competir únicamente productos cuya “ventaja radique en la dotación de 
recursos naturales, o aquellos bienes manufacturados que [...] puedan transformar la posición monopólica que les da la 
protección, en fuente de financiación de sus ventas en el mercado exterior”422. La presencia de un sesgo antiexportador 
creciente, en particular a partir de 1983, condujo a que se incrementaran los subsidios compensatorios a los exportadores 
con cargo a recursos fiscales423. 


De ahí la insistencia en que el modelo implantado tuvo como una de sus consecuencias haber impedido y rezagado la. 
diversificación de la estructura de las exportaciones colombianas. Como lo anota García García, “durante los años setenta y 
los ochenta, Colombia perdió la oportunidad de liberalizar el comercio y crecer más rápidamente sin incurrir en problemas 
de balanza de pagos. Las restricciones a las importaciones constituyeron un gravamen a las exportaciones y 
obstaculizaron su crecimiento”424. 


El esquema de protección industrial que se adoptó tuvo, además, consecuencias negativas sobre el desarrollo regional del 
país. La actividad productiva se concentró en la zona central, particularmente en el triángulo Bogotá, Medellín y Cali, en 
donde se generó la porción fundamental del mercado interno en Colombia. Esta situación se vio además reforzada por las 
inversiones en infraestructura de transporte, tal como lo ha señalado Adolfo Meisel425. Como quiera que la protección 
contribuyó a la expansión del mercado interno en el interior del país y en las décadas de los veinte, los treinta y los 
cuarenta, la mayor parte de las inversiones en ferrocarriles y en carreteras se destinó a la zona andina, las empresas 
localizadas en la Costa Caribe perdieron su ventaja comparativa y entraron en un proceso gradual de deterioro que condujo 
asu desaparición426. 


Es el caso de lo sucedido con Textiles Obregón, la empresa bandera de Barranquilla en la segunda y la tercera década del 
siglo, que se estancó en los años treinta y se liquidó en 1957. De acuerdo con Meisel, las empresas textiles que pudieron 
aprovechar economías de escala fueron las localizadas en Medellín por su presencia en el centro de los mercados 
regionales; de hecho, en razón de lo reducido del mercado nacional, “unas pocas empresas antioqueñas lograron acaparar 
la mayor parte del mercado. Por eso la Fábrica de Textiles Obregón, que hasta 1934 fue exitosa, se fue rezagando y 
concentrando en la producción de nichos de mercados para telas burdas en la región Caribe, no pudiendo invertir en 
maquinaria, como lo hacían Coltejer y Fabricato, debido a las grandes utilidades que estaban obteniendo en ese 
Imnomento”427. 


Hubiera sido racional que las empresas industriales se ubicaran en la Costa Caribe para acceder a los mercados externos 
por la vía de las exportaciones. La protección y sus variaciones regionales, sin embargo, lo impedían. Como lo mostró Jorge 
García García, a la Costa Caribe le perjudican los aranceles altos, por lo cual lo mejor que le pudiera ocurrir a la región sería 
que no hubiera protección alguna, pero “como ello no es factible políticamente, un arancel bajo y único (5 %, por ejemplo) 
para todas las importaciones constituye la mejor opción. Un arancel bajo y uniforme constituye la mejor forma de tratar a 
todas las regiones de Colombia equitativamente y es también la mejor manera de lograr una industria y una agricultura 
eficientes, que puedan exportar y competir eficazmente con la producción externa”428. 


Por último, desde sus inicios la industria en Colombia fue una actividad muy concentrada. De acuerdo con Echavarría, la. 
concentración se agudizó a raíz de la crisis de 1929-1930 y en el período 1938-1950, lo que dio lugar a que “a finales de los 
cuarenta la industria en Bogotá y en Medellín estuviese en manos de muy pocas personas, con menos de cuatro firmas 
controlando más del 70 % de la producción nacional en cada sector”429. Más tarde, la producción de bienes intermedios 
surgió con base en monopolios y oligopolios, lo que vendría a agravar el problema de la concentración430. 


La política de comercio exterior y la política cambiaria determinaron la concentración de la industria. Las empresas 
grandes y sus administradores tenían un mayor acceso a la obtención de licencias de importación de materias primas, 
insumos y equipos para mantener su operación o expandirse en épocas de restricciones de divisas. Y los controles de 
cambio y el esquema de cambios múltiples también las favorecía431. 


En un célebre debate en el Congreso Nacional en noviembre de 1965, a raíz del uso de la legislación del estado de sitio (un 
estado constitucional de “excepción”) para modificar las tasas de cambio, contratar créditos externos y obtener recursos 
para financiar el déficit fiscal, el senador Alfonso Palacio Rudas, quien en la segunda mitad de los setenta fue ministro de 
Hacienda, atacaba la devaluación de las tasas de cambio múltiples llamándola una “devaluación con privilegios”, por 


cuanto amparaba “determinadas importaciones y ciertos pagos con los anteriores tipos de cambio, mientras que a otras 
importaciones y pagos, se les asignan tasas cambiarias más elevadas”. Y continuaba: 


A un grupo de privilegiados prácticamente se les va a regalar cuatro pesos con cincuenta por dólar. Esa es la realidad, la 
patética realidad; se ha cumplido una devaluación con privilegios [...] Yo considero que es muy peligroso que unas personas 
o funcionarios, sin obedecer a reglas generales que señalen por sí y ante sí, cuáles renglones de mercancías foráneas se 
cubrirán al nueve y cuáles al trece cincuenta. Pero hay algo más grave todavia; los privilegios se acentúan por la 
discriminación entre agentes o importadores que habían traído mercaderías cobijados por una misma rata de cambio y de 
la noche a la mañana se les dice: ustedes que importaron al nueve van a pagar a la misma tasa porque son los privilegiados, 
pero ustedes otros, que importaron al nueve, tendrán que cancelar sus importaciones al trece cincuenta. Todo por la virtud 
mágica de unas listas de importación. ¿Cuál es la razón para tales privilegios?432 
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Capítulo VII 
¿QUIÉNES MANEJARON LA ECONOMÍA COLOMBIANA? 


En una perspectiva de largo plazo la interacción entre los intereses de los cafeteros, los de los industriales, y las 
autoridades económicas y políticas, determinó el tipo de manejo cambiario, de comercio exterior, monetario, financiero y 
fiscal. Los interrogantes que falta formular y responder tienen que ver con quiénes tuvieron la responsabilidad de ese 
manejo, de qué región provenían y qué tipo de relaciones tenían con las instituciones cafeteras y con el gremio de los 
industriales. Por ello es interesante reseñar quiénes fueron los ministros de Hacienda, los gerentes del Banco de la 
República, los gerentes de la Federación Nacional de Cafeteros y los gerentes de la ANDI. 


LOS MINISTROS DE HACIENDA 


El ministro de Hacienda fue y continúa hoy en día siendo el personaje de mayor rango político y técnico en el equipo 
económico del gobierno. Bajo su responsabilidad está el diseño de la política económica global, la ejecución de la política 
fiscal, la relación con el Congreso Nacional, la coordinación entre las diferentes entidades que tienen que ver con el diseño y 
la ejecución de la política económica en su conjunto y la representación del país en las entidades multilaterales de crédito. 
El ministro de Hacienda entre 1963 y 1991 estuvo al frente de la Junta Monetaria, es miembro del Consejo de Ministros y 
del Consejo Nacional de Política Económica y Social (Conpes) y preside la junta directiva del Banco de la República, el 
Comité Nacional de Cafeteros y la junta del Fondo de Garantías de Instituciones Financieras (Fogafin). Asiste en 2015 a la 
junta directiva de la Empresa Colombiana de Petróleos (Ecopetrol). 


En el pasado asistió al Consejo de Comercio Exterior y en la actualidad el Ministerio dirige un comité encargado de asuntos 
arancelarios y aduaneros en el cual se adoptan las decisiones sobre tarifas arancelarias. Sus representantes además 
participan en las juntas directivas del Banco Agrario (anteriormente la Caja de Crédito Agrario, Industrial y Minero) y del 
Banco de Comercio Exterior de Colombia (Bancoldex). Al ministro de Hacienda acuden todos los gobernadores y alcaldes 
del país con sus peticiones de fondos al gobierno nacional con destino a sus regiones y localidades. 


En el cuadro 1 de la página siguiente, se incluye la lista de los ministros de Hacienda entre 1930 y 1990 (no se tienen en 
cuenta los ministros encargados). Vale la pena resaltar al menos los siguientes aspectos que sobresalen en la lista. 


Ministros de Hacienda y Crédito Público titulares entre 1930 y 1990 

Fechas de elección Nombre Origen 

7 de agosto de 1930 Francisco de Paula Pérez Antioquia 
28 de julio de 1931 Jesús María Marulanda Antioquia 


27 de noviembre de 1931 
77 de agosto de 1934 

13 de agosto de 1934 

26 de octubre de 1934 

4 de abril de 1936 

27 de marzo de 1937 

4 de junio de 1937 

2 de abril de 1938 

7 de agosto de 1938 

3 de abril de 1941 

26 de agosto de 1941 

7 de agosto de 1942 

23 de agosto de 1943 

8 de octubre de 1943 

19 de noviembre de 1943 
6 de marzo de 1944 

30 de junio de 1944 

30 de marzo de 1945 

9 de abril de 1945 

9 de septiembre de 1945 
17 de agosto de 1946 

27 de octubre de 1947 

'7 de marzo de 1949 

7 de agosto de 1950 

2 de febrero de 1951 

29 de abril de 1952 

13 de junio de 1953 

19 de septiembre de 1956 
24 de febrero de 1956 

11 de mayo de 1957 

18 de diciembre de 1957 
7 de agosto de 1958 

1 de noviembre de 1961 
16 de septiembre de 1961 
17 de agosto de 1962 


Esteban Jaramillo 
Carlos Uribe Echeverri 
Marco A. Auli 

Jorge Soto del Corral 
Gonzalo Restrepo 


José Joaquín Castro Martínez 


Gonzalo Restrepo 
Héctor José Vargas 

Carlos Lleras Restrepo 
Gonzalo Restrepo 

Carlos Lleras Restrepo 
Alfonso Araújo 

Arcesio Londoño Palacio 
Carlos Lleras Restrepo 
Carlos Lleras Restrepo 
Gonzalo Restrepo 

Gonzalo Restrepo 

Roberto Urdaneta Arbeláez 
Carlos Sanz de Santamaría 
Francisco de Paula Pérez 
Francisco de Paula Pérez 
José María Bernal 

Hernán Jaramillo Ocampo 
Rafael Delgado Barreneche 
Antonio Álvarez Restrepo 
Antonio Álvarez Restrepo 
Carlos Villaveces 

Néstor Ibarra Yáñez 

Luis Morales Gómez 
Antonio Álvarez Restrepo 
Jesús María Marulanda 
Hernando Agudelo Villa 
Misael Pastrana Borrero 
Jorge Mejía Palacio 
Virgilio Barco Vargas 


Antioquia 
Norte de Santander 


5 de septiembre de 1962 Carlos Sanz de Santamaría Bogotá 

21 de febrero de 1964 Diego Calle Restrepo Antioquia 

1 de abril de 1965 Hernando Durán Dussán Bogotá 

14 de julio de 1965 Joaquín Vallejo Arbeláez Valle del Cauca 
7 de agosto de 1966 Abdón Espinosa Valderrama Santander 

7 de agosto de 1970 Alfonso Patiño Roselli Boyacá 

9 de junio de 1971 Rodrigo Llorente Martínez Valle del Cauca 
13 de abril de 1973 Luis Fernando Echavarría Antioquia 

77 de agosto de 1974 Rodrigo Botero Montoya. Antioquia 

23 de diciembre de 1976 Abdón Espinosa Valderrama Santander 

3 de octubre de 1977 Alfonso Palacios Rudas Tolima 

7 de agosto de 1978 Jaime García Parra Santander 

13 de enero de 1981 Eduardo Wiesner Durán Bogotá. 

7 de agosto de 1982 Édgar Gutiérrez Castro Antioquia 
Julio de 1984 Roberto Junguito Bogotá. 
Octubre de 1985 Hugo Palacios Quindío 

7 de agosto de 1966 César Gaviria Trujillo Risaralda 
Diciembre de 1987 Luis Fernando Alarcón Santander 


En primer lugar, el predominio de ministros titulares provenientes de Antioquia y el Viejo Caldas (hoy en día los 


departamentos de Caldas, Risaralda y Quindío). Es decir, de las regiones productoras de café y del centro industrial más 
importante del país, Medellín. De un total de 55 decretos de nombramiento de ministros de Hacienda, el 49 % (27) recayó 
sobre individuos de Antioquia y el Viejo Caldas433. Por su parte, 14 nombramientos fueron de bogotanos, o el 25 % del 
total. Esto implica que cerca de las tres cuartas partes de los nombramientos (41), en sesenta años, fueron de 
personalidades oriundas del Eje Cafetero, Antioquia y Bogotá. El restante 26 % (con 13) se repartió entre Santander (7 %, 
con 4), Boyacá (5 %, con 3) y Valle, Tolima, Huila, Norte de Santander y Magdalena (5 ministros, 1 por cada uno de estos 
departamentos)434. 


Ningún representante de la Costa Caribe (Atlántico y Bolívar), ni del sur del país (Cauca y Nariño) ocupó el Ministerio de 
Hacienda en calidad de titular, lo que no excluye que los encargos temporales hubieran recaído en individuos de estas 
regiones435. La selección de ministros de Hacienda por parte del presidente de la República excluyó regiones; los 
ministros fueron, generalmente, personas conocedoras del tema cafetero o industrial. El comentario frecuente en los 
círculos sociales bogotanos era que los ministros de Hacienda tenían que “saber de café”, dada la importancia de este 


producto en la economía colombiana. Es sorprendente, sin embargo, que nunca se hubiera tenido en cuenta una estrategia 
para diversificar la estructura económica y equilibrar el desarrollo regional. 


En segundo lugar, es importante destacar la relevancia política de individuos que fueron llamados varias veces a ocupar la 
cartera de Hacienda por distintos presidentes de la República. Del total de 55 decretos de nombramiento, '7 personas 
aparecen en 21 decretos, de los cuales 3 fueron antioqueños, 2 bogotanos, 1 caldense y 1 santandereano. No solamente, 
entonces, hubo un predominio de antioqueños y conservadores en el Ministerio de Hacienda (los cuatro repitentes liberales 
fueron los no antioqueños), sino que ellos ocuparon el cargo en diferentes oportunidades y, en algunos casos, con un 
período largo entre nombramientos, como sucedió con Francisco de Paula Pérez y Jesús María Marulanda, que fueron 
ministros de Hacienda a principios de los años treinta y finales de los años cuarenta, el primero de ellos, y de los cincuenta, 
el segundo. Algunos de quienes aparecen en la lista de ministros de Hacienda también se desempeñaron en otros 
ministerios (Obras Públicas, Relaciones Exteriores y Educación, por ejemplo), lo que muestra su versatilidad y dice de su 
conocimiento del funcionamiento del Estado y de la confianza que depositaron en ellos los diferentes presidentes de la 
República, conservadores y liberales. 


Fue el caso de Esteban Jaramillo, Francisco de Paula Pérez, Jesús María Marulanda y Antonio Álvarez Restrepo, todos 
ellos nacidos en poblaciones antioqueñas y de filiación conservadora. El del liberal caldense Gonzalo Restrepo Gutiérrez es 
muy particular, no solo por pertenecer al Partido Liberal, sino porque ocupó la cartera de Hacienda en cinco 
oportunidades, en los años treinta y cuarenta, en los dos gobiernos de Alfonso López Pumarejo y en el de Eduardo Santos y, 
además, fue presidente de la Cámara de representantes y contralor general de la República. El de Carlos Lleras Restrepo, 
bogotano y liberal, quien fue ministro de Hacienda en cuatro ocasiones, dos —las más prolongadas— en el gobierno del 
presidente Eduardo Santos (1938-1942) y dos —cortas— en la segunda administración de Alfonso López Pumarejo. 
También el del bogotano Carlos Sanz de Santamaría, ingeniero liberal, quien ocupó en varios períodos el Ministerio de 
Hacienda y se desempeñó también como ministro de Guerra, Economía y Relaciones Exteriores, y el del santandereano 
Abdón Espinosa Valderrama, liberal, ministro de Hacienda durante los cuatro años del gobierno de Carlos Lleras Restrepo 
(1966-1970) y posteriormente ministro en la administración de Alfonso López Michelsen (1974-1978)436. Lo que señala. 
que un pequeño grupo de personajes, la mayoría de ellos antioqueños, tuvo una enorme influencia en el manejo de la 
economía al menos hasta los años ochenta, cuando se consolidó un cambio generacional y los ministros comenzaron a ser, 
en su mayoría, técnicos jóvenes, con grados en economía o ingeniería y posgrados en economía en universidades del 
exterior437. 


Francisco de Paula Pérez fue ministro de Hacienda cuatro veces, una de ellas en la administración de un presidente liberal, 
Enrique Olaya Herrera. Antonio Álvarez Restrepo ocupó el ministerio tanto en el gabinete del presidente Laureano Gómez 


como durante el período de la Junta Militar (1957-1958). Algunos de ellos, además de pasar por el Ministerio de Hacienda, 
fueron ministros en otras carteras. Esteban Jaramillo, por ejemplo, inició su carrera pública muy joven; en 1903 fue 
ministro de Gobierno y, fuera de ocupar dos veces el Ministerio de Hacienda y Crédito Público (1927-1928 y 1931-1934), 
fue ministro del Tesoro (1919), de Agricultura y Comercio (1918-1919) y de Obras Públicas (1920-1921). Antonio Álvarez 
Restrepo fue ministro de Educación Nacional (1950-1951) y en el período presidencial de Carlos Lleras Restrepo (1966- 
1970) se desempeñó como ministro de Fomento. Muchos de ellos, además, fueron concejales, representantes a la Cámara o 
senadores, ocuparon cargos públicos en sus regiones (alcaldes o secretarios) y, generalmente, al final de sus carreras, 
fueron embajadores de Colombia en distintos países del mundo. 


Ministros de Hacienda y gremios 


Ministros de Hacienda Comité Nacional Comité Junta nacionalJunta local Junta del Banco Observaciones 
y Crédito Público de Cafeteros Departamental de dela ANDI dela ANDI dela República 
Cafeteros 


Esteban Jaramillo x 
Francisco de Paula Xx 


Pérez 

José María Bernal x 

Carlos Lleras Restrepox Fue presidente 
de la República 

Antonio Álvarez x x 

Restrepo 

Carlos Sanz de x 

Santamaría 

Alfonso Palacio Rudas x x 

Jaime García Parra Xx x 

Hernán Jaramillo x 

Ocampo 


En el anexo se presenta la participación de quienes fueron ministros de Hacienda entre 1930 y 1960 en gremios y órganos 
en los cuales se tomaban decisiones de carácter económico (el Comité Nacional de Cafeteros y la junta del Banco de la. 
República), sin diferenciar en si lo hicieron antes o después de ocupar el Ministerio438. Es notable cómo en la trayectoria 
de muchos de estos ministros se registra el paso por el Comité Nacional de Cafeteros y en algunos casos por la junta 
nacional de la ANDI. Estas coincidencias señalarían, al menos, un posible interés en incidir a favor de cafeteros e 
industriales, pero, más importante, su convencimiento de que el avance de estos dos sectores era fundamental para el 


desarrollo del país. Se presenta también una columna para mostrar qué ministros fueron miembros de la junta directiva 
nacional de la ANDI o de alguna de sus juntas locales. 


Antes de ocupar la Presidencia de la República (1946-1950), Mariano Ospina Pérez fue gerente general de la Federación 
Nacional de Cafeteros (1933-1935) y miembro del Comité Nacional de Cafeteros (1935, 1937-1938) y, después, de la junta 
directiva del Banco de la República. Carlos Lleras Restrepo fue también miembro del Comité Nacional de Cafeteros (1945- 
1951) con anterioridad a su elección como presidente de la República. Esteban Jaramillo fue miembro del Comité Nacional 
de Cafeteros por diez años con posterioridad a su paso por el Ministerio de Hacienda. Y Francisco de Paula Pérez, Antonio 
Álvarez Restrepo y Alfonso Palacio Rudas lo fueron antes de ser designados ministros de Hacienda. Jaime García Parra lo 
fue después de ocupar los ministerios de Comunicaciones, Minas y Energía y Hacienda y fue también miembro de la junta 
directiva nacional de la ANDI. El único ministro que fue miembro de la junta nacional de la ANDI antes de ser designado en 
Hacienda fue José María Bernal. Como se puede observar, los ministros de Hacienda que fueron varias veces designados en 
el cargo, como Francisco de Paula Pérez y Antonio Álvarez Restrepo pasaron antes por el Comité Nacional de Cafeteros y 
conocían bien los detalles y las necesidades del negocio cafetero. 


LOS GERENTES DEL BANCO DE LA REPÚBLICA 


El gerente general del Banco de la República era el responsable del manejo diario de la política monetaria, lo mismo que de 
la crediticia y parcialmente de la cambiaria, pero, sobre todo a partir de 1951, de la financiera. El gerente era el principal 
actor en la formulación de estas políticas aunque las decisiones se adoptaban en conjunto con la junta directiva del Banco y 
afectaban positiva o negativamente las diferentes regiones del país, por lo cual la participación en la junta de 
representantes de las regiones era importante. Entre 1931 y 1991 el gerente general de la Federación Nacional de 
Cafeteros fue miembro de la junta directiva del Banco de la República y en algunos períodos, además, como miembro pleno, 
asistió el gerente auxiliar de la Federación. En general, al revisar una lista de miembros de la junta directiva del Banco en 
la década del setenta (anexo) se encuentra que los intereses cafeteros estuvieron sobrerrepresentados en esta. 


En los 68 años comprendidos entre 1923 y 1991 se desempeñaron como gerentes del Banco de la República 12 personas, 
incluyendo a José Joaquín Pérez, quien fue nombrado interinamente como gerente por el lapso que siguió a la creación del 
Banco y el 31 de diciembre de 1923. De esos 12 gerentes, como lo muestra el cuadro 2, cinco permanecieron en el cargo 
durante 54 años. De ellos, además, seis —la mitad— eran oriundos de Antioquia y el Viejo Caldas y ocuparon la gerencia 
durante 34 años, es decir, la mitad del período analizado. Julio Caro (1927-1947), bogotano, hijo del presidente Miguel 
Antonio Caro, fue el gerente que estuvo por más tiempo al frente del Banco, bajo presidentes conservadores y liberales. 


Gerentes del Banco de la República entre 1923 y 1990 


Fecha de elección Nombre Origen 


1923 José Joaquín Pérez Bogotá 
1924 Félix Salazar Caldas 

1927 Julio Caro Bogotá. 

1947 Luis Ángel Arango Antioquia 
1957 Carlos Mario Londoño Mejía Antioquia 
1957 Ignacio Copete Lizarralde Valle 

1960 Jorge Cortés Boshell Bogotá 

1961 Eduardo Arias Robledo Caldas 

1970 Germán Botero de los Ríos Caldas 

1978 Rafael Gama Quijano Cundinamarca 
1982 Hugo Palacios Quindío 

1985 Francisco J. Ortega Acosta Bogotá 

1993 Miguel Urrutia Montoya Bogotá. 

2005 José Darío Uribe Escobar Antioquia 


El manizaleño Félix Salazar, quien había sido ministro de Hacienda en el gobierno de Rafael Reyes (1904-1909) y volvería 
al Ministerio al iniciarse la presidencia de Pedro Nel Ospina (1922-1926), fue el primer gerente en propiedad del 
Banco439. Luis Ángel Arango, antioqueño, sucedió a Caro y ocupó la gerencia por diez años, el período durante el cual se 
implantó la reforma financiera de 1951 y cambió en buena parte la naturaleza del Banco. Después de tres individuos que 
estuvieron por corto tiempo en la gerencia, uno de ellos antioqueño, en 1961 asumió el cargo Eduardo Arias Robledo, 
caldense, quien en el momento de su nombramiento se desempeñaba como gerente del Banco Central Hipotecario y estuvo 
en la posición hasta 1970, cuando renunció y fue reemplazado por Germán Botero de los Rios, también oriundo de Caldas. 
Botero de Los Ríos salió de la gerencia en 1978 al asumir la Presidencia de la República Julio César Turbay Ayala (1978- 
1982), que designó a un cundinamarqués, Rafael Gama Quijano, quien lo acompañaría en el cargo a lo largo de los cuatro 
años de su administración440. 


Hugo Palacios Mejía, nacido en Armenia (Quindío), fue nombrado gerente del Banco por el presidente Betancur en agosto 
de 1982 y permaneció en el cargo hasta octubre de 1985, cuando pasó al Ministerio de Hacienda. Su reemplazo fue 
Francisco Ortega Acosta, bogotano, quien cumplió una función importante en el diseño de la propuesta de reforma del 
Banco aprobada por la Asamblea Constituyente de 1991, que estableció que la entidad debería ser autónoma e 
independiente del Ejecutivo y que sus gerentes, con un período fijo de cuatro años renovable por dos más, serían 
nombrados por una junta directiva de siete miembros, uno de los cuales sería el ministro de Hacienda y otro el mismo 
gerente del Banco. 


LOS GERENTES DE LA FEDERACIÓN NACIONAL DE CAFETEROS 


En capítulos anteriores se afirmó que el gerente general de la Federación Nacional de Cafeteros fue un “superministro” y 
que no solo asistió a la junta directiva del Banco de la República, sino al Consejo Nacional de Política Económica (Conpes), y 
condujo las negociaciones cafeteras internacionales con plena autonomía441. La política cafetera, que era parte integral e 
importante de la política macroeconómica, se formulaba en el Comité Nacional de Cafeteros con la intervención muy activa 
del gerente de la Federación. Las decisiones sobre tributación cafetera (diferentes a las relacionadas con los impuestos 
nacionales y locales) se adoptaban en el seno del Comité, lo mismo que aquellas que tenían que ver con la retención de café 
y la participación de los exportadores privados en el negocio de exportación. 


En el cuadro 3 se presenta la lista de los gerentes de la Federación Nacional de Cafeteros desde su fundación en 1927 hasta 
1990. En total, 7 personas ocuparon el cargo durante el período, de las cuales cuatro lo hicieron en la primera década de 
existencia de la entidad y tres en los cincuenta y tres años comprendidos entre 1937 y 1990 (Manuel Mejía Jaramillo, 
Arturo Gómez Jaramillo y Jorge Cárdenas Gutiérrez). De los siete, cuatro eran oriundos de Antioquia (Mariano Ospina 
Pérez, Alejandro López 1. C., Arturo Gómez Jaramillo y Jorge Cárdenas Gutiérrez), uno de Caldas (Manuel Mejía 
Jaramillo) y dos de Bogotá (Alfredo Cortázar Toledo y Camilo Sáenz Obregón)442. Estos últimos estuvieron en total cuatro 
años y fueron designados, el uno como primer gerente de la entidad en el momento de su creación y, el otro, en la 
transición entre las gerencias de Mariano Ospina Pérez y Alejandro López 1. C. en medio de un conflicto entre los cafeteros 
y el gobierno nacional. De hecho, entonces, en el siglo XX la Federación fue liderada por representantes de Antioquia y el 
Viejo Caldas, que fueron las principales regiones cafeteras del país. 


Gerentes de la Federación Nacional de Cafeteros entre 1927 y 2002 


Período Nombre Origen 
1927-1931 Alfredo Cortázar Toledo Bogotá 
1931-1933 Mariano Ospina Pérez Antioquia 
1933-1935 Camilo Sáenz Obregón Bogotá 
1935-1936 Alejandro López Restrepo Antioquia 
1937-1957 Manuel Mejía Jaramillo Caldas 
1958-1982 Arturo Gómez Jaramillo Antioquia 
1983-2002 Jorge Cárdenas Gutiérrez Antioquia 
2002-2009 Gabriel Silva Luján Bogotá 
2009-2015 Luis Genaro Muñoz Cauca 


2015 Roberto Vélez Risaralda 


Por otra parte, en el Comité Nacional de Cafeteros hubo alguna participación de la mayoría de las zonas cafeteras del país. . 
Una muestra de los cuarenta y siete miembros del Comité entre 1935 y 1951 señala que en ese período hubo miembros de 
los departamentos de Antioquia, Caldas, Cundinamarca, Tolima, Huila, Santander, Norte de Santander, Nariño y Valle del 
Cauca, aunque los más numerosos entre los miembros fueron los nacidos en Antioquia, Caldas (que incluía a Risaralda y a 
Quindío) y Cundinamarca (que incluía a Bogotá). Es interesante, además, que de los cuarenta y siete, diecisiete habían 
ocupado ministerios, no solo el de Hacienda, como ya se comentó, sino los de Guerra, Minas y Petróleos, Correos y 
Telégrafos, Industria y Trabajo, Educación, Agricultura, Industrias y Obras Públicas443. 


LOS PRESIDENTES DE LA ASOCIACIÓN NACIONAL DE INDUSTRIALES (ANDI) 


La Asociación Nacional de Industriales (ANDI) tuvo ocho presidentes entre 1944 y 1990, tal como se presenta en el cuadro 
4. De ellos, siete nacieron en Antioquia y uno en Manizales (Caldas). Ninguno de los presidentes de la ANDI ocupó un cargo 
ministerial, pero algunos de los miembros de su junta directiva sí fueron ministros. 


Presidentes de la ANDI entre 1944 y 1990 


Fecha, de elección Nombre Origen 
1944 Cipriano Restrepo Jaramillo Antioquia 
1946 José Gutiérrez Gómez Antioquia 
1957 Jorge Ortiz Rodríguez Antioquia 
1960 Alejandro Uribe Escobar Antioquia 
1963 Ignacio Betancur Campuzano Antioquia 
1967 Luciano Elejalde Jaramillo Antioquia 
1971 Luis Prieto Ocampo Caldas 
1975 Fabio Echeverri Correa Antioquia 
1990 Carlos Arturo Ángel Risaralda 
1996 Luis Carlos Villegas Risaralda 
2014 Bruce Mac Master Bolívar 


En ese período quien más tiempo permaneció en el cargo fue Fabio Echeverri Correa, que asumió la presidencia en julio de 
1974 y dirigió la Asociación a lo largo de cuatro períodos presidenciales —dieciséis años—, en tiempos particularmente 
difíciles para el país y para la industria. Por el papel que cumplió como presidente del gremio en los años cincuenta, cuando 
se implantaron la reforma arancelaria y la financiera, se recuerda especialmente a José Gutiérrez Gómez, quien ocupó el 
cargo durante once años y posteriormente fue embajador en los Estados Unidos y presidente de la Corporación Financiera 
Nacional, una importante entidad financiera inversionista en empresas industriales, con sede en Medellín, y miembro de la 


junta directiva del Banco de la República444. El caldense fue Luis Prieto Ocampo, quien estuvo un poco más de tres años en 
el cargo y se desempeñó después como presidente del Banco Cafetero y embajador ante el Reino Unido. Y, naturalmente, 
como se comentó en el capítulo en el cual se trató sobre la fundación y los primeros años de la ANDI, Cipriano Restrepo 
Jaramillo, su primer presidente, un industrial muy influyente en el país, hermano y socio de Gonzalo Restrepo Jaramillo, 
quien ocupó el Ministerio de Relaciones Exteriores y fue embajador de Colombia en los Estados Unidos en 1950. 


La junta directiva nacional de la ANDI estuvo conformada en sus primeros años (1944-1950) por los principales 
industriales antioqueños, gerentes y accionistas de las empresas grandes de Medellín: Cementos Argos, Coltejer, Fabricato, 
Cervecería Unión, Tejicondor, Suramericana de Seguros, Peldar, Imusa, Compañía Colombiana de Tabaco, Empresa de 
Energía Eléctrica de Medellín (hoy en día Empresas Públicas de Medellín, EPM), Banco Comercial Antioqueño, Banco 
Industrial Colombiano, Compañía Nacional de Chocolates y Confecciones Colombia-Everfit445. De los 29 individuos que 
conformaron la junta en estos seis años, 28 fueron antioqueños, la mayoría nacidos en Medellín. Solamente un bogotano, 
Foción Soto, participó en la junta en representación del Banco de Bogotá. 


QUIÉNES MANEJARON LA ECONOMÍA COLOMBIANA 


El marco de política económica que se adoptó en Colombia desde 1930 hasta 1990 —el período que podría considerarse 
como el de la intervención del Estado en la economia— fue el de acomodar los intereses de cafeteros e industriales, 
logrando un equilibrio entre estos que simultáneamente promoviera la actividad cafetera —crucial para la generación de 
divisas y de empleo— y la industria manufacturera que se percibía esencial para estimular el desarrollo económico y la 
modernización social. El diseño de los instrumentos de la política económica respondió a ese balance de intereses. Esto 
explica la utilización de tasas de cambio múltiples, controles de cambio, aranceles elevados, barreras no arancelarias, 
crédito de fomento, en fin, de todo un andamiaje de controles y licencias administrados por el Banco de la República y las 
entidades encargadas del control del comercio exterior, la Superintendencia de Comercio Exterior, primero, y el Instituto 
de Comercio Exterior, después. 


Una característica esencial del manejo económico en el curso de los sesenta años fue el “gradualismo”. Tal vez por la 
dependencia del café, por el predominio de abogados conocedores de la hacienda pública —de los “hacendistas”, como los 
llamara en una conversación conmigo el expresidente César Gaviria— y por la ausencia de crisis como las experimentadas 
por el resto de países de América Latina, ejecutar la política económica sin cambios bruscos, sin tratamientos de choque. 
Parecería que el acuerdo implícito en la conducción de la economía fue el lema de alguno de los ministros de Hacienda: 
“Evitar los sobresaltos”. 


El “gradualismo” imprimió un sello particular al manejo económico colombiano que, a finales de los años ochenta, 
sorprendía a los observadores internacionales y a los mismos funcionarios de las entidades multilaterales de crédito, el 
Banco Mundial, el Banco Interamericano de Desarrollo y el mismo Fondo Monetario Internacional (FMI), que consideraban 
necesario introducir reformas estructurales radicales en la economía colombiana. Lo que no quiere decir que en 
determinadas coyunturas no se hubieran adoptado medidas drásticas. Así ocurrió, por ejemplo, en marzo de 1997, cuando, 
en lugar de seguir la recomendación del FMI de devaluar masivamente el peso colombiano, se decidió más bien establecer 
un rígido control de cambios y un mecanismo de devaluación gradual de la moneda que compensara el aumento de los 
precios internos y promoviera las exportaciones. O cuando, en plena crisis de la deuda externa latinoamericana, el 
gobierno del presidente Betancur convenció al Fondo Monetario Internacional de no firmar un acuerdo de stand-by con esa. 
entidad para lograr con los bancos internacionales la refinanciación de la deuda, sino diseñar la monitoria de unos pocos 
indicadores monetarios y macroeconómicos, cuyo cumplimiento vigilarían los asesores de la Junta Monetaria y, 
simultáneamente, devaluar masivamente el peso dentro del mecanismo existente (el crawling peg) manteniendo una 
políticas monetaria y fiscal muy estrictas. 


Como sucede con la adopción de cualquier modelo de conducción de una economía, hubo en estos sesenta años ganadores y 
perdedores. Los primeros fueron, en términos sectoriales, el café y la industria manufacturera (al menos hasta 1974, 
cuando su importancia relativa en la economía colombiana comenzó a descender), al tiempo que se rezagaban la 
agricultura, el comercio y el sector financiero. En lo regional, la actividad económica se concentró en la zona central del 
país, lo mismo que los avances, muy pobres, por lo demás, de la infraestructura de transportes. El resto de las regiones 
colombianas se atrasó en su desarrollo, entre ellas las costas sobre el Caribe y el Pacífico, el sur y la región oriental de 
Colombia. 


Quienes manejaron la economía colombiana en el siglo XX constituyeron lo que podría denominarse una “élite ilustrada”. 
Un grupo de individuos que se había formado en las facultades de derecho de las distintas universidades, especialmente en 
Medellín y en Bogotá y, también, en las escuelas de ingeniería, especialmente en la de Minas de Medellín, aunque algunos 
de estos últimos estudiaron en el exterior, tanto en Estados Unidos como en el Reino Unido. Hombres estudiosos y, 
también, pragmáticos. Muchas veces vinculados con la actividad cafetera y la industrial, que atendieron el llamado de los 
presidentes de la República para participar en sus gobiernos, conocieron bien la hacienda pública, los intríngulis del 
negocio cafetero en sus diferentes fases y el funcionamiento de la naciente industria manufacturera en el país y 
participaron en las juntas directivas de muchas de las empresas que se estaban creando en Colombia. 


Los antioqueños, los caldenses (oriundos de Caldas, Risaralda y Armenia) y los bogotanos manejaron la economía del país 
en el período 1930-1990. Es decir, individuos provenientes del que se conoce como Eje Cafetero y de la capital de la 


República. La influencia de personas de Antioquia y Caldas como ministros de Hacienda, gerentes del Banco de la República 
y gerentes de la Federación Nacional de Cafeteros en la formulación de la política económica fue verdaderamente notable. 


La presencia dominante de antioqueños, caldenses y bogotanos en la dirigencia de la economía puede explicar el mayor 
desarrollo relativo de la zona central del país en contraposición con regiones en la periferia colombiana como las costas 
sobre el mar Caribe y el Pacífico, el sur y la parte oriental de Colombia. Igualmente, la participación de antioqueños y 
caldenses en el Comité Nacional de Cafeteros, en la junta del Banco de la República y en la junta del principal gremio de los 
industriales, la ANDI, fue muy importante446. 


Estos personajes conocieron bien el detalle y las necesidades del negocio cafetero y su importancia para la marcha de la 
totalidad de la economía colombiana. Es muy interesante la estabilidad en cargos como la gerencia del Banco de la 
República y la de la Federación Nacional de Cafeteros, de tanta influencia en el diseño de la política económica. En buen 
grado ella podría explicar la misma estabilidad de la economía colombiana, a pesar de los fenómenos de violencia e 
inseguridad que caracterizaron la evolución colombiana desde mediados de los años cuarenta hasta nuestros días. El 
arreglo político-económico podría dar cuenta, también, del ritmo positivo de crecimiento de la producción en los sesenta 
años y la inflación relativamente baja con respecto a los índices latinoamericanos durante este período de nuestra historia 
económica. Es claro, sin embargo, que en los años ochenta la economía perdió dinamismo y el modelo mostró evidentes 
señales de agotamiento. 


Fue un conjunto limitado de hombres que asumió responsabilidades públicas en diferentes períodos presidenciales, 
conservadores y liberales, entre los años veinte y los setenta del siglo XX. Muchos de ellos repitieron en el cargo de 
ministros de Hacienda después de varios años. Esteban Jaramillo, conservador, fue ministro en el gobierno de Miguel 
Abadía Méndez (1926-1930), cuando estalló la crisis mundial y volvió a serlo en el gobierno de Enrique Olaya Herrera 
(1930-1934); Francisco de Paula Pérez, conservador, lo fue también en el gobierno de Abadía Méndez y en el de Olaya 
Herrera y volvió a desempeñarse en el cargo en el de Mariano Ospina Pérez (1946-1950); Jesús María Marulanda, 
conservador, fue ministro de Olaya Herrera y ministro de la Junta Militar de Gobierno (1957-1988), que sustituyó al 
general Gustavo Rojas Pinilla (1953-1957); Antonio Álvarez Restrepo, conservador, fue ministro de Hacienda del 
presidente Laureano Gómez (1950-1953), otra vez durante el gobierno de la Junta Militar y ministro de Fomento en la 
Administración de Carlos Lleras Restrepo (1966-1970); y Abdón Espinosa Valderrama, liberal, fue ministro de Hacienda 
de Carlos Lleras Restrepo y repitió por un año en el de Alfonso López Michelsen (1974-1978). Además de estos cargos 
fueron miembros del Comité Nacional de Cafeteros y de la junta del Banco de la República y ocuparon embajadas de 
Colombia en distintos países en el exterior. 


Entre los bogotanos sobresale la figura del presidente Carlos Lleras Restrepo, cuatro veces ministro de Hacienda, miembro 
del Comité Nacional de Cafeteros, contralor general de la República, asesor de la ANDI y delegado de Colombia a 
importantes reuniones internacionales, como la de Bretton Woods, Estados Unidos, en 1944, que estableció las 
instituciones financieras internacionales del mundo de la posguerra, el Fondo Monetario Internacional y el Banco Mundial. 
Debe mencionarse también a Carlos Sanz de Santamaría, ministro de Obras Públicas, de Hacienda y de Relaciones 
Exteriores, miembro de la junta del Banco de la República y de la junta de la ANDI (seccional Bogotá), embajador en 
Washington y uno de los nueve “sabios” de la Alianza para el Progreso. 


Entre personajes oriundos de otras regiones del país, diferentes a Antioquia, Caldas y Bogotá, debe mencionarse a Alfonso 
Palacio Rudas (Tolima), contralor general de la República, parlamentario, ministro de Hacienda, miembro del Comité 
Nacional de Cafeteros y de la junta del Banco de la República, y a Jaime García Parra (Santander), ministro de 
Comunicaciones, Minas y Energía, y Hacienda, y miembro del Comité Nacional de Cafeteros y de la junta de la ANDI. 


Hubo igualmente representantes gremiales, empresarios y administradores del sector privado con una enorme influencia 
en los gobiernos y se ha mencionado ya a los tres gerentes generales de la Federación de Cafeteros (Manuel Mejía 
Jaramillo, Arturo Gómez Jaramillo y Jorge Cárdenas Gutiérrez) entre 1937 y 2002, nacidos en Caldas y en Antioquia. 
Otros nombres importantes fueron Cipriano Restrepo Jaramillo (Antioquia), primer presidente de la ANDI y miembro de 
su junta directiva por muchos años, lo mismo que José Gutiérrez Gómez, presidente de la ANDI entre 1946 y 1957, 
miembro de las juntas directivas del Banco de la República y de la ANDI, embajador en Washington y banquero; Martín del 
Corral (Antioquia), presidente de Avianca y del Banco de Bogotá y miembro de la junta directiva del Banco de la República 
y de la de la ANDI, y a Jorge Mejía Salazar (Caldas), ministro de Agricultura, presidente del Banco de Bogotá por 24 años, 
miembro de la junta directiva de la ANDI (seccional Bogotá) y, entre 1963 y 1986, de la junta directiva del Banco de la 
República. Provenientes de otras regiones de Colombia merece mención Álvaro Díaz (Santander), ministro de Correos y 
Telégrafos, gerente de la Flota Mercante Gran colombiana y miembro de la junta directiva del Banco de la República entre 
1942 y 1946. 


Un grupo reducido de personas tuvo a su cargo la conducción de la economía colombiana en el siglo XX. De ahí la 
persistencia del modelo económico, la estabilidad de la economía y el ritmo de crecimiento económico anual promedio entre 
1905 y 2000, de 4,6 %, que, sin resultar espectacular, tampoco puede despreciarse por malo. Esa expansión permitió un 
incremento anual promedio del ingreso per cápita de 2,33 %447. Estas personas fueron conocedoras del sector cafetero, 
del industrial y del financiero y, aunque sus intereses no fueron siempre compatibles, lograron balancearlos dentro de un 
modelo que no fue incluyente ni sectorial ni regionalmente, y que resultaría muy difícil de modificar al cambiar las 
circunstancias mundiales en 1989. 


435 Los nombramientos fueron 85, pero no se pudo conocer el origen de uno de ellos, Néstor Ibarra Yáñez, por lo cual se 
tiene información sobre el origen de los ministros incluidos en 54 decretos. 


434 Estos ministros fueron Rodrigo Llorente Martínez (Valle), Alfonso Palacio Rudas (Tolima), Misael Pastrana Borrero 
(Huila), Virgilio Barco Vargas (Norte de Santander) y Rafael Delgado Barreneche (Magdalena). Dos de ellos llegaron a la 
Presidencia. Todos vivieron en Bogotá. El ministro Delgado Barreneche se casó con una bogotana y representó en Bogotá 
los intereses de los azucareros del Valle del Cauca. 


435 No era de esperar que se nombraran ministros del Chocó o la región oriental, que eran las regiones más atrasadas del 
país. 


436 Con excepción de Carlos Sanz de Santamaría, que fue ingeniero, todos los demás nombrados en este párrafo fueron 
abogados. 


437 Rodrigo Botero Montoya, ministro de Hacienda entre 1974 y 1976, fue el primer economista. 


438 Es obvio que el cuadro no considera la participación que estos ministros tuvieron en el Comité Nacional de Cafeteros 
durante su paso por el Ministerio de Hacienda por cuanto el cargo obligaba a presidir las reuniones de estos órganos 
directivos. 


439 Félix Salazar, además, había sido banquero y parlamentario. Precisamente en el Congreso había participado en el 
debate sobre la creación del Banco de la República y defendido la tesis de la unidad de emisión monetaria. Se retiró de la 
gerencia del Banco para dedicarse a sus actividades particulares en las cuales tuvo mucho éxito. Ver Gómez Arrubla, 
Fabio, Historia del Banco de la República. 60 años, Bogotá, Banco de la República, 1983, p. 81. 


440 El nombramiento de Rafael Gama Quijano, quien había realizado la totalidad de su carrera profesional en el Banco de 
la República, fue el primero en la historia del Banco que coincidió con un cambio en la Presidencia de la República, por 
decisión del mismo presidente. Por esa razón, su sucesor en el cargo lo reemplazó el 7 de agosto de 1982. 


441 Sobra mencionar que el gerente general de la Federación asistía y muchas veces presidía las juntas directivas de las 
empresas en las cuales invertía el Fondo Nacional del Café. Por ejemplo, la Flota Mercante Grancolombiana, el Banco 
Cafetero y la Compañía Agrícola de Seguros. 


442 Camilo Sáenz Obregón estudió ingeniería mecánica en los Estados Unidos, fue gerente de una hacienda cafetera entre 
1911 y 1947 y, además, de la Federación; fue presidente del Comité Nacional de Cafeteros desde 1930 hasta 1938. Ver 
Sáenz Rovner, Eduardo, op. cit., p. 245. 


443 Ibid., pp. 239-246. 


444 José Gutiérrez Gómez era tío de Jorge Cárdenas Gutiérrez, gerente general de la Federación Nacional de Cafeteros 
entre 1983 y 2002. 


445 Ver Sáenz Rovner, Eduardo, op. cit., pp. 219-223. 


446 La Asociación Nacional de Industriales fue por muchos años un gremio antioqueño muy poderoso, que ejerció en 
representación nacional y tuvo impacto sobre la formulación de la política económica, en particular entre 1945 y 1955. 


447 Grupo de Estudios del Crecimiento Económico (GRECO), op. cit., p. 4. 


Capítulo IX 
EPÍLOGO 


DEL SIGLO XX AL SIGLO XXI: VEINTICINCO AÑOS EN BÚSQUEDA DE UN NUEVO MODELO 


El siglo XX terminó el 9 de noviembre de 1989 cuando cayó el Muro de Berlín, un símbolo ignominioso de la Guerra Fría. 
Su destrucción indujo la disolución de la Unión Soviética, el colapso del sistema comunista implantado en Rusia y sus 
satélites en Europa Oriental y Central, y la unificación de Alemania. 


A finales de 1989 América Latina dejaba atrás la “década perdida” por la crisis de la deuda externa y las crisis financieras 
de los años ochenta en los diferentes países. Estaba a la búsqueda de nuevos conceptos e ideas para el manejo de las 
economías, que evitaran la recurrencia de los desequilibrios y las crisis. Los banqueros y los economistas, tanto 
estadounidenses como latinoamericanos, establecieron esas pautas dentro de lo que se denominó el “Consenso de 
Washington” (The Washington Consensus). Este surgió tras el anuncio del Secretario del Tesoro, Nicholas Brady, de que los 
países de América Latina serían elegibles para un alivio de su deuda y para recibir nuevos créditos —no solamente 
refinanciaciones— siempre que se comprometieran a emprender reformas económicas para alcanzar un conjunto de 
objetivos económicos, entre ellos, crecer, reducir la inflación, desregular las economías y promover la competencia448. 


El Consenso de Washington no fue un programa patrocinado oficialmente por el gobierno de los Estados Unidos, como sí lo 
había sido la Alianza para el Progreso; “no había una lista detallada de reformas que tenían que implantarse. Claramente 
las políticas no se impusieron, ni se forzó a los gobiernos de los países de América Latina para que las llevaran a cabo. Los 
programas fueron en muy buen grado hechos en casa, en cada país y constituyeron la propia respuesta latinoamericana 
para superar la crisis; de hecho, sus autores fueron un grupo de economistas que se habían formado en el exterior y que se 
conocieron como los tecnopols'”449. 


Un evento de particular trascendencia para Colombia fue la terminación en 1989 de los acuerdos internacionales del café, 
el primero de los cuales se había firmado en 1962 entre países consumidores y productores del grano. En 1989 no se logró 
la renovación del acuerdo. Muchas circunstancias habían cambiado, entre ellas, la política de los Estados Unidos frente a 
América Latina en el final del período de la Guerra Fría, lo mismo que la estructura del comercio internacional del café en 
la cual comenzaban a tener un peso relativo importante países productores no miembros de los acuerdos. Con el fin del 
acuerdo internacional del café, agencias como la Federación Nacional de Cafeteros perdieron su influencia en el manejo del 
mercado: 


La transferencia del control de inventarios de las agencias públicas a las compañías comerciales privadas fue una de las 
consecuencias más importantes de la ruptura del acuerdo. En los meses que siguieron a la suspensión del acuerdo de 
cuotas, una gran parte de los inventarios de los productores se transfirieron de los puertos de los países productores a los 
de los países consumidores. Como resultado de este movimiento, la caída de los precios internacionales fue brutal, lo que 
llevó más tarde a una crisis general en los sistemas de estabilización de los países productores y a una bancarrota de las 
agencias estatales a cargo de los sectores cafeteros450. 


En mayo de 1990 fue elegido presidente de Colombia el economista liberal César Gaviria Trujillo, en circunstancias muy 
delicadas y complejas. En 1989, en el curso de la campaña electoral fueron asesinados tres aspirantes a la Presidencia. A 
uno de ellos, a Luis Carlos Galán, lo mató el narcotráfico por órdenes del capo Pablo Escobar. En su funeral, el hijo mayor de 
Galán señaló a César Gaviria como el sustituto de su fallecido padre en la competencia presidencial. 


César Gaviria estudió economía en los años sesenta en la Universidad de los Andes en Bogotá451. Al graduarse regresó a 
Pereira, su ciudad natal, para iniciar su vida política como alcalde. Posteriormente ocupó el Viceministerio de Desarrollo en 
la administración del presidente Julio César Turbay (1978-1982) y fue electo representante a la Cámara en 1982, de la 
cual fue presidente. En 1986, al asumir Virgilio Barco la Presidencia de la República, Gaviria fue designado, primero, 
ministro de Hacienda y, después, en 1987, ministro de Gobierno, posición que ocupó hasta 1989 cuando volvió a la 
actividad política y se desempeñó como jefe de debate de la campaña de Luis Carlos Galán. 


Como ministro de Hacienda, Gaviria hizo aprobar por el Congreso Nacional una reforma tributaria “integral” que modificó 
la estructura del impuesto de renta de las empresas para hacerla amigable a la inversión privada. En el Ministerio de 
Gobierno enfrentó situaciones muy difíciles relacionadas con la inseguridad pública y la fuerza política de los grupos de 
narcotraficantes, especialmente los integrantes del Cartel de Medellín. Estos desafiaron al Estado por medio del terrorismo 
y la violencia tratando de imponer su propia ley, lo que dio lugar al asesinato de políticos, jueces, periodistas, miembros de 
las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional y civiles. Al mismo tiempo —aunque golpeado después de la trágica toma del 
Palacio de Justicia en Bogotá en 1985— el grupo guerrillero M-19 secuestró al dirigente político conservador Álvaro Gómez 
Hurtado, situación que tuvo que manejar el ministro Gaviria por encontrarse el presidente Barco fuera de Colombia. 


Si en 1989-1990 el contexto del orden público interno y la violencia terrorista y guerrillera era delicado, el político no lo 
era menos. Se caracterizaba por la disolución y desconfianza de los colombianos con respecto a la actividad política y a los 
políticos profesionales. Los partidos estaban fragmentados y, al finalizar el gobierno de Virgilio Barco, surgió un nuevo 
partido de izquierda, la Alianza Democrática M-19, conformado por exguerrilleros y simpatizantes del M-19, cuando este 
movimiento depuso las armas y se reintegró a la vida civil. 


Para el analista y exministro Fernando Cepeda, “la crisis política era de grandes proporciones; había la convicción de que 
convenía anticipar una futura crisis en el campo económico ya que se estimaba que el modelo de sustitución de 
importaciones y de intervención del Estado estaba agotado y que si se quería más crecimiento, más empleo, etc., era 
indispensable iniciar un proceso de 'apertura'”482. 


De acuerdo con Edwards, en la primera mitad de los años noventa, cada uno de los países de la región emprendió una gran 
variedad de políticas de modernización. “Las diferentes naciones procedieron a ritmos y con énfasis distintos pero la gran 
mayoría hizo progresos en cuatro áreas: la reducción de los déficit fiscales, las reformas tributarias, la disminución de las 
tarifas arancelarias y la privatización de las empresas públicas”453. 


En Colombia las reformas comenzaron a ejecutarse desde finales de la administración Barco y se aceleraron al tomar 
posesión de la Presidencia su sucesor, César Gaviria. Cubrieron, como en los otros países, un sinnúmero de campos: el del 
comercio exterior, el de los cambios internacionales, el tributario, el financiero, el laboral y el de la administración de los 
Puertos, entre otros. La primera legislatura del período presidencial de Gaviria fue abundante en actividad y puso a 
disposición del gobierno la que se llamó “caja de herramientas” para la “apertura”. Todo este programa de reformas 
terminó siendo conocido por la opinión pública colombiana como la “apertura económica”. 


No solamente se rebajaron las tarifas arancelarias y se eliminó un conjunto de barreras no arancelarias —la licencia previa 
para importar, por ejemplo—, sino que se eliminaron restricciones a la inversión extranjera directa en general, 
particularmente en el sector financiero, en el cual, desde la expedición de la Ley 55 de 1975, se impedía a un inversionista 
extranjero poseer más del 49 % del capital de una entidad financiera colombiano, banco o corporación. Se abrieron también 
los flujos de capital de corto plazo y se liberalizó la operación de los bancos. No se trataba de una “apertura” para insertar 
la economía colombiana en el mundo, sino para modernizarla e internacionalizarla adaptando las herramientas de la 
política económica y de desarrollo a las exigencias de un mundo globalizado. 


Veinticinco años después de emprendido el proceso de reforma, la economía colombiana es la cuarta en tamaño en la 
región, después de las de Brasil, México y Argentina454. En 2013 el PIB colombiano fue de US $598 mil millones y el 
ingreso per cápita de US $12.370 millones, “ligeramente por debajo del promedio de América Latina y el Caribe y alrededor 
de un tercio del promedio de los países de la OECD”455. 


En 24 años las exportaciones colombianas se multiplicaron por nueve. Estas últimas se concentraron en 2014 en 
hidrocarburos y carbón. En otras palabras, de la dependencia del café como primer producto de exportación en 1989 se 
transitó a la dependencia de la exportación de petróleo y carbón. Como ocurría en Colombia cuando el precio internacional 


del café disminuía y no estaban vigentes acuerdos internacionales ni de productores, ni de productores y consumidores, la 
fuerte reducción del precio internacional del petróleo experimentada entre octubre de 2014 y diciembre de 2018 tuvo 
efectos negativos significativos sobre el crecimiento de la economía y sobre las cuentas fiscales. El déficit de la cuenta 
corriente de la balanza de pagos se amplió en 2015, superando el 6 % del PIB. A su vez, el nivel del comercio exterior — 
exportaciones más importaciones sobre PIB— es similar al de 1990, por lo cual la economía colombiana continúa siendo 
una de las más cerradas de América Latina y la más cerrada de las cuatro que conforman la Alianza del Pacífico: Chile, 
Perú, México y Colombia. 


El alza de los precios de los productos básicos a partir de la segunda mitad de la primera década del nuevo siglo —y del 
petróleo en particular— condujo a que se dispararan los términos de intercambio a favor de Colombia, con profundos 
efectos sobre el resto de la economía nacional. 


A tiempo que el sector minero creció (en más de un 14 % en términos reales en 2011), los sectores transables no mineros 
vieron su competitividad afectada por el doble efecto del tipo de cambio más fuerte y precios más altos de los insumos, 
impulsado por la industria minera. Como resultado, la productividad de la industria manufacturera y de la agricultura se 
redujo sustancialmente entre 2008 y 2011, los servicios distintos de los servicios personales se estancaron pero los 
sectores del petróleo y la minería disfrutaron de ganancias en productividad. Esto ha dado como resultado un crecimiento 
económico de tres niveles en Colombia, con el liderazgo del sector minero, los servicios no transables también en 
crecimiento y los sectores transables no mineros quedándose atrás456. 


No sorprende, entonces, la situación que registra la economía colombiana al iniciarse la segunda mitad de los años diez de 
este siglo. El choque sobre la economía de la abrupta caída de los precios internacionales del petróleo, el carbón, el níquel y 
el oro —pero en particular del petróleo— implicó un fuerte ajuste de la economía a las nuevas circunstancias, que se dio por 
el lado de la tasa de cambio que, libremente y sin intervención alguna por parte del Banco de la República, experimentó 
una devaluación entre el último trimestre de 2014 y el último de 2015 de más de 50 %. El crecimiento de la producción, 
además, cayó del 4,9 % en 2014 a alrededor de 3 % en 2015 y la inflación, impactada por la devaluación del peso y por el 
alza de los precios de los alimentos ante una sequía prolongada como consecuencia del fenómeno de El Niño, se salió en 
2015 del rango-meta establecido por la junta directiva del Banco de la República (entre 2 y 4 % anual) y se acercó 
peligrosamente al 7 %. Además las finanzas públicas dejaron de recibir el ingreso proveniente de la tributación de las 
compañías petroleras, Ecopetrol incluida, lo mismo que los dividendos de las acciones de la nación en esa empresa, 
ampliando el déficit fiscal, lo cual ha requerido ajustes en el gasto público y aumentos en los impuestos. 


LA ASAMBLEA CONSTITUYENTE DE 1991, LA CONSTITUCIÓN, Y SUS CONSECUENCIAS IMPREVISTAS 


La crisis institucional y política que recibió el presidente Gaviria tuvo como respuesta la convocatoria a la Asamblea 
Constituyente, que expidió en 1991 una nueva Constitución. La anterior se había redactado hacía más de cien años, en 
1886, y había sido objeto de múltiples reformas a lo largo de su existencia. 


El descontento de los colombianos con el sistema institucional vigente era muy profundo. Especialmente el de los jóvenes, 
que lideraron el movimiento que se denominó de la “séptima papeleta”, mediante la cual los votantes se manifestaron 
mayoritariamente a favor de un cambio constitucional en las elecciones para el Congreso en marzo de 1990. Hubo, 
entonces, el suficiente apoyo político para llevar a cabo una reforma constitucional que tuviera como propósito devolver la 
legitimidad a las instituciones y al sistema político y facilitar la gobernabilidad. Tanto que la Corte Suprema de Justicia, 
máxima autoridad constitucional en ese momento, declaró exequible el decreto mediante el cual el presidente Gaviria 
convocó a elecciones para miembros de la Asamblea Constituyente y fue más allá al autorizar no solo una reforma de la 
Constitución sino la alternativa de expedir una nueva Constitución. 


La asamblea constitucional se reunió por cinco meses en el primer semestre de 1991. Sus tres copresidentes fueron un 
líder del Partido Liberal, Horacio Serpa; uno del Partido Conservador, Álvaro Gómez Hurtado, y uno de la Alianza 
Democrática M-19, Antonio Navarro Wolf. El 4 de julio de 1991 expidió la nueva Constitución de la República de Colombia. 


Los tres mecanismos fundamentales de la Asamblea Constituyente para alcanzar sus propósitos fueron: establecer 
esquemas para la ampliación de la representatividad, para facilitar la participación de nuevos movimientos políticos, entre 
ellos el M-19; acercar el Estado a los ciudadanos consolidando el proceso de descentralización que se había iniciado con la 
elección popular de los alcaldes en 1986; y, en tercer lugar, “restringir los poderes presidenciales”457. Esto último 
implicaba poner fin a la legislación del Ejecutivo por la vía de declarar “estados de excepción”458. 


El objetivo primordial de la Asamblea Constituyente y de la expedición de la nueva Constitución no fue, entonces, de 
naturaleza económica sino política y social. Sin embargo, la Asamblea se aprovechó por parte del gobierno del presidente 
Gaviria para introducir reformas importantes de tipo económico, entre ellas la principal, que fue otorgar independencia al 
Banco de la República; descentralizar fiscalmente; abrir la posibilidad de privatizar empresas estatales sacando al Estado 
de su papel de empresario y reforzándole el de regulador; y establecer nuevos mecanismos para defender la libre 
competencia en los mercados. 


Existe cierto nivel de consenso entre los economistas colombianos en el sentido de que las reformas políticas adoptadas por 
la nueva Constitución hicieron más complejos y difíciles los procesos de formulación de las políticas públicas y la 
coordinación de las decisiones económicas. Lo cual ha tenido la consecuencia imprevista de haber deteriorado la calidad de 


las políticas y sus resultados, “en especial en las áreas de política fiscal y de políticas de productividad”459. Eduardo Lora, 
exdirector de Fedesarrollo y por largo tiempo funcionario del Banco Interamericano de Desarrollo, concluye que en 
Colombia hubo más estabilidad y más crecimiento con anterioridad a 1991 que en los años posteriores y que “Colombia 
dejó de ser un país estelar dentro de la región para convertirse, si mucho, en un caso del montón. Esto no significa que, en 
términos absolutos, el país haya retrocedido ni que haya perdido todas sus fortalezas macroeconómicas”460. 


Ahora bien, ¿por qué las reformas políticas tuvieron un impacto tan negativo sobre la conducción de la política económica? 
Básicamente por un cambio en la estructura del poder entre las tres ramas: el ejecutivo, el legislativo y el judicial. 
Disminuyó el poder presidencial —asi el presidente continúe concentrando numerosas facultades—, al tiempo que el 
Congreso y actores creados por la nueva Constitución, como la Corte Constitucional, “ganaban poder relativo como 
contrapesos institucionales”461. 


El hecho es que, si bien la Constitución dio lugar a un aumento de la participación y la representación de los distintos 
sectores sociales y las diferentes regiones de la geografía colombiana en la toma de las decisiones, también se incrementó 
“el fraccionalismo y se elevaron los costos para hacer reformas de política” por lo cual, “las ganancias en materia de 
participación y representación no se tradujeron necesariamente en mejores políticas públicas”462. El presidente no 
solamente perdió poder relativo frente al Congreso y a las Cortes, sino que el proceso político trajo consigo una mucha 
mayor dificultad para generar mayorías políticas estables y comprometidas programáticamente desde el Congreso, lo cual 
implica, ahora, una mayor negociación a nivel individual entre el gobierno y los congresistas. La consecuencia no ha sido 
otra, como lo afirman Cárdenas y Pachón, que haber vuelto más rígido e inflexíble “tanto el proceso como el contenido de 
las políticas públicas, disminuyendo la capacidad de adaptación de las políticas a las cambiantes circunstancias 
económicas”463. En último término, como también lo anota Pachón, “a pesar de la ampliación de jurisdicción del Congreso 
y de las reformas para lograr una mayor independencia, la ausencia de cambios en los incentivos electorales de los 
legisladores hizo que, en la práctica, la reforma fuera mucho más moderada que lo que prometía el revolcón, liderado por el 
presidente Gaviria. Aunque muchos esperaban una renovación de la clase política y su comportamiento, el cambio se limitó 
a unas cuantas figuras excepcionales”464. 


LA CONSTITUCIÓN Y EL BANCO DE LA REPÚBLICA 


El cambio más significativo en la institucionalidad económica del país introducido en la Constitución de 1991 fue el 
establecimiento del Banco de la República como una entidad autónoma e independiente del gobierno nacional, cuyo 
propósito fundamental es mantener el valor de la moneda; es decir, reducir y mantener estable la inflación en Colombia. 


Con el cambio constitucional desaparecieron tanto la junta del Banco de la República, que había orientado el Banco —tanto 
la política monetaria como la administración de la entidad— desde 1923, como la Junta Monetaria, que había formulado las 
políticas monetaria, financiera y de crédito a partir de 1963. En su lugar se creó la junta directiva del Banco de la 
República, compuesta por siete miembros, cinco de los cuales como expertos nombrados por cuatro años con la posibilidad 
de reelección por dos períodos adicionales, más el ministro de Hacienda, quien la preside, y el mismo gerente del Banco de 
la República, designado por la junta para un período de cuatro años, quien tiene la posibilidad de ser reelegido por dos 
períodos adicionales. En cada período presidencial de cuatro años el presidente de la República puede nombrar dos 
miembros de la junta del Banco465. 


El funcionamiento de la junta directiva del Banco de la República desde 1991 ha sido ejemplar. Tanto que se ha convertido 
en modelo en la administración pública colombiana. Desde su creación en el aparato institucional el Banco ha tenido tres 
gerentes: Francisco J. Ortega (bogotano), quien tuvo que retirarse de la gerencia por razones de salud y falleció poco 
tiempo después; Miguel Urrutia Montoya (bogotano), quien la ocupó por doce años; y José Darío Uribe (antioqueño), quien 
en 2016 se encuentra desarrollando su tercer y último período en la gerencia. Los miembros de la junta han sido 
economistas, ingenieros o abogados, y han formado parte de la tecnocracia colombiana, con estudios en el exterior y 
experiencia en diferentes instancias del aparato estatal colombiano o en la academia. Han representado distintas 
posiciones ideológicas y diferentes regiones del país. 


En sus veinticinco años de existencia, la junta directiva del Banco de la República ha tenido que manejar crisis muy 
complejas de la economía y del sector financiero colombiano. Como la de 1998-2001, llamada “crisis de fin de siglo”, la más 
profunda de las crisis del siglo XX si se tiene en cuenta que en 1999 el PIB se contrajo 4,3 %, cifra que no se registró en los 
otros eventos recesivos del siglo, el de 1929-1933 y el de 1982-1987. Esa crisis implicó, además, la desaparición definitiva 
de los bancos estatales —la Caja de Crédito Agrario Industrial y Minero (que fue parcialmente reemplazada por el Banco 
Agrario de Colombia, único establecimiento bancario estatal en 2015), el Banco Central Hipotecario (BCH) y el Banco 
Cafetero—, lo mismo que la de las llamadas corporaciones de ahorro y vivienda (CAV) —la mayoría de las cuales se 
fusionaron con o se transformaron en bancos comerciales— y la de un buen número de bancos. La fisonomía del sector 
financiero colombiano se modificó considerablemente al finalizar el siglo XX. 


Dos políticas implantadas por la junta del Banco han demostrado su eficacia en el manejo de la política económica: la de 
“inflación objetivo” y la de tasa de cambio “flexible”. Tuvieron su origen en 1999 y 2000 y facilitan el logro de metas de 
inflación entre 2 y 4 % anual, con un rango medio de 3 %, un objetivo que se consideraba imposible de obtener en la 
Colombia del siglo XX. Con ese marco general, la junta revisa mensualmente el nivel de la tasa de interés a la cual presta 
recursos líquidos a los bancos por un día, que es tasa de intervención del Banco en el mercado monetario. 


La modificación constitucional permitió igualmente el desmonte de los fondos de crédito de fomento que se habían abierto 
para los sectores productivos desde 1951 y puso fin a los préstamos del Banco de la República al gobierno nacional, 
permitidos por la ley desde 1930. Extender un crédito al gobierno exige, según las normas actuales, la unanimidad en el 
voto de los siete miembros de la junta directiva del Banco; en lo corrido de la nueva etapa del Banco no se ha presentado 
una situación en la cual el gobierno hubiera solicitado un préstamo, pero se da por descontado que obtener la unanimidad 
de los miembros para ese propósito es altamente improbable. Implicó, también, la transformación del Fondo de Promoción 
de Exportaciones (Proexpo) en el Banco de Comercio Exterior (Bancoldex) y el Fideicomiso para la Promoción de 
Exportaciones (Proexport, hoy en día Procolombia). Y, por último pero no menos importante, en el manejo de la crisis 
financiera de fines de siglo el Banco de la República no extendió créditos a las entidades financieras que pudieran 
considerarse de “solvencia” y no de “liquidez”; esa tarea correspondió al Fondo de Garantías de Instituciones Financieras 
(Fogafin), creado en 1985, en cuya junta directiva juega una función muy importante el gerente del Banco de la República. 


EL CAFÉ NO SE ADAPTÓ AL “NUEVO MUNDO” 


El rompimiento del Pacto Internacional del Café en 1989 tuvo un profundo impacto sobre la economía cafetera colombiana, 
acostumbrada por cerca de 30 años a un mercado internacional administrado, que operaba según las reglas del Pacto y la 
intervención del Fondo Nacional del Café y de la Federación Nacional de Cafeteros. 


En el “nuevo mundo”, el de la competencia y el mercado libre del grano, Colombia no pudo mantener su liderazgo en 
materia de café. Colombia, por ejemplo, “no ha participado del dinámico crecimiento del mercado mundial del café robusta, 
[...] no ha participado en el veloz crecimiento del café natural, [...] solo recientemente ha penetrado el nicho de los cafés 
especiales al que se ha volcado el mercado internacional de alto valor; y hasta 2012 perdió continuamente participación en 
la producción de cafés arábigas, y de cafés suaves lavados, las variedades en las que el país se había especializado 
tradicionalmente”466. 


De acuerdo con la información de la Misión de Estudios para la Competitividad de la Caficultura Colombiana conformada. 
por el gobierno nacional en marzo de 2013 para analizar a fondo los cambios en el mercado cafetero mundial y hacer 
recomendaciones de política pública y estrategias para enfrentar los problemas estructurales del sector en los diferentes 
eslabones de la cadena de valor, lo mismo que los sociales y los institucionales, “las exportaciones colombianas de café 
pasaron de representar cerca del 18 % del mercado internacional a comienzos de los años noventa, al romperse el Pacto 
Cafetero, a menos del 10 % en 2013; si se hubiese mantenido la participación inicial, el país exportaría hoy unos 25 
millones de sacos. Así mismo, esas ventas representaban el 54 % de nuestras exportaciones totales en 1971-73, cerca del 
20 % en 1991-1994, y apenas un 5 % en los años recientes [...] Además, nuestro país ha perdido participación en los tres 


mercados más importantes de café en el mundo: Europa, EE. UU. y Japón. La producción por hectárea ha erecido menos 
que en el grupo de países exitosos a nivel mundial, mientras que los costos relativos frente esos mismos países se 
incrementaron. Entre los países exitosos se encuentran Brasil y Vietnam, pero también India, Indonesia, Honduras, 
Nicaragua y Perú. El café apenas representa hoy el 1 % del PIB y 3 % del empleo total en el país”467. 


El cambio con respecto al siglo XX es dramático. La Federación Nacional de Cafeteros, modelo de estabilidad y de servicio a 
los cafeteros, entró en una profunda crisis en los primeros quince años del nuevo siglo. Tanto que surgieron divisiones y 
facciones muy agresivas con la misma Federación y con el gobierno nacional, en especial el movimiento denominado 
“Dignidad Cafetera”, que participó en el paro nacional agrario de 2013, solicitando un mayor apoyo económico del Estado a 
los cafeteros debido a la situación de bajos precios internacionales y una reestructuración de la Federación Nacional de 
Cafeteros; estas peticiones condujeron a que el Estado apoyara al sector financiando programas que tradicionalmente 
cubrían los recursos parafiscales a través del Fondo Nacional del Café. En 2013 solamente el gobierno nacional desembolsó 
alos cafeteros $1,3 billones como parte del PIC, Programa de Ingreso Cafetero, “un valor diez veces superior al de los 
apoyos otorgados anualmente entre 2002 y 2010 y equivalente a una tercera parte del precio interno”468. 


La crisis se vio reflejada en la inestabilidad en la gerencia general de la Federación. En el período 2002-2015 el cargo lo 
han ocupado tres individuos al tiempo que entre 1937 y 2002, es decir durante 65 años, el mismo número de personas se 
desempeñó como gerente general de la entidad. Los tres gerentes recientes fueron Gabriel Silva Luján (bogotano), Luis 
Genaro Muñoz (caucano) y Roberto Vélez (risaraldense). Por otra parte, la debilidad del Fondo Nacional del Café, y el 
hecho mismo de que las empresas que llegaron a conformar el “grupo cafetero” en la segunda mitad del siglo XX —en 
particular la Flota Mercante Grancolombiana, el Banco Cafetero, la Compañía Agrícola de Seguros y varias corporaciones 
financieras, entre otras empresas— dejaron de existir, trajo forzosamente consigo la necesidad de introducir una drástica 
reforma institucional en la Federación y del modelo centralista de manejo de la política cafetera colombiana. 


La Misión de Estudios para la Competitividad de la Caficultura en Colombia formuló una serie de recomendaciones de 
reforma institucional, advirtiendo que la competitividad futura del sector cafetero colombiano va a depender de introducir 
esos cambios en las instituciones. Entre estos últimos sobresalen la desregulación de las exportaciones cafeteras, que la 
política cafetera sea responsabilidad del gobierno nacional, que las actividades comerciales e industriales de la Federación 
Nacional de Cafeteros queden sujetas al régimen tributario privado y que se reformen las finanzas del Fondo Nacional del 
Café. En último término se trata de delimitar con precisión las funciones del Estado y el sector privado en lo relacionado 
con la actividad cafetera, dejando en el Estado la provisión de bienes públicos que beneficien la caficultura y en el sector 
privado, la actividad empresarial y la comercialización del grano. 


Estas recomendaciones despertaron en 2015 una agitada controversia en el país, sin que sea clara la forma en la cual se 
implementarían en el futuro cercano. Sea como fuere, es evidente que si bien el café ya no es la columna vertebral de la 
economía colombiana, como sí lo fue entre 1905 y 1990, la actividad cafetera es un renglón importante de la agricultura y 
de la economía colombianas, con efectos importantes sobre la demanda agregada, el empleo, las exportaciones y el 
bienestar social en las zonas cafeteras, por lo cual el Estado tiene como una de sus responsabilidades la de propender por 
su desarrollo en los próximos años. 


LA APERTURA COMERCIAL: ¿UNA ILUSIÓN? 


En su estudio del comercio exterior en el siglo XX, Leonardo Villar y Pilar Esguerra llegaron a la conclusión de que “el nivel 
de apertura de la economía colombiana fue relativamente bajo durante el siglo y se mantiene así. Esto último es 
particularmente llamativo ante la fuerte caída en los costos de transporte y comunicaciones, y ante la tendencia hacia la 
reducción en los niveles de protección arancelaria y no arancelaria, la cual fue particularmente importante en la última 
parte del siglo XX”469. Para estos autores, los indicadores de apertura comercial (exportaciones/PIB, importaciones/PIB y 
exportaciones + importaciones/PIB) “muestran una economía relativamente cerrada desde el principio hasta el final del 
siglo” y “las fluctuaciones de los mismos responden más a los ciclos en el valor de las exportaciones de café, petróleo y 
minerales, que a decisiones de política”4'70. 


Por otra parte, en un trabajo más reciente, el economista Juan José Echavarría revisó la evolución del arancel entre 1974 
y 2012 y encontró que, en efecto, el nivel del arancel medio simple se redujo sustancialmente entre 1990 y 1993, lo mismo 
que el arancel máximo47 1. Sin embargo, la dispersión del arancel se incrementó a partir de 1990, particularmente desde 
2002, en los gobiernos de Álvaro Uribe Vélez y de Juan Manuel Santos. Es decir, el arancel se desordenó. Existe mucha 
variación en la actualidad entre los aranceles de los diferentes productos que se importan, lo cual hace engorrosa la tarea 
de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN) para autorizar el ingreso de las mercancías al país. Para 
Echavarría, además, “la estructura actual del arancel parece obedecer a factores estrictamente coyunturales y a la 
capacidad de lobby de los distintos sectores productivos. No se encuentra relación alguna entre la protección efectiva y 
otras variables como la evolución de la productividad o la intensidad del empleo y algunos trabajos muestran, más bien, 
que los sectores que más innovan en Colombia están expuestos a una presión alta de las importaciones”472. 


La tendencia proteccionista de Colombia es contraria a la que se registra a nivel de la región, especialmente en países como 
Chile y Perú, y a nivel global, comoquiera que el arancel promedio simple mundial se redujo del 20 % a principios de los 
años noventa del siglo anterior al 7-8 % vigente en 2015, e igual sucedió con la dispersión473. Puede comprobarse que 
“todos los países grandes de la región redujeron drásticamente sus aranceles en el mismo período 1990-1994” y que 


“Colombia es uno de los países con menor valor medio del arancel (y con uno de los descensos más pronunciados entre 
2010 y 2015), pero es también uno de los países en que más se ha elevado la dispersión”474. La gran dispersión del 
arancel puede haber conducido, como lo anota Echavarría, a la elevación del nivel de protección “verdadero” del país475. 


La apertura del comercio exterior implicó la reducción del arancel para la importación de bienes de consumo de niveles 
superiores al 60 % a uno del 20 %, al tiempo que el aplicable a los bienes intermedios y de capital bajó del 40 % al 10 %. La 
reforma arancelaria de 2010 disminuyó los aranceles promedio aplicados en Colombia del 12,5 % al 8,35 % y simplificó la 
estructura general. El estudio de la OECD, sin embargo, afirma que “los aranceles en Colombia siguen siendo cuatro veces 
superiores al promedio de la OECD y la proporción es aún mayor para las materias primas y los bienes de capital —siete y 
ocho veces, respectivamente—. Por otra parte, a pesar del continuo proceso de liberación a través de numerosos tratados 
de libre comercio, el arancel máximo aplicado en realidad aumentó en los últimos años: del 80 % en 2006 al 98 % en 
2011”476. Los aranceles más altos son aquellos que se aplican a la importación de productos agrícolas, debido a que 
Colombia continúa utilizando el mecanismo de las “franjas de precios”, lo cual implica la existencia de “un impuesto 
variable o un descuento en función del nivel de los precios internacionales, encima del arancel ad valorem básico, 
establecido mediante la política del arancel externo común de la Comunidad Andina”477. 


A pesar de lo anterior, cuando se revisa con cuidado el cronograma de desgravaciones acordado en el Tratado de Libre 
Comercio firmado por Colombia con los Estados Unidos, se encuentra que en 2020, es decir, dentro de muy pocos años, los 
aranceles medios colombianos caerán de manera sustancial acercándose a cero. Es algo sobre lo cual no parecen haber 
reparado ni los formuladores de la política comercial del país ni los mismos empresarios colombianos478. 


Otro estudio, publicado por el Banco de la República en 2014, sostiene que la apertura comercial de los años noventa, que 
intentó liberar el comercio exterior, duró poco tiempo, “aunque en los debates económicos y en las noticias de prensa se le 
atribuye un alcance y una duración superior a las reales”479. Afirma que, una vez iniciada la apertura, comenzó “un 
esfuerzo por revertirla y fortalecer el proteccionismo con un aumento generalizado de medidas no arancelarias, por lo cual 
no es claro que los actuales niveles de protección sean inferiores a los niveles de comienzos o mediados de los años 
noventa, a pesar del menor nivel promedio de los aranceles. Es por esto que el sistema actual no resulta tan abierto como lo 
creen quienes se oponen a la apertura”480. 


El estudio citado comprueba, además, que, más que el arancel, las restricciones cuantitativas o medidas no arancelarias 
fueron el instrumento más importante de control de las importaciones en la segunda mitad del siglo XX. Entre 1950 y 
1990, la suma más baja del arancel más una sobretasa a las importaciones fue de 34 % y tuvo lugar entre 1978 y 1981 
cuando se trató de racionalizar el sistema. En 1989, un año antes de iniciar la apertura, este nivel se había elevado a 45 % 


y la dispersión entre los diferentes niveles del arancel era mayor. La conclusión más importante de este trabajo es que, si 
se reemplazaran las restricciones no arancelarias por aranceles, la tarifa sería de 33 % en promedio, más de tres veces el 
nivel del arancel mismo, lo cual indicaría que las barreras no arancelarias generan más arancel que el arancel nominal481. 
En consecuencia, la protección en 2012 habría sido mayor que la de 2001 y “el impuesto equivalente sobre las 
exportaciones del 40 %, o más, constituyó un desincentivo importante para exportar productos diferentes de los mineros, 
el café, el banano y las flores”482. 


Es claro que la política comercial colombiana no cambió en lo corrido de este siglo y que, por el contrario, las distorsiones se 
acentuaron por las medidas de las administraciones de Uribe Vélez (2002-2010), que buscaron la protección de sectores 
específicos afectados por diversos fenómenos —como la revaluación del peso colombiano frente al dólar de los Estados 
Unidos y los acuerdos comerciales, entre otros— y porque las bandas de precios para los productos agropecuarios se 
transformaron en aranceles fijos altos, como sucedió en los casos del arroz, la leche y el maíz483. 


La pregunta de fondo, entonces, es por qué no se abrió la economía colombiana, por qué la apertura fue una ilusión a la que 
muchos culparon de la volatilidad y el bajo crecimiento de la producción agropecuaria y manufacturera del país, mientras 
ello sí sucedió en países como Chile y Perú. La respuesta a estos interrogantes puede ofrecerse por el lado del manejo de la 
economía, por la expansión de las exportaciones petroleras y mineras, la revaluación del peso y la enfermedad holandesa. 
Pero no puede dejarse de lado la explicación de economía política, porque los gobiernos recientes han sido débiles para 
resistir las presiones no solamente de la clase política, sino de los gremios de la producción, por el temor a perder apoyo 
político. Además, la burocracia oficial encargada de controlar las importaciones, que fue una de las perdedoras con la 
liberación comercial de los años noventa, nunca murió y sigue viva484. 


EL TRÁNSITO DE LA “ÉLITE ILUSTRADA” A LOS TÉCNICOS-POLÍTICOS, “TECNOPOLS”, EL MANEJO DE LA ECONOMÍA 


Aunque desde el primer gobierno del Frente Nacional, presidido por Alberto Lleras Camargo (1958-1962), los tecnócratas 
—economistas e ingenieros con estudios en el exterior— comenzaron a ocupar cargos altos en la administración pública, 
particularmente en el Departamento Nacional de Planeación y en el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, fue en el de 
Carlos Lleras Restrepo (1966-1970) cuando esos tecnócratas experimentaron un momento estelar por el juego que les dio 
el mismo presidente de la República. Algunos de ellos ocuparon posteriormente el Ministerio de Hacienda, como Rodrigo 
Botero, Eduardo Wiesner, Édgar Gutiérrez Castro, Roberto Junguito Bonnet, Guillermo Perry y Antonio Urdinola. Sin 
embargo, en los gobiernos del Frente Nacional los ministros de Hacienda fueron todavía miembros de lo que podría 
denominarse la “élite ilustrada”, como Hernando Agudelo Villa, Misael Pastrana Borrero, Carlos Sanz de Santamaría, 


Hernando Durán Dussan, Joaquín Vallejo Arbeláez, Abdón Espinosa Valderrama, Alfonso Patiño Roselli y Rodrigo Llorente 
Martínez. 


Hubo, pues, durante el período del Frente Nacional una división de funciones entre la “élite tradicional” y los nuevos 
tecnócratas, lo que no dejó de causar problemas a los ministros y a los presidentes. Como sucedió en el caso del presidente 
Pastrana Borrero (1970-1974), cuando en diciembre de 1970 la plana mayor del Departamento Nacional de Planeación 
renunció a sus cargos por discrepancias con el presidente y se vinculó a la recién creada Fundación para la Educación 
Superior y el Desarrollo (Fedesarrollo). Esta última había sido fundada por un grupo de dirigentes empresariales 
colombianos, pero su primer director ejecutivo fue Rodrigo Botero Montoya, quien se había desempeñado como secretario 
económico de la Presidencia de la República durante la totalidad del período presidencial de Carlos Lleras Restrepo. 


Fue precisamente Rodrigo Botero el primer economista en ocupar el Ministerio de Hacienda y Crédito Público en 1974, al 
iniciarse la administración de López Michelsen (1974-1978). Posteriormente lo harían Eduardo Wiesner —quien se había 
desempeñado como decano de la Facultad de Economía de la Universidad de los Andes— en la de Julio César Turbay Ayala 
(1978-1982) y Roberto Junguito en la de Belisario Betancur (1982-1966). Guillermo Perry y Antonio Urdinola serían 
ministros de Hacienda en la administración de Ernesto Samper Pizano (1994-1998). 


En el entretanto había surgido una nueva generación de técnicos-políticos, la de los “tecnopols”, en los años setenta, que 
comenzó a llegar al poder en el gobierno de Alfonso López Michelsen y se consolidó en el de César Gaviria en 1990485. De 
cierta manera en los dieciséis años transcurridos entre 1974 y 1990 convivieron la “élite ilustrada” y los “tecnócratas”. Si 
bien en el gobierno de López Michelsen, por ejemplo, el primer ministro de Hacienda fue Rodrigo Botero, su sucesor fue 
Abdón Espinosa Valderrama, a quien, a su vez, reemplazó un viejo político liberal, gran conocedor de la hacienda pública, 
Alfonso Palacio Rudas. Y el primer ministro de Hacienda en el gobierno de Julio César Turbay fue Jaime García Parra, un 
abogado con especialización en economía en el London School of Economics, experiencia en el sector privado y figura del 
Partido Conservador. 


Un economista chileno, Daniel Lederman, escribió sobre el proceso de reformas económicas en su país e incorporó la 
existencia de “tecnopols” como un factor determinante del éxito en la implantación de las reformas, por tratarse del equipo 
humano encargado de administrar ese proceso bajo el liderazgo del presidente de la República486. 


Ministros de Hacienda de Colombia de 1990 a 2015 

Periodo Nombre Ciudad 
1990-1994 Rudolf Hommes Bogotá 
1994-1996 Guillermo Perry Bogotá 


1996-1998 José Antonio Ocampo Valle 


1998 Antonio José Urdinola Valle 
1998-2000 Juan Camilo Restrepo Antioquia 
2000-2002 Juan Manuel Santos Bogotá 
2002-2003 Roberto Junguito Bogotá 
2003-2007 Alberto Carrasquilla Bogotá 
2007-2010 Óscar Iván Zuluaga Caldas 
2010-2012 Juan Carlos Echeverry Bogotá 
2012 Mauricio Cárdenas Bogotá 


En Colombia había un grupo de “tecnopols” en 1990 cuando fue elegido presidente César Gaviria. Ese grupo comenzó a. 
reunirse durante la campaña electoral para elaborar los borradores de lo que sería el programa económico de Gaviria en la 
Presidencia bajo la dirección de Rudolf Hommes y de Armando Montenegro, ambos asesores cercanos a Gaviria como 
asesores de la Junta Monetaria, durante su paso por el Ministerio de Hacienda. Y quienes serían designados el 7 de agosto 
de 1990 ministro de Hacienda y jefe del Departamento Nacional de Planeación respectivamente, al inaugurarse la 
administración de César Gaviria. De hecho, este grupo mereció comentarios favorables por considerarse que hubo una 
“estrecha relación entre la reforma económica, la reforma política y la política de orden público” y que no era “común 
encontrar una visión así entre tecnócratas. Al examinar la lista de participantes se encuentran varios que estuvieron 
expuestos, unos más que otros, a la reflexión política tanto en la Universidad de los Andes como en el exterior (Oxford, 
“Toronto, etc.)”487. 


La costumbre de que los presidentes designen ministros de Hacienda técnicos y con manejo de la política se ha mantenido 
en el país, aunque con excepciones, como las de Juan Camilo Restrepo —eminente político conservador y “hacendista”, 
primer ministro en la administración de Andrés Pastrana Arango (1998-2002)— y Juan Manuel Santos —segundo 
ministro de Hacienda de Pastrana Arango, actualmente el presidente de la República—. Otra fue el nombramiento de Óscar 
Iván Zuluaga como ministro de Hacienda en la segunda administración de Álvaro Uribe Vélez (2006-2010), quien compitió 
por la Presidencia con Juan Manuel Santos en la campaña por la reelección de este último. 


Es notorio, sin embargo, que en los últimos veinte años los ministros de Hacienda hayan provenido de la decanatura de la. 
Facultad de Economía de la Universidad de los Andes (Alberto Carrasquilla Barrera y Juan Carlos Echeverry Garzón) o de 
la academia, en general. Como en el caso del ministro de Hacienda al iniciarse el 2016, Mauricio Cárdenas Santamaría, 
quien, después de dirigir Fedesarrollo, pasó un tiempo en Washington D.C. como responsable del programa 
latinoamericano de Brookings Institution y regresó a Colombia llamado por el presidente Santos al Ministerio de Minas y 
Energía y, posteriormente, al de Hacienda. 


La preponderancia de los ministros de Hacienda antioqueños y del Viejo Caldas se perdió a partir de 1990. El origen de los 
ministros se diversificó. En el gobierno de César Gaviria, el ministro fue Rudolf Hommes (Bogotá) durante los cuatro años; 
en el de Ernesto Samper, los ministros fueron Guillermo Perry (Bogotá), José Antonio Ocampo y Antonio Urdinola (ambos 
del Valle del Cauca); en el de Andrés Pastrana, Juan Camilo Restrepo (Antioquia) y Juan Manuel Santos (Bogotá); en los de 
Álvaro Uribe Vélez (2002-2010), Roberto Junguito Bonnet (Bogotá) —quien repitió pues había sido ministro de Hacienda 
en el gobierno del presidente Belisario Betancur entre 1984 y 1985—, Alberto Carrasquilla Barrera (Bogotá) y Óscar Iván 
Zuluaga (Caldas); y en los de Juan Manuel Santos (2010-2018) fueron, hasta 2015, Juan Carlos Echeverry (Bogotá) y 
Mauricio Cárdenas (Bogotá). 


Tal vez con la excepción de Juan Manuel Santos y de Óscar Iván Zuluaga, que entraron en la actividad política, los otros 
ministros de estos veinticinco años fueron fundamentalmente técnicos, quienes, al finalizar su paso por el Ministerio de 
Hacienda, regresaron a sus actividades profesionales, a la academia, a los gremios, a las instituciones multilaterales, u 
ocuparon otros ministerios o cargos altos en el Estado, como Juan Camilo Restrepo, quien fue ministro de Agricultura en la 
primera administración de Santos, o Juan Carlos Echeverry, quien se desempeñaba en 2016 como presidente de Ecopetrol. 


EPÍLOGO: HACIA EL PAÍS DEL SIGLO XXI 


Al iniciarse el 2016 el país experimenta una nueva situación económica y se aproxima a la firma de un acuerdo de paz con 
las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC). 


La perspectiva de la economía para la segunda mitad de la década de los años diez del siglo XXI no es favorable. La caída 
del precio internacional del petróleo ha tenido un impacto muy fuerte sobre el crecimiento y sobre la inflación, en buena 
parte debido a la devaluación del peso frente al dólar de los Estados Unidos y a la sequía generada por un inusitadamente 
agresivo fenómeno de El Niño. En estas circunstancias se ha hecho impostergable ajustar la economía a una nueva 
realidad, después del sobresaliente desempeño entre 2004 y 2014, cuando registró tasas de crecimiento del producto 
interno bruto cercanas en promedio al 5 % y logró mantener la inflación en los rangos establecidos por la junta directiva 
del Banco de la República entre 2 y 4 % al año. 


En el curso de los últimos quince años se ha hecho evidente, además, que la economía colombiana pasó a depender 
excesivamente de las exportaciones de petróleo y sus derivados, lo mismo que del carbón, una dependencia externa tan 
aguda como lo fue la de las exportaciones de café en el siglo XX. De ahí que la diversificación de la estructura exportadora 
del país constituya una muy importante prioridad de la política económica colombiana. Al mismo tiempo, los ingresos 
fiscales de la nación dependieron durante estos años de la tributación y el reparto de dividendos de Ecopetrol por lo cual se 


ha impuesto la necesidad de una nueva reforma tributaria de naturaleza estructural que garantice los recursos fiscales del 
gobierno nacional hacia el futuro. 


El fin del conflicto armado, del enfrentamiento entre el Estado y las FARC, traerá consigo enormes desafíos al gobierno 
nacional por la necesidad de construir Estado en las zonas de la periferia colombiana, mayormente afectadas por el 
conflicto armado. Será una oportunidad para integrar física, social y políticamente la nación, una tarea cuya realización no 
ha sido posible de terminar en los 205 años de vida como república independiente. Lo cual podría implicar una revisión del 
esquema de descentralización adoptado por la Constitución de 1991 para fortalecer la vida municipal, no solamente en 
cuanto se refiere a su economía y sus finanzas, sino, también, en relación con la actividad política. Habrá necesidad de 
construir un nuevo “puente” entre el gobierno nacional y los municipios. Lo cual seguramente va a requerir cambios en el 
diseño institucional para que las regiones obtengan mayor autonomía fiscal y operen bajo un arreglo político en el cual la. 
interacción con el centro no esté dominada por el clientelismo. 


Las tareas del posconflicto requerirán recursos fiscales tanto en el centro como en la periferia, razón por la cual la reforma 
tributaria estructural es impostergable, lo mismo que la actualización del catastro rural, de tal manera que se le genere 
más recursos tributarios a los municipios. Todos estos cambios pasan por lograr un mejor equilibrio entre las ramas del 
poder público, lo mismo que por esfuerzos novedosos para proveer seguridad y justicia en las zonas afectadas por el 
conflicto armado, lo cual haga posible la incorporación de la población de las zonas apartadas a la vida económica, social y 
política del país. 


Los problemas de la Colombia del siglo XXI son de naturaleza enteramente diferente a los que se enfrentaron tanto en el 
siglo XIX como en el XX. Por un lado, el mundo cambió desde los años ochenta del siglo XX y, en particular, con 
posterioridad a la caída del Muro de Berlín; los avances tecnológicos y la globalización colocan a un país como Colombia en 
una circunstancia en la cual no puede aislarse del exterior y, a su vez, es impactada por lo que sucede más allá de las 
fronteras. Por otro, a nivel doméstico los cambios de los últimos veinticinco años fueron muy profundos y con el fin del 
conflicto lo van a ser más. 


La pregunta pertinente a estas alturas del siglo es si la sociedad colombiana y sus líderes están preparados para modificar 
los equilibrios actuales de toda índole —los económicos, los políticos, los sociales, los territoriales y los institucionales 
para cambiar el statu quo de una manera ordenada y así garantizar en el siglo XXI el progreso social de todos y cada uno 
de los colombianos. 
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EN YnypzbU 


“El desarrollo de una economía cualquiera no es independiente de la manera en la cual interactúan con el Estado los 
diferentes grupos de interés, sean ellos productores, consumidores, trabajadores, comerciantes, banqueros, ete. Como 
tampoco lo es el origen regional de los funcionarios que tienen bajo su responsabilidad la dirección del gobierno y, 
precisamente, la interacción con los agentes privados. Naturalmente el modelo que se construye tiene implicaciones 
positivas y negativas, beneficios y costos de diferente índole. De ahí la importancia de mostrar qué ocurrió en el caso 
colombiano durante la mayor parte del siglo XX, cómo se formaron los grupos de interés preponderantes, cómo 
interactuaron con el Estado, cuáles fueron las consecuencias de dicha interacción en la ejecución de la política económica y 
quiénes fueron los protagonistas de la historia económica nacional en esos años”. 


En La economía colombiana del siglo XX, Carlos Caballero Argáez ofrece un panorama muy interesante de quiénes y desde 
qué puntos de vista tomaron las decisiones que han regido el rumbo económico de Colombia del último siglo. Analiza cómo, 
desde finales del siglo XIX y hasta los primeros años del siglo XXI, el paso de una élite ilustrada a la tecnocracia moderna 
ha influido inmensamente en la forma en la que se ha planteado el modelo económico. Conocer esta historia es crucial en un 
momento en el que el país, en su conjunto, se enfrenta a nuevos retos sociales, políticos y económicos. 
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